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DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

Celebrada en Washington, D.C., 2-6 de abril de 2001

INFORME DEL PRESIDENTE

I.
Antecedentes

En 1989, la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (en adelante OEA) solicitó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), mediante la resolución AG/RES. 1022 (XIX-O/89), la preparación de un proyecto de declaración relativo a los Derechos de los pueblos indígenas.


En cumplimiento de ese mandato, la Comisión realizó una serie de reuniones y consultas con representantes de los gobiernos, especialistas internacionales, líderes indígenas y juristas especializados en el tema, destinadas a formular el proyecto preliminar.


En abril de 1997, el Consejo Permanente recibió de la Comisión el “Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas”, que la CIDH aprobara como tal en febrero de ese año.


En junio de ese mismo año, la Asamblea General de la OEA manifestó la conveniencia de que el texto del proyecto reflejase las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros, así como la opinión de organismos especializados como el Comité Jurídico Interamericano (CJI) y el Instituto Indigenista Interamericano (III), todos los cuales presentaron, en los años subsiguientes, sus comentarios y observaciones.


Previamente entre 1992 y 1997, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos había realizado dos rondas de consultas con gobiernos, organizaciones indígenas y expertos, en base a cuestionarios y textos preliminares.  Las consultas incluyeron reuniones técnicas internacionales en Canadá, México, Panamá, Peru y Venezuela; consultas nacionales en quince países, y tres reuniones de consulta regional en Guatemala (Centroamérica y Caribe), Ecuador (Sudamérica) y Estados Unidos (EEUU. y Canadá).  En una reunión de redaccion final con expertos indígenas y Comisionados se definió la Propuesta aprobada en 1997 por la CIDH.  Asimismo, los Estados participaron en dos reuniones en donde se analizó y discutió el proyecto inicial; la primera correspondiente a una Reunión de Expertos Gubernamentales, celebrada en febrero de 1999, mientras que la segunda se celebró en el marco del Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, celebrada del 8 al 12 de noviembre de 1999.


Cabe notar que el Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente fue establecido por la Asamblea General en 1999 en su vigésimo noveno período ordinario de sesiones, mediante resolución AG/RES. 1610 (XXIX-O/99), con el objeto de continuar la consideración del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de las Poblaciones Indígenas.


En el año 2000, la Asamblea General, mediante la resolución AG/RES. 1708 (XXX-O/00) aprobada en su trigésimo período ordinario de sesiones, celebrada en Canadá en junio del año 2000, solicitó al Consejo Permanente que renovara el mandato al Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos para que continuara la consideración del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y celebrara, por lo menos, una segunda reunión antes del trigésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

El Consejo Permanente, en cumplimiento con dicha resolución, en sesión celebrada el  13 de agosto de 2000, encomendó a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), extender el mandato al Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (en adelante Grupo de Trabajo).  El Grupo de Trabajo se instaló en la sesión del 9 de septiembre de 2001, y encargó su presidencia al Embajador Ronalth Ochaeta Argueta, Representante Permanente de Guatemala.

II.
Reuniones Preparatorias
Información General

El Grupo de Trabajo celebró una serie de reuniones encaminadas a dar cumplimiento a la resolución AG/RES. 1708 (XXX-O/00) [Véase Anexo II]. Se realizaron 9 reuniones preparatorias a la Sesión Especial del Grupo de Trabajo.   En las mismas, se contó con una participación promedio de 12 Estados Miembros por reunión.   Esta situación fue un factor que provocó el avance lento de las discusiones; algunas veces por no contar con quórum para aprobar algunos aspectos, y otras debido a que algunas delegaciones solicitaban volver a revisar puntos ya aprobados en reuniones anteriores, a las cuales, en la mayoría de los casos, no habían asistido.  Esta irregularidad en la participación en el Grupo de Trabajo es señalada por la Presidencia como una debilidad que deberá ser observada para futuras ocasiones. 


Se señala positivamente que un grupo de Estados Miembros acompañó permanentemente el proceso de discusión en las reuniones preparatorias.  Este grupo constituyó el motor gracias al cual los trabajos pudieron avanzar en la dirección correcta y denotó el interés por el tema de estos países.

Discusión de la Guía de Trabajo


Durante la primera reunión de trabajo, la Presidencia presentó una propuesta de Guía de Trabajo que tuvo como objetivo ser el marco en el cual se orientarían las discusiones.  La propuesta original de la Presidencia contenía un presupuesto que facilitaría la participación tanto de los representantes indígenas como de los Estados Miembros.  La idea de este presupuesto consistía en acudir a la cooperación y solidaridad internacional para obtener los recursos.  La reacción preliminar consistió en solicitar la eliminación de la propuesta del presupuesto para apoyar a delegados gubernamentales, por no ser una práctica de la Organización.  En el mes de febrero la Presidencia presentó al Grupo de Trabajo la propuesta de retirar de la Guía de Trabajo toda la sección correspondiente al presupuesto, por considerar y que se contaba con muy poco tiempo para realizar las gestiones de fondos de forma éxitosa y porque la iniciativa se encontraba con serios cuestionamientos por parte de algunos Estados.  Este factor tuvo impacto en la convocatoria, pues muchos representantes indígenas del hemisferio no pudieron participar por la falta de apoyo financiero.

La propuesta original no contenía una metodología para la Sesión Especial, por lo que a solicitud de los miembros del Grupo de Trabajo se desarrolló, por parte de la Presidencia, una propuesta que fue enriquecida con el debate, hasta la versión que finalmente fue aprobada (GT/DADIN/doc.6 rev. 6).


Otro punto que fue objeto de debate durante la discusión de la Guía de Trabajo fue el relativo a la representatividad y legitimidad de los participantes indígenas en la Sesión Especial.  Una segunda versión de la Guía de Trabajo contenía una caracterización o perfil para que representantes indígenas participaran en la Sesión Especial.  Esta propuesta fue cuidadosamente analizada por los Estados Miembros quienes finalmente consideraron que los pueblos indígenas tienen mecanismos internos propios que les permiten realizar esta actividad y la caracterización fue retirada del documento.

Discusión del Proyecto de Declaración


Algunas delegaciones gubernamentales se pronunciaron sobre la necesidad de iniciar la discusión de los aspectos sustantivos o contenido del Proyecto de Declaración.  Esto no pudo concretarse debido a que la discusión de la Guía de Trabajo duró seis meses (septiembre 2000 a febrero 2001) y consumió la mayor parte del tiempo y gran número de reuniones.  


Posterior a la aprobación de la Guía de Trabajo se realizaron cuatro reuniones para preparar la Sesión Especial. Dos de ellas fueron para discutir el proyecto de convocatoria, la lista de invitados y la agenda de la Sesión Especial.  Las otras dos contaron con la participación de expertos en los temas, a manera de ejercicio de reflexión y análisis del contenido del Proyecto de Declaración.  Participaron como expositores en estas reuniones el Dr. Osvaldo Kreimer, de la CIDH, quién realizó un análisis sobre la propuesta original del Proyecto de Declaración y el Dr. James Anaya, profesor en derecho internacional y experto en temas de derechos de pueblos indígenas del Indian Law Resource Center, quién realizó una conferencia y debatió con los representantes gubernamentales sobre temas sustantivos del Proyecto de Declaración.  La Presidencia con la colaboración de la CIDH, preparó el documento GT/DADIN/doc.1 rev. 2, el cual incluyó, además de las propuestas de los Estados Miembros, los comentarios de los representantes de los pueblos indígenas durante la reunión del Grupo de Trabajo de noviembre de 1999.  Este documento fue aprobado por el Grupo de Trabajo y sirvió de base para las discusiones de la Sesión Especial.

Elección del Vice-presidente
Durante la última reunión preparatoria, fue electo el Vice-presidente del Grupo de Trabajo, el Ministro Antonio García, Representante Alterno del Perú.

Actividades externas en que participó la Presidencia


La Presidencia participó en el Cónclave Hemisférico de Representantes de Pueblos Indígena de las Américas, celebrado en la ciudad de Guatemala, del 24 al 26 de enero del presente año.  El mismo fue convocado por la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos (COPREDH) de Guatemala y el Consejo Indígena Centro Americano (CICA).  Las conclusiones preliminares del evento y un informe sobre el mismo fueron trasladadas a los miembros del grupo de trabajo durante las reuniones preparatorias, mientras que durante la Sesión Especial se presentó la Declaración del Cónclave por parte de representantes del CICA.  La Declaración se contiene en el anexo IV de este informe (GT/DADIN/doc.18/01 rev. 1).


Igualmente, la Presidencia estuvo presente en la Cumbre Indígena de las Américas, celebrada en la ciudad de Ottawa, Canadá, del 28 al 31 de marzo del presente año.  Esta actividad fue convocada por la Asamblea de las Primeras Naciones (AFN) del Canadá.   Las conclusiones del evento fueron presentadas durante la Sesión Especial por el Jefe Nacional de la AFN, Sr. Matthew Coon Come.  Las conclusiones de este evento se encuentran en el Anexo V de este informe.

Cabe señalar que la participación de la Presidencia en estas actividades fue financiada, en su totalidad, por el Gobierno de Guatemala como un aporte al trabajo del Grupo. Durante estas reuniones la Presidencia tuvo la ocasión de intercambiar ideas con representantes indígenas del Hemisferio sobre aspectos que les competen, entre otros relacionados con el Proyecto de Declaración.  Este ejercicio fue significativamente importante pues permitió a la Presidencia tomar en consideración las inquietudes de los representantes indígenas en torno a algunos temas y trasladarlas a los miembros del Grupo de Trabajo.


Para la Presidencia estas dos actividades no sólo fueron un importante punto de encuentro entre representantes indígenas del hemisferio sino que además permitieron clarificar algunas dudas e inquietudes sobre la Sesión Especial e intercambiar ideas sobre la participación de estos durante la misma.


Con mucho agrado la Presidencia destaca que ambas reuniones contribuyeron a facilitar el diálogo entre Estados Miembros y representantes de pueblos indígenas y permitieron a los representantes indígenas contar con consensos mínimos durante la Sesión Especial.  La Organización deberá tomar en cuenta estos aspectos y evaluar la posibilidad de, a través de sus órganos especializados, promover actividades de esta naturaleza.

III.
Sesión Especial

1.
Convocatoria
La celebración de la Sesión Especial del Grupo de Trabajo fue aprobada en el seno del Grupo de Trabajo en la reunión celebrada el 6 de febrero de 2001 (GT/DADIN/doc.14/01) y algunos días más tarde recibió la anuencia del Consejo Permanente, el cual mediante la resolución CP/RES. 785 (1266/01), resolvió: 

“1.
Convocar a una Sesión Especial del Grupo de Trabajo para que continúe con la consideración del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.

2.
Fijar los días 2 al 6 de abril de 2001 como fecha para la celebración, en la sede de la Organización, de la Sesión Especial del Grupo de Trabajo”.

2.
Agenda
El proyecto de calendario de trabajo fue considerado en la reunión del Grupo de Trabajo celebrada el 23 de marzo de 2001 y contiene el siguiente temario  (GT/DADIN/doc.19/01 corr. 1):

I.
Presentación de las modalidades de trabajo

II.
Consideración de la parte dispositiva: ámbito de aplicación y definiciones

III:
Derechos humanos

IV.
Desarrollo cultural

V.
Derechos organizativos y políticos

VI.
Derechos sociales, económicos y de propiedad

VII.
Disposiciones generales

VIII.
Otros asuntos / conclusiones generales

3.
Desarrollo de los trabajos
a. Sesión inaugural


La sesión inaugural se celebró el día 2 de abril de 2001 en el Salón de las Américas de la sede de la OEA y contó, en la mesa directiva, con la presencia del Secretario General de la OEA, Dr. César Gaviria, el Presidente del Consejo Permanente, Embajador Humberto de la Calle, la presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, Embajadora Margarita Escobar, el presidente del Grupo de Trabajo, Embajador Ronalth Ochaeta Argueta y una representante de los pueblos indígenas, Dra. Margarita Gutiérrez Romero, Presidenta de la Asamblea Nacional Indígena (ANIPA), México.


Durante la sesión inaugural cada una de las autoridades mencionadas hicieron uso de la palabra.  Se han incluido los discursos del Dr. César Gaviria, Secretario General de la OEA, del Embajador de Guatemala ante la OEA y presidente del Grupo de Trabajo, Dr. Ronalth Ochaeta Argueta y de la representante de los pueblos indígenas, Dra. Margarita Gutiérrez respectivamente en el Adendum I de este informe.


Al término de la sesión inaugural, se invitó a las delegaciones nacionales a un diálogo con los representantes indígenas para lo cual se dispuso de un período de tres horas y se facilitaron salas en la sede de la OEA.

b. Participantes


Las delegaciones de los Estados Miembros ante la OEA estuvieron compuestas por representantes enviados por las respectivas cancillerías y diplomáticos de las misiones.  También estuvieron presentes algunos representantes de los Estados Observadores ante la OEA (Francia, España, Portugal y Rusia).  Asimismo, la reunión acogió la presencia de  ochenta y tres representantes de los diferentes pueblos indígenas.


La lista de los participantes a la Sesión Especial figura en el documento GT/DADIN/doc. 21/01 rev. 2.

c. Diálogo Informal entre delegaciones


La primera sesión plenaria de trabajo permitió a las delegaciones abordar temas de interés general.  Durante esta ocasión, la presidencia del Grupo de Trabajo fue compartida con un Co-presidente representante de los pueblos indígenas en la persona de Aucan Huilcaman, representante del Consejo de Todas las Tierras Mapuches, Chile.


La Presidencia propuso el análisis de las conclusiones y recomendaciones del Cónclave Hemisférico, realizado en Guatemala, el Informe de la Cumbre de las Américas, realizada en Ottawa y las propuestas sobre los mecanismos de participación.  Sin embargo, los representantes indígenas propusieron el siguiente orden, el cual fue finalmente adoptado por unanimidad:

1. Comentarios sobre el Informe del Presidente del Grupo de Trabajo de 1999;

2. Participación Indígena:

· Informe del Cónclave en Guatemala y sus resultados;

· Explicaciones sobre la participación en esta Sesión Especial, incluyendo mecanismos de soporte financiero;

3. Metodología de la Sesión Especial: algunas inquietudes respecto al consenso y documentos de base.


El texto sobre los detalles de la reunión informal se encuentra en el anexo III.  La Presidencia destaca este espacio como altamente positivo y reconoce positivamente la apertura de los representantes gubernamentales presentes y de los representantes indígenas.  Destaca como carencia la participación de todas las delegaciones gubernamentales en este diálogo.

d. Metodología de trabajo


La metodología de trabajo que habría de emplearse durante el desarrollo de la Sesión Especial, había sido aprobada por el Grupo de Trabajo en su reunión celebrada el 6 de febrero de 2001.  En tal sentido, se destacó lo contenido en el documento “Guía de Trabajo 2000/2001 (GT/DADIN/doc.6/00 rev. 6).

La Presidencia del Grupo de Trabajo, consideró que la metodología utilizada durante la reunión de noviembre de 1999, debía ser la base sobre la que se realizaría la Sesión Especial.  Por otro lado, se consideró conveniente incorporar aspectos de la solicitud expresa realizada por los representantes de las organizaciones indígenas, a fin de fomentar la inclusión participativa de estos sectores, en una temática que les afecta directamente.  En ese sentido, la metodología propuesta por la Presidencia del Grupo y aprobada por los Estados Miembros se definió de la siguiente manera:

a) Existe un documento base que incluye las consideraciones realizadas durante la reunión efectuada en noviembre de 1999.  Este documento deberá ser la guía sobre la que se oriente la discusión;

b) El documento contiene dos tipos de enunciados:

· aquellos sobre los que existe un consenso;

· aquellos sobre los que no existe un consenso y cuya redacción se encuentra señalada en corchetes.

c) La discusión del documento se hará sobre la base de los disensos.  El articulado sobre el que ya existe consenso no será discutido.

d) La discusión se hará por capítulos siguiendo el orden de los mismos.  Se ofrecerá la palabra a los representantes gubernamentales en cada uno de los artículos en discusión.  Los representantes de los pueblos indígenas intervendrán al principiar la discusión de cada capítulo y presentarán por escrito las propuestas de redacción alternativa de aquellos artículos que les interese modificar, a efecto de que sus propuestas sean incluidas en el debate de los Estados y, de considerarse pertinente, sean incorporadas en los textos respectivos.

e) Para evitar la dispersión en la discusión, se solicitará a los representantes de los Estados y de los pueblos indígenas realizar intervenciones concretas y sobre la base de propuestas claras y definidas.  Al final de la discusión de cada artículo, se leerá la redacción sobre la que exista consenso, o en su caso, se destacarán los aspectos sobre los que no lo hay.

f) Al finalizar la discusión de cada capítulo, se concederá la palabra a los representantes de los pueblos indígenas, a efecto de que presenten sus comentarios sobre lo observado durante el debate de los artículos respectivos.  Los representantes de los pueblos indígenas sólo podrán intervenir durante la discusión de los artículos, en el caso de requerirse aclaraciones puntuales en los temas tratados. 

4.
Consideración del Proyecto de Declaración

Martes 3 de abril (sesión de la mañana)

Ámbito de aplicación y definiciones
El Presidente propuso alterar el orden de la sesión de trabajo, para abordar en un comienzo la modificación del título del Proyecto de Declaración, en cuanto al reemplazo del uso del término “poblaciones” por el de “pueblos” y consecuentemente continuar refiriéndose a “pueblos” y no “poblaciones” en el Proyecto de Declaración.  Esta modificación se hizo necesaria considerando los antecedentes existentes que promueven el uso de tal término, tales como la Conferencia Regional de las Américas, relativa a los Preparativos de la Conferencia Mundial Contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia realizada por las Naciones Unidas y las reuniones preparatorias para la Cumbre de las Américas, a celebrarse en Québec. Se sometió a los Estados y a los representantes indígenas los comentarios sobre tal propuesta.

Esta propuesta obtuvo el apoyo de la mayoría de los Estados Miembros (Venezuela, Perú, Ecuador, México, Colombia, Honduras, Estados Unidos, Canadá, Guatemala, Brasil, Panamá y Argentina se manifiestan al respecto).  Cabe notar que Argentina aclaró que el alcance del término “pueblos” no debe desvincularse con la definición pertinente.  Consecuentemente, el título y la definición del texto deben estar conectados.

La Presidencia estableció que había consenso en cuanto al cambio del título y se adoptó la reforma del mismo.  Consecuentemente, debe leerse “Proyecto de Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas”.

Representantes Indígenas


Los representantes indígenas agradecieron el cambio del título y enseguida, procedieron a emitir sus argumentos en relación a las disposiciones que definen “pueblo”, “libre determinación” y “territorio”.  El doctor Willie Littlechild, de la International Organization of Indigenous Resource Development, manifestó que el derecho internacional no prevé definiciones de los términos y por otra parte, todo intento de definir en este contexto es considerado como una manifestación discriminatoria.  Estos argumentos fueron apoyados por resoluciones de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.  Nimiana Pasa, representante indígena de Argentina, abundó en el mismo sentido, puesto que una definición vendría a limitar y restringir los derechos. Héctor Huertas, representante indígena de Panamá, apoyó el uso del término sin definición alguna.  Victoria Wright de la National Congress of American Indians, manifestó su inconformidad en relación a la versión que recoge el Proyecto de Declaración respecto al documento presentado por su Organización en 1999, y solicitó que recoja adecuadamente en el presente informe las consideraciones sobre el uso de los conceptos  “pueblos indígenas” y “libre determinación”.  Jean La Rose, Ameridian Peoples Association, consideró que la definición de “pueblos” compete exclusivamente a los pueblos indígenas y en nombre de los países de CARICOM hizo alusión a los instrumentos firmados entre los Estados Miembros de esa Organización respecto al uso del término “pueblos indígenas”.   Antonio Vargas , representante indígena del Ecuador (CONAIE) se refirió al reconocimiento en los sistemas legales nacionales del término “pueblos”.  Mirna Cunninghan, representante indígena de Nicaragua, avanzó las razones históricas y los criterios específicos que reúnen los elementos citados por varios autores para determinar el uso del término “pueblo” (tales como territorio ancestral propio, desarrollo de su propia cultura de acuerdo a su cosmovisión y sustentado en recursos propios, etc.).  Asimismo, hizo alusión al sistema legal nicaragüense (Constitución de 1995 y Estatuto de Autonomía de los Pueblos de la Costa Atlántica).  Finalmente, estimó necesario que el uso del término “pueblos” contribuiría a dar un paso más acorde con el derecho internacional.  Tomás Alarcón, representante indígena del Perú, estimó necesario no  delimitar los términos en una declaración como ésta, puesto que ellos deben ser el documento marco que brinden la mayor amplitud para que los Estados decidan libremente y propuso que se excluya esta parte del Proyecto de Declaración.  Finalmente,  Aucan Huilcaman, representante indígena de Chile, estimó que el uso del término “pueblos” es un principio irrenunciable que ha sido incluido en las normas constitucionales y jurídicas de varios Estados de las Américas.   Es un concepto ligado a la autoafirmación y no es una definición jurídica, sino, más bien una práctica de los pueblos indígenas.  Al final, hizo notar que el término se ha reducido en referencia al primer borrador del proyecto.

Los Estados

Perú:  Presentó una reseña de la legislación nacional y de su apego a los instrumentos internacionales de otros sistemas.  Perú es miembro del Convenio 169 y en cumplimiento de éste ha realizado consultas y elaborado políticas y estructuras institucionales para fomentar el diálogo y la participación en torno al tema.  En el seno de la ONU, Perú ha sido muy activo.  Conviene con el uso del término “pueblos”, así como el derecho a la libre determinación, los cuales han sido reconocidos por la Constitución del Perú.

Guatemala:  Expresó su interés en una definición aceptada por los pueblos indígenas, puesto que se debe buscar una aplicabilidad que los beneficie y no que se les imponga.  Fue partidario de la búsqueda de un término consensuado que se incluya en el Proyecto de Declaración para tender a una uniformidad.  Esto podría ser denominado elementos para una definición.

México:  Postuló la necesaria inclusión de una definición, debido a la importancia que conlleva la inclusión de un marco jurídico.  Se trata de una Declaración que busca establecer estándares y fijar normas que  puedan inducir a los Estados a legislar.  En  este sentido, se debe buscar una definición que reconozca la identidad específica de los beneficiarios.  Asimismo, se trata de reconocer derechos y el primer destinatario son los Estados nacionales.  No se acepta que una definición pueda menoscabar los derechos.

Brasil:  Indicó que el gobierno brasileño apoya la creación de un instrumento jurídico con miras a promover y resguardar los derechos de los pueblos indígenas. Se hace necesario adoptar definiciones básicas con la colaboración de los pueblos indígenas con el fin de defender y proteger los intereses comunes. Todo lo cual requiere de un cuadro básico de referencias.

Argentina:  Consideró necesario un marco de referencia tanto para los gobiernos como para la trascendencia de su contenido.  No se desea imponer sino trabajar sobre la base de un consenso.  La posición de la delegación en cuanto al uso del término “pueblo” se funda en la Cumbre de Santiago y coincide con el artículo 1, numeral 3, del Convenio 169, el cual está incluido en el proyecto de la Conferencia de la Cumbre a realizarse en Québec.  Reiteró la necesidad de contar con una definición clara que no requeriría nota explicativa.

Venezuela:  Señaló que en Venezuela como producto del proceso constituyente, se elaboró la Construcción bolivariana, con amplias y profundas discusiones las cuales no se produjeron en un recinto cerrado. Estas discusiones fueron abiertas, con la participación de todos y cada uno de los sectores de la vida pública venozolana, y en ese marco, se reconocieron ampliamente los derechos de los publos indígenas. Venezuela recoge en su Constitución el término pueblos indígenas. Incluso, con la oposición de algunos sectores que no admitían estas reinvindicaciones. Como producto de este debate y esencialmente por la protagónica participación de los representantes indígenas fueron incorporados esos derechos a nuestra carta funadamental. Tambien podemos mencionar que como resultado de este consenso nacional, quedó garantizada la particiapaión política indígena teniendo representación en la Asamblea Nacional y en los cuerpos deliberantes de las entidades federales y locales con problación indígena.

Estados Unidos:  Hizo eco a los comentarios de los delegados respecto al esfuerzo para llegar a definiciones cuyo objeto sea la búsqueda de consensos.  Se aceptó la utilización de los términos “pueblos” y “libre determinación interna” en el contexto de esta Declararación.. En la práctica  significa el derecho a negociar el estatus político dentro del marco nacional y el derecho a la autonomía en asuntos internos, así como la capacidad para ejercer ciertos derechos colectivos que normalmente no se reconocen como derechos de grupo.  

Canadá:  No estuvo convencido de la necesidad de definiciones, puesto que si se es restrictivo se podría excluir ciertos grupos.  Debe haber una relación entre los documentos que se aprueben en la OEA y en la ONU.  Además, se debe tomar en cuenta las instituciones nacionales.  Finalmente, se propuso un análisis que considere temas y  principios, en especial,  la libre identificación de los pueblos  y la aceptación de la comunidad.

Ecuador:  Citó la Constitución de su país en cuanto a los avances realizados y no se objetó a incluir definiciones que, si bien no limiten, califiquen.

Panamá:  Más que una  definición que contenga todo, se debería buscar principios generales que sean sometidos a los representantes indígenas.  La noción de “pueblos” implica el concepto de libre determinación, autonomía y otros derechos colectivos. 

Paraguay:  Enumeró los ejemplos de la legislación nacional y los avances registrados.  Era partidario de incluir definiciones sobre los principios fundamentales como el término “pueblos” y el de la “libre determinación”.  Se debe encontrar definiciones para adelantar los trabajos y pasar a aspectos substantivos.

Colombia:  Indicó que se debe contar con un marco jurídico y constitucional muy amplio que sirva de referencia base.
La Presidencia: Ofreció la palabra al doctor Osvaldo Kreimer para que aborde sobre el tema.

Osvaldo Kreimer (Abogado de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Interamericana):  Manifestó que la Comisión no definió “indígenas”, puesto que le correspondía al derecho interno de cada Estado efectuar tal tarea. La limitación respecto a las implicaciones del uso del término “pueblos” que se percibe en el par. 3 del artículo primero y en el Convenio 169, deja en claro, que, su uso no tiene implicación en lo que respecta a la libre determinación externa.  Esto se refuerza en los Artículos 25 y 26 del Proyecto de Declaración.  En breve, se debe distinguir dos puntos: uno corresponde a la restricción que se haga en relación al término “pueblo”; y otra respecto a la definición del término “indígenas”.

México:  Propuso mantener el diálogo reconociendo a los representantes el derecho a pronunciarse si tal definición recoge todos los elementos.

El Presidente: Constató que se está hablando el mismo idioma entre los Estados, puesto que se respeta la libre determinación de los pueblos, pero, que es necesario hacer referencias a los principios que guiarán ese reconocimiento.  A partir de la propuesta mexicana sugirió la formación de un grupo de trabajo compuesto por los delegados gubernamentales y los representantes indígenas de las cuatro regiones (América del Norte, América Central, América del Sur y el Caribe) para dialogar y encontrar una aproximación de un marco de principios.  Solicitó a los Estados y a los representantes indígenas considerar esta propuesta.

Representantes indígenas

Los representantes indígenas consideraron que no era adecuado incluir la definición y solicitaron disponer de un tiempo necesario para organizar la discusión del tema dentro del grupo.  Marcial Colín, representante indígena de Chile, reiteró la posición en contra de la utilización de una definición por ser excluyente.  Asimismo, insistió sobre la ausencia de tal definición en el marco del derecho internacional.  Aucan Huilcaman, representante indígena de Chile, reconoció la necesidad de analizar el principio de libre determinación.  A su vez, se opuso a toda definición por ser claramente discriminatoria y estima, que, no se debe entrar en un proceso que presente riesgo en el futuro.  Willie Littlechild, International Organization of Indigenous Resource Development, constató que algunos conceptos son discriminatorios en los distintos idiomas de los indígenas, debido a la diversidad de definiciones.  Broklyn Rivera, representante indígena de Nicaragua, compartió el espíritu de avanzar bajo consenso e instó a lograr una definición incluyente con el fin de evitar que el ámbito de aplicación sea una norma mínima.  

Los Estados

Belice:  Solicitó trabajar constructivamente.  Es consciente que las definiciones traen problemas, sin embargo, se debe considerar el marco especial de las personas en causa.  Es importante conocer el ámbito o el alcance de la aplicación de la Declaración.  Se debe rechazar toda connotación negativa. Consecuentemente,  solicitó formular definiciones que incluyan los conceptos que los pueblos consideren importantes.  

Venezuela:  Reiteró la necesidad de conformar definiciones, no como una vía excluyente sino como algo necesario para reconocer los derechos.  Propuso que haya un ejercicio de concertación en donde se avance de manera consensuada.

El Presidente: Agradeció la discusión franca y constructiva de las delegaciones y representantes indígenas.  Solicitó a estos últimos consultar y presentar su posición durante la sesión de la tarde. 

Martes 3 de abril (sesión de la tarde)

En respuesta a la propuesta de la presidencia, los delegados indígenas presentaron su posición por escrito.  En ella manifestaron que: “sugiere que se siga discutiendo otros asuntos importantes, volviendo más adelante al problema de si es necesario una definición y, sí se decide, entrar entonces a fundamentarla.  La discusión del ámbito del Proyecto de Declaración requiere claridad sobre los sujetos del derecho colectivo al cual se refiere.  Por lo tanto, además del uso del término pueblos indígenas, el debate sobre el marco de principios previos es fundamental puesto que contribuirá a establecer claramente las contribuciones a las que nos referimos los pueblos indígenas en el marco del proceso”.
El presidente: Felicitó a los representantes indígenas por el espíritu positivo y solicitó a los delegados presentar sus puntos de vistas.

Los Estados

Brasil:  Propuso respetar la sugerencia de los representantes indígenas y continuar con el análisis del próximo capítulo.

México:  Quiso aclarar la opinión sobre este punto.  Consideró indispensable tener conceptos claros respecto del Proyecto para que los derechos ahí establecidos puedan realizarse. Creyó necesario explorar conceptos que no pretendan definir ni fijar en el tiempo una definición.  En este contexto, se propuso una solución posible, la cual consiste en identificar las características de los sujetos que se beneficiarían con la aplicación de la Declaración.

Panamá:  Felicitó la posición de los representantes de los pueblos indígenas por ser conciliadora.  Insiste en la necesidad de establecer un marco de principio previo, que permita caracterizar y no definir al grupo.  En cuanto a la identificación del beneficiario consideró que ya está incluida en el mismo título del Proyecto de Declaración.  Finalmente, se hizo alusión al primer encabezado del reconocimiento del preámbulo.

El Presidente: De conformidad a las posiciones anteriores y en pos de orientar el diálogo hizo notar la existencia del artículo I del Proyecto de Declaración en su versión original, el cual se refiere al ámbito de aplicación, sin hacer referencias a las definiciones.

Colombia:  Consideró que es necesario definir en un comienzo los conceptos primordiales, puesto que en el caso colombiano las imprecisiones lingüísticas han provocado ciertos problemas.  Solicitó, respetuosamente, que se comience por las definiciones para tener claro lo que se está discutiendo.

Estados Unidos:  Estimó que el uso de la terminología debe servir a facilitar la comprensión.  La propuesta hecha por los representantes parece positiva.  Sin embargo, se preguntó sobre la necesidad de que la Declaración  determina quién es un grupo o quién es un pueblo indígena. 

Guatemala:  Propuso la identificación de ciertos elementos fundamentales sin necesidad de alcanzar la definición formal, tales como la auto identificación y la aceptación.

Brasil, Argentina y Perú:  No vieron inconveniente en resolver posteriormente la consideración de esta sección.

El Presidente:  Manifestó que consideraba que había acuerdo respecto a la necesidad de continuar avanzando en el diálogo y posteriormente retornar a la Sección Primera.  A modo de síntesis, señaló que la propuesta de la delegación de México busca un ámbito de aplicabilidad, sin necesariamente definir.  Asimismo, consideró necesaria la idea de organizar un petit comité, para definir si se debe optar por una definición y/o buscar los elementos constitutivos del ámbito de aplicación (siguiendo las sugerencias de Canadá, México, Guatemala y Panamá, respecto a este último punto).  Finalmente, solicitó entrar a discutir la propuesta sobre el tema de los derechos humanos, dejando para discusiones posteriores a la Sección Primera.


Sección Segunda:  Derechos Humanos

Representantes indígenas

Héctor Huertas, representante indígena de Panamá:  Mencionó los reconocimientos de la legislación panameña a los derechos colectivos de los pueblos y su consecuencia en relación con la libre determinación, desarrollo, uso y derecho sobre sus recursos.  En relación al artículo II (2) sugirió ampliar el concepto de los derechos humanos individuales añadiendo “los derechos de los pueblos indígenas”.  En cuanto al artículo II (3) observó una contradicción entre el derecho internacional y nacional, y que se sujete a la legislación nacional.  Por lo tanto se propuso la siguiente fórmula:

“Los Estados garantizarán el pleno goce de sus derechos a todos los pueblos indígenas y con arreglo a su sistema interno, adoptarán las medidas constitucionales y legislativas y  de  otro carácter que fueran necesarias para hacer efectivo los derechos reconocidos en esta Declaración”.
Finalmente, consideró importante incluir el derecho a la libre determinación como un derecho inalienable de los pueblos.

Mirna Cunnigham, representante indígena de Nicaragua:  Se sumó a la necesidad de incorporar el derecho a la libre determinación, así como una referencia a los derechos individuales y colectivos de los pueblos.

Marcelo Calfuquier, representante indígena de Chile: Propuso la inclusión del tema de la libre determinación en esta sección y que se adopte en el art. II del Proyecto  la propuesta del National Congress of American Indian, presentada en 1999.

Victoria Wright, National Congress of American Indian: Explicó que los derechos colectivos han sido reconocidos por las Naciones Unidas.  En su propuesta escrita, solicitó se agregue al art. II la siguiente definición sobre el concepto de libre determinación: “los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo e individual a mantener y desarrollar sus identidades y características particulares, así como el derecho a identificarse a sí mismos como indígenas y a ser reconocidos como tales” y “los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho, determinan libremente su situación política y procuran libremente su desarrollo económico, social y cultural”. 

Marcial Colín, representante indígena de Chile:  Presentó una solicitud para que los traductores se refieran al término “libre determinación” y no a “auto determinación” en el idioma castellano.

Los Estados

Guatemala:  Tiene sus dudas respecto al título de la Segunda Sección.

El artículo II (1) debe ser mantenido tal cual.

El artículo II (2) debe ser modificado puesto que los derechos colectivos no pueden ser reconocidos en función de los derechos individuales.

El artículo II (3) no debería hacer alusión a la Constitución (“con arreglo a sus disposiciones constitucionales”), puesto que la referencia es redundante.

Brasil:

El artículo II (1) no presenta problemas la referencia a otros instrumentos internacionales.

El artículo II (2) puede quedarse tal cual, puesto que los derechos colectivos han sido reconocidos por su legislación interna (tales como los derechos a las creencias y colectividades indígenas).  Por lo tanto no hay ningún inconveniente respecto a estos derechos.

El artículo II (3) se podría eliminar la referencia a las disposiciones constitucionales, en el sentido de que naturalmente la legislación respetará las disposiciones constitucionales.

Perú:  Respaldó la propuesta de Guatemala respecto al artículo II (3).

Ecuador:  Se opuso a modificar el artículo II (3), puesto que considera importante mantener el respeto a la Constitución.

Costa Rica:  Respaldó la propuesta de Guatemala respecto al artículo II (3), sin embargo no tendría objeción a mantenerlo tal cual.

México:  Insistió en llamar la atención sobre la necesidad de definir los términos para avanzar en la discusión del resto del Proyecto.

En cuanto al título sugirió denominar esta sección “Derechos humanos fundamentales de los pueblos indígenas”.

El artículo II (1), podría hacer referencia al Convenio 169 de la OIT, sin importar si ha sido ratificado por los Estados Miembros de la OEA.

El artículo II (3), no debería hacerse referencia a las disposiciones constitucionales, puesto que esto requiere enmiendas de talla.  Una fórmula mediana sería “con arreglos a sus principios fundamentales constitucionales”.  Sin embargo, se debe mantener una referencia a las constituciones nacionales, puesto que en ciertas situaciones legales o sociales un tribunal podría no reconocerles los derechos.

Panamá:  De acuerdo con el cambio de título de la sección. El artículo II (1) se propuso incluir después de la expresión “y otros instrumentos internacionales” “así como los derechos indígenas fundamentales”.

El artículo II (3,) sustituir con arreglo a sus “disposiciones constitucionales” por con arreglo a “su sistema interno”, adoptarán las medidas legislativas y de otra índole que fueran necesarias para hacer efectivo los derechos reconocidos en esta Declaración.

Finalmente, consideró que el derecho a la libre determinación deberá ser incluido al igual que el derecho al territorio.

Chile:  Coincidió con el cambio del título, puesto que se está hablando de los derechos fundamentales de los pueblos indígenas.  Asimismo, consideró que el texto de los párrafos 1 y 3 no presentan problemas y deberían ser mantenidos tal cual.

Canadá:  Consideró que el cambio del título se debe realizar posteriormente.

Artículo II (1), no debe hacer referencia a los instrumentos necesariamente, puesto que no todos los países son partes de estos.  

Artículo II (2), se sugirió una aclaración entre los derechos individuales y colectivos, puesto que existen varios derechos colectivos que han sido reconocidos en su país, tales como la pesca y caza.  En tal sentido, se debe definir cuáles son los derechos colectivos considerados como indispensables.

Artículo II (3), no debe presentar un carácter obligatorio puesto que esta es una declaración, es decir un instrumento de aspiraciones y no es una convención.

Colombia:  Favoreció el análisis del cambio del título al fin del examen de esta sección. En cuanto al artículo II (1), apoyó la posición de Canadá respecto a evitar de mencionar instrumentos internacionales.  En cuanto a los otros dos párrafos solicitó que se mantengan tal cual aparecen actualmente.

EEUU:  Búsqueda de una redacción más precisa y proactiva en cuanto al proyecto en general.  

Artículo II (1), se debe subrayar la importancia que los derechos individuales y colectivos no se obstruyan, que no se pierdan los derechos individuales dentro de los colectivos.  

Artículo II (2), propuso retirar el par. 2 propuesto por los Estados Unidos en 1999 y quedarse con el párrafo original.

Artículo II (3), considerando los comentarios hechos por Canadá en lo que respecta al carácter aspiracional del Proyecto de Declaración, se propuso retirar la propuesta introducida por los Estados Unidos en 1999 en los párrafos 3 y 4 y adoptar el tiempo futuro de la versión inglesa shall en condicional should en el párrafo 3.

Finalmente, apoyó la inclusión del concepto de “libre determinación interna” y la capacidad para negociar sus estatutos internos dentro del marco nacional. Esta definición ha sido incluida como un nuevo párrafo del artículo II en la Sección Segunda del Proyecto de Declaración, párrafo 4:

“Los pueblos indígenas tienen el derecho de libre determinación interna. En virtud de ese derecho, pueden negociar su condición política en el marco del Estado-nación existente y tienen la libertad de procurar su desarrollo económico, social y cultural. Los pueblos indígenas, en el ejercicio de su derecho de libre determinación interna, tienen el derecho interno a la autonomía o autogobierno en asuntos relativos a cuestiones locales, incluida la determinación de membresía, cultura, idioma, religión, educación, información, medios de comunicación, salud, vivienda, empleo, bienestar social, mantenimiento de la seguridad de la comunidad, relaciones familiares, actividades económicas, gestión de tierras y recursos, medio ambiente e ingreso por no miembros, así como medios y arbitrios para financiar estas funciones autónomas”.
La Presidencia:  Resumiendo, indicó que en síntesis se ha tomado nota de las siguientes propuestas: 

-
En cuanto al título de la Sección Segunda, la delegación de Guatemala propuso su modificación, la cual fue apoyada por la mayoría de los Estados, sin embargo la delegación de Canadá propuso postergar tal cambio.  Consecuente, se han incorporado los nuevos nombres propuestos por México y Perú en corchetes.

-
En relación con el artículo II (1), existe un consenso en torno a no nombrar ciertos instrumentos internacionales que no han sido firmados o ratificados por los Estados Miembros, para lo cual se ha puesto entre corchetes los instrumentos mencionados.

-
En relación con el artículo II (2), hay consenso en mantener el párrafo original, pero se espera una mejor redacción.  En este contexto, Guatemala ofreció redactar un nuevo artículo que contenga los comentarios a los tres párrafos.

-
Finalmente, se debe notar que tanto Canadá como los Estados Unidos y Guatemala apoyaron la inclusión del derecho a la libre determinación.  Consecuentemente, se ha incluido en el artículo II (4) las definiciones de este derecho propuestas por Guatemala y los Estados Unidos. 

México:  Si bien apoyó a Guatemala, creyó necesario crear un nuevo párrafo que reconozca al derecho a la libre determinación o bien incluirlo en la Sección Primera de las definiciones, puesto que no está claramente especificado.

Ecuador:  Solicitó que el  artículo II (1) se mantenga en su forma actual, puesto que la enumeración de instrumentos internacionales es usual en el seno de la OEA, mientras que en el artículo II (3) todo lo relativo a la referencia a las disposiciones constitucionales debe quedar en corchetes. 

Venezuela:  Acogió la propuesta de México respecto al título “Derechos fundamentales de los pueblos indígenas”.  En cuanto al artículo II (3), se pronunció favorable a que se mantenga en el texto la mención a los ordenamientos contitucionales y legislativos de los Estados.

Brasil:  Sugirió que el artículo II (3) quedara tal como está y evitar los corchetes que propusiera Ecuador.

Chile:  No comprendió la discusión, puesto que los compromisos deben ser aprobados dentro de los procedimientos constitucionales.  Se debe mantener la referencia “con arreglo a disposiciones constitucionales”.

EEUU:  Estuvo de acuerdo con el delegado de Guatemala y creó que el texto “con arreglo a disposiciones constitucionales” no hacía falta mantenerlo.

Colombia:  Consideró importante mantener el lenguaje relacionado con el respeto de la constitución.

Costa Rica:  Consideró que la frase no era necesaria, pero no tendría ningún problema si se mantuvo.

Canadá:  Señaló que no quiere una limitación innecesaria en el artículo II (3) respecto a la expresión “con arreglo a sus disposiciones constitucionales”, puesto que el artículo XXVI provee una protección especial respecto a “la igualdad soberana, la integridad territorial y la independencia política de los Estados.” 

La Presidencia: Solicitó a los representantes indígenas pronunciarse sobre los temas discutidos el próximo día.

Miércoles 4 de abril (sesión de la mañana)

El Presidente solicitó a los representantes de los pueblos indígenas sus reacciones finales sobre las propuestas de los Estados respecto al artículo II.

Representantes Indígenas

Héctor Huertas, representante indígena de Panamá: Felicitó la adopción del término “pueblos”.  Solicitó que haya una discusión más fluida y directa para ayudar a profundizar los conceptos emitidos. Asimismo, sugirió la participación de un representante indígena en la redacción del informe del Presidente.

Victoria Wright, National Congress of American Indians:  Solicitó más tiempo para discutir sobre los elementos del artículo II.  Sin embargo emitió las siguientes opiniones:

En cuanto al artículo II (1), estuvo de acuerdo con el texto original de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  Sin embargo, desearía agregar en la lista de instrumentos internacionales, algunos instrumentos sobre medio ambiente.  Respecto al artículo II (3), consideró que la alusión a la constitución era redundante, pero no se opone a que se mantenga, en la medida en que la constitución se aplique.  En cuanto al derecho a la libre determinación consideró pertinente y fundamental para obtener el pleno goce de los derechos. Para lo cual se propuso la adición de un nuevo párrafo  después del párrafo 2, moviendo el párrafo 3.  En este contexto, se citó al Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, así como a los informes de la CIDH de la OEA, los cuales refieren al derecho a la libre determinación de los pueblos.  Finalmente, en reacción a las aprehensiones expresadas por los Estados respecto al derecho a la libre determinación propuso se considerase las protecciones previstas tanto por el artículo XXVI como I (2) del Proyecto de Declaración.  En breve, el derecho a la libre determinación debe incluirse sin reservas ni modificaciones

Mirna Cunningham, reprsentante indígena de Nicaragua:  Propuso las siguientes modificaciones:

Título: Derechos humanos básicos de los pueblos indígenas.

Artículo II (1).  Se debe incluir los instrumentos internacionales sobre medio ambiente tales como la Convención sobre la Diversidad Biológica, Agenda 21 de las Naciones Unidas y la Declaración de Río de Janeiro.  Además se debe incluir después de la expresión “del pleno goce de los derechos humanos fundamentales” y la oportunidad de ejercerlos efectivamente.

Artículo II (2). Se propuso la siguiente redacción:

“Los pueblos indígenas tienen derechos colectivos que son indispensables para su continuada existencia, bienestar y desarrollo como pueblos, y para el goce de los derechos individuales de sus miembros.  En consecuencia, los Estados reconocerán, respetarán y protegerán los derechos fundamentales civiles, políticos, económicos, sociales, espirituales y culturales de los pueblos indígenas, e, inter alia, los derechos colectivos a las tierras, territorios y recursos y el derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación”.

Articulo II (3). Se propuso la siguiente redacción:

“Los Estados garantizarán a los pueblos indígenas el pleno ejercicio de todos sus derechos y aprobarán, con la participación y el consentimiento informado de los pueblos indígenas y de acuerdo a sus procedimientos constitucionales las medidas legislativas y de otro tipo que sean necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en esta Declaración”.

Artículo II (4). Finalmente, se propuso la inclusión de un nuevo párrafo relativo al derecho a la libre determinación que se lee de la siguiente manera:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación.  En virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social, espiritual y cultural”.

Willie Littlechild, International Organization of Indigenous Resource Development: Propuso la inclusión en el artículo II (2) de la  palabra “espirituales”.

Aucan Huilcaman, representante indígena de Chile: Consideró que la expresión “con arreglo a sus disposiciones constitucionales” del artículo II (3) es redundante.  Además no existe tal referencia  en otros instrumentos internacionales. Finalmente, solicitó que se incluya el derecho a la libre determinación en la Sección Segunda relativa a los derechos humanos teniendo en consideración la posición expresada por Canadá y EEUU.

Marcelo Calfuquir, representante indígena de Chile:  Propuso que los derechos colectivos de los pueblos que se encuentran en diferentes Estados sean considerados en el artículo II (2).

Representante Indígena del Perú:  Se debe prever el derecho de los pueblos a no depender de organizaciones tales como sindicatos para la representación de los intereses.  Se requiere que sus derechos colectivos sean comprendidos como un derecho de los pueblos.

Los Estados

Guatemala:  Presentó una nueva propuesta al artículo II.

Para evitar condicionar los derechos colectivos se debe prever en el artículo II (1) los derechos colectivos inherentes a su condición de pueblos, incluidos el derecho a la libre determinación y el derecho al desarrollo.

El artículo II (2), adoptó la propuesta aportada por los Estados Unidos en 1999.

El artículo II (3), precisó el alcance de los derechos reconocidos. 

Este articulado comprende el derecho a la libre determinación, para lo cual se ha incluido un nuevo párrafo con la definición propuesta por Guatemala.

La propuesta de Guatemala sobre el artículo II se lee:

1.
Los pueblos indígenas tienen derechos colectivos que les son inherentes a su condición de pueblos, incluido su derecho a la libre determinación y derecho al desarrollo.

2.
Los individuos indígenas tienen derecho al goce pleno y efectivo de los derechos humanos y libertades fundamentales reconocidas en la Carta de la OEA, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y, donde hubieren sido debidamente ratificados, otros instrumentos internacionales de derechos humanos, entre ellos la Convención Americana sobre Derechos Humanos; nada en esta Declaración deberá ser interpretado en el sentido de limitar, restringir o negar en manera alguna que sea contraria a los instrumentos correspondientes del derecho internacional, incluida la legislación relativa a los derechos humanos (propuesta de Estados Unidos).

Nota:
El párrafo 2 actual se elimina y en un artículo aparte se consigna lo relativo a la libre determinación.

3.
La precisión y alcance de los derechos individuales y colectivos reconocidos en esta Declaración deberá desarrollarse en los ordenamientos legales nacionales y en los instrumentos internacionales que se celebren para el efecto.

Argentina:  Expresó un comentario preliminar puesto que deberá consultar con su gobierno.  Encontró difícil trabajar en la ausencia de definiciones claras de los conceptos fundamentales. Finalmente, se consideró que el párrafo 3 propuesto por Guatemala ha sido desarrollado en forma inversa, puesto que en toda negociación no se puede dejar a la legislación nacional que proceda antes de lo internacional. 

Brasil:  Indicó que se estaba evaluando la propuesta.  De una parte, no se esperaba la transferencia del derecho a la libre determinación en esta sección, puesto que en Brasil éstos son considerados como derechos políticos.  De otra parte, consideró pertinente la protección de los derechos individuales de los pueblos indígenas y de la propiedad colectiva.

Ecuador:  Manifestó su reserva en cuanto a las implicaciones del derecho a la libre determinación, ya que no es reconocido por la legislación ecuatoriana.  Señaló su interés en contar con un capítulo que tenga distinciones claras.

Guatemala:  En cuanto a las inquietudes expresadas por Argentina y Ecuador explicó que el objetivo de este ejercicio es intentar reconocer la existencia de los derechos ya reconocidos de los pueblos. El alcance y significado de aquellos derechos será precisado más adelante en una Convención o cuando sea necesario en las legislaciones nacionales.  La ausencia de tales no puede impedir avanzar.

México:  Se compartió el punto de vista expresado por Argentina sobre la necesidad de poder avanzar con un entendimiento de las definiciones.  En México, la libre determinación es entendida como el ejercicio de los asuntos internos compatibles con la integridad de los Estados y no al contrario.  La propuesta de Guatemala debe ser consultada a su gobierno.

Colombia y Honduras:  Expresaron la necesidad de proceder a un análisis más profundo,  disponer de un tiempo para consultar a sus respectivos gobiernos y contar con definiciones claras.

Canadá:  Consideró necesario estudiar este texto y contar con un período de tiempo para proceder a consultas internas con el gobierno y los pueblos indígenas.  Asimismo, consideró que esto requiere una nueva sección mas que añadir nuevas palabras.  Existen derechos colectivos e individuales que deben ser considerados.  En cuanto al lenguaje del articulado debería procederse a una unificación con los textos de las Naciones Unidas.

Perú:  Sugirió que se precise el título y añadir después de “Plena vigencia de los derechos humanos” la expresión  “individuales y colectivos”.

Panamá:  Aplaudió los esfuerzos de la OEA y comprendió la preocupación de los Estados respecto a las definiciones.  Sin embargo, esto no debe ser un obstáculo para avanzar.

Nicaragua:  Instó a los participantes a abordar esta temática bajo una perspectiva global y no aislada, debido a las importantes consecuencias de un proyecto de esta envergadura.

Estados Unidos:  Sugirió una enmienda a la propuesta de Guatemala en relación al párrafo 1 del artículo II.  Se debe eliminar la expresión “incluido su derecho a la libre determinación y derecho al desarrollo”.

Venezuela:  Consideró positiva la idea de crear un glosario de términos.

La Presidencia: Agradeció a la delegación de Guatemala por su propuesta la cual se incorporará en el documento.  En cuanto al deseo expresado por algunos delegados en discutir sobre definiciones, se insistió sobre el acuerdo de continuar el análisis de las otras secciones, dejándolo para el final.  

Guatemala:  Aclaró que la ausencia de definición consensuada no debe impedir la continuación del debate.

Miércoles 4 de abril (sesión de la tarde)

La Presidencia:  Propuso la  continuación del análisis de los artículos III y IV.

Representantes Indígenas

Broklyn Rivera, representante indígena de Nicaragua: Instó a los Estados a buscar un avance y en repuesta a la posición del delegado de Nicaragua consideró necesario establecer que garantizando el derecho a la libre determinación se podrá luchar efectivamente contra la pobreza. 

Serafín Thaayrohyadí Bermúdez, representante indígena de México:  En relación al artículo III propuso que se establezcan estructuras e instituciones políticos-administrativos propias como forma de garantizar el derecho inalienable a reconstituirse como pueblos.

Presidente:  Explicó que tales derechos han sido incluidos en el artículo XIV de la Sección relativa a los Derechos organizativos y políticos (Sección IV).

Los Estados

México:  Respecto al artículo. III se solicitó al abogado de la CIDH una explicación sobre el derecho a pertenecer, su validez y su puesta en práctica.

Osvaldo Kreimer (CIDH): Indicó que la intención de la Comisión era respetar dos principios que los  pueblos indígenas habían expresado incorporar, y estos son: la posibilidad de auto identificación y la aceptación por sus pares.  En la práctica, el rol del Estado es supervisar que el proceso de identificación  respete los principios del debido proceso y del propio derecho indígena.

Brasil:  Señaló que el artículo III no considera algunos aspectos importantes de orden práctico, particularmente el ejercicio de identificación.  En el caso de Brasil existe una ley que establece tres criterios que han sido respetados por los representantes indígenas respecto a la pertenencia: el origen pre-colonial de la persona; que el propio individuo se considere como tal; y  que sea identificado así por la comunidad. 

Estados Unidos:  Cuestionó el texto original del artículo III con relación al significado, para lo cual se propone un agregado después del primer párrafo que debe leerse: “Los Estados deben reconocer la autoridad de los pueblos indígenas de ejercer autonomía para determinar la integración, de manera congruente con los derechos humanos internacionales.”  Asimismo, se propuso suprimir la propuesta de los Estados Unidos del año 1999. (La Presidencia remarcó la presencia de un jefe indígena en la delegación de los Estados Unidos durante esta presentación).

México:  Reiteró su preocupación y constató que se debería añadir algo más al artículo III.  Establecer más claramente el rol del Estado, y la manera en que los grupos pueden ser identificados.  Esta disposición debe conceptualizarse, particularmente en países en donde ha habido un mestizaje mayor y es más difícil establecer la pertenencia.  En consecuencia, hizo un llamado a considerar los criterios prácticos.

Chile:  Consideró que se requiere una redacción que aclare más la idea de este artículo, puesto que lo que parece estar siendo consagrado es el derecho de los pueblos respectivos a aceptar o rechazar a un individuo o una comunidad todo lo cual estaría en conflicto con el principio de libre determinación. Solicitó que la Secretaría explique el destinatario de este texto.

Ecuador: Solicitó incluir después de “indígenas” la siguiente frase: “que se auto definen como nacionalidades de raíces ancestrales”.

Colombia:  Sostuvo que el término debe ser precisado y propone el siguiente texto que reemplace al artículo III: “ Las personas y comunidades indígenas tienen derecho a pertenecer a los pueblos indígenas precolombinos de los cuales descienden de acuerdo con sus usos y costumbres”.

Perú:  Requiere una calificación del artículo.  Debería hablarse del derecho a la auto identificación individual y colectiva, para lo cual propuso el siguiente texto:

“Los Estados deberán asegurar el respeto del derecho a la auto identificación como indígena en forma individual o colectiva, conforme a las instituciones propias de cada pueblo indígena”.

Representantes Indígenas

Aucán Huilcaman, representante indígena de Chile:  Este artículo debió ser más concreto, la tradición y costumbre no es suficiente.  Hay criterios no indígenas que entran en consideración y deben ser consecuentemente reforzados.  Asimismo, se deberá reforzar el sentimiento a la pertenencia. 

Mirna Cunningham, representante indígena de Nicaragua:  Propuso la siguiente enmienda: “Los pueblos indígenas de acuerdo con sus normas jurídicas, costumbres y tradiciones tienen el derecho y la autoridad para determinar su propia membresía”

Willie Littlechild, International Organization of Indigenous Resource Development: Hizo una nueva propuesta:

“Los pueblos e individuos indígenas tienen el derecho a pertenecer a una comunidad o nación indígena de acuerdo con las tradiciones y costumbres de la comunidad o nación pertinente.  Ninguna desventaja podrá surgir del ejercicio  de tal derecho”.

Los Estados

México:  Resaltó la importancia de la caracterización de los beneficiarios del Proyecto, la cual no debe pretender ser exhaustiva de manera a brindar una guía a las autoridades nacionales.

La Presidencia: Solicitó una propuesta específica a la delegación de México.  

Brasil:  Expresó el respeto de su delegación sobre la opinión de los pueblos que expresan la necesidad de auto definirse.  

Panamá:  El artículo III debió hacer alusión a las tradiciones y costumbres.  Se presenta una nueva propuesta: “Los pueblos indígenas de acuerdo con sus normas jurídicas, costumbres indígenas tienen el derecho y la autoridad para determinar su propia membresía y de acuerdo a ello definirán la pertenencia de los individuos y comunidades”.

En lo que respecta al artículo IV, Panamá consideró que debe ser más categórico y más ampliado. Como alternativa se propuso el siguiente texto:

“Los Estados reconocerán a los pueblos indígenas su personalidad jurídica, respetando sus formas de organización, instancias de decisión, autoridades tradicionales y formas de gobierno propio, de acuerdo a la administración de justicia en el marco del derecho indígena”.

Argentina:  En cuanto al artículo IV, solicitó mantener la propuesta correspondiente a Brasil, Chile y Argentina que figura en el Proyecto de Declaración.

Chile:  En cuanto al artículo IV, señaló la necesidad de contar con una redacción sencilla para acordarles a los sujetos en causa la personalidad jurídica. Consecuentemente, apoyó la redacción propuesta por Chile, Brasil y Argentina en la reunión de 1999.

Guatemala:  Apoyó la propuesta de Panamá respecto al Artículo III y en cuanto al artículo IV.  Asimismo, endosa el planteamiento de la delegación de México de trabajar una definición.

Venezuela:  Propuso una nueva redacción al artículo IV que se lee:

“los Estados reconocerán la existencia de los pueblos y comunidades indígenas su organización social, política y económica, sus culturas, usos y costumbres, idiomas y religiones de acuerdo a las particularidades de cada legislación”.

Colombia:  Se abstuvo de opinar respecto a la personalidad jurídica, puesto que existe una legislación nacional propia al respecto.

La Presidencia:  Enunció las propuestas en relación con los dos artículos analizados.  En relación con el artículo III, indicó que se han obtenido propuestas de los Estados Unidos, Ecuador, Perú, Colombia, Panamá, así como de los representantes indígenas.  Mientras que respecto al artículo IV, se acusó recibo de propuestas de Venezuela, Estados Unidos, Chile, Argentina, Guatemala y Panamá.  A continuación la Presidencia invitó a analizar los artículos V y VI.

Representantes Indígenas

Willie Littlechild,  International Organization of Indigenous Resource Development:  Citó un modelo que combine el artículo V (1) (2):

“Los Estados no adoptarán ninguna medida que fuerce a los pueblos indígenas a asimilarse y no respaldarán ninguna teoría, ni utilizarán ninguna práctica, que denote discriminación, destrucción de una cultura o la posibilidad de exterminio o que limite la composición de los pueblos en cuestión.”

Los Estados

EEUU:  Solicitó retirar el párrafo 1 del artículo V, propuesto por EEUU en 1999, puesto que el párrafo vigente es un buen texto. Sin embargo sugiere que se adjunte al final del párrafo original “obligada y forzada”.

México:  Consideró que las disposiciones que se están trabajando son fundamentales.  Sugirió añadir al título “Rechazó a la asimilación forzosa o cohercitiva”.  En relación al párrafo 1 del artículo V, apoya la propuesta de los Estados Unidos.  En lo que respecta al párrafo 2 del artículo V, sostuvo que el objetivo es que los Estados se abstengan de apoyar o implementar políticas de asimilación forzosa o cohercitiva. Finalmente, en relación al artículo VI (1), solicitó al Doctor Kreimer una explicación sobre el concepto de garantías en este contexto y no simplemente en el contexto de los Derechos Humanos.

Osvaldo Kreimer (CIDH):  Señaló que la intención de introducir el concepto “garantir” permite una mayor protección, puesto que implica los mecanismos que no entran necesariamente en la maquinaria de Estado,  es decir terceros.  

Chile:  Respaldó la propuesta de México sobre el título del artículo V con el término “forzosa”.  Por esta misma razón propone eliminar tal referencia en el párrafo 1 (el cual debe leerse hasta la palabra “aspectos”) y dejarla en el párrafo 2, puesto que la idea principal es el rechazo a la asimilación forzosa.  Finalmente, cuestionó el uso del término exterminio en este párrafo, puesto que en su entender tal expresión hace alusión a situaciones graves en contra de las personas.

Osvaldo Kreimer (CIDH):  Respecto a la ausencia del término “forzada” explica que en su entender toda asimilación es forzada.  Asimismo, consideró que esta precisión podría rendir más difícil la prueba en justicia de las posibles víctimas.  En cuanto a la referencia al exterminio, hace notar que en la instancia comprende ante todo la política del Estado y no el exterminio cultural y/o físico.

Brasil:  Consideró que el actual  párrafo 2 del artículo V no cubre la posibilidad en que miembros de la sociedad adopten políticas contrarias a las comunidades indígenas.  Por lo tanto presentó la siguiente propuesta para que reemplace el texto original:

“Los Estados garantizarán a los pueblos en contra de cualquier política, medidas o actos que impliquen la asimilación artificial y forzosa de una cultura o que implique posibilidad alguna de exterminio de un pueblo”.

Estados Unidos:  Mantuvo su posición respecto al párrafo 1 del artículo V.  En relación, al párrafo 2 del artículo V, solicitó que se cambie en la versión inglesa el término “artificial” por alguno más apropiado.

México:  Apoyó propuesta de Chile y EEUU, puesto que el párrafo 1 del artículo V debe expresar el derecho de  mantener la identidad cultural, mientras que el párrafo 2 impone a los Estados abstenerse de generar políticas en contra de esto.

Colombia:  Consideró que el título debe respetar la propuesta mexicana.  En relación al párrafo 2, considera que la propuesta presentada por Paraguay en 1999 representa de la mejor manera la posición de su país. 

Chile y Venezuela:  Apoyaron los dichos de Colombia en relación con párrafo 2 del artículo V relativos a la aceptación de la propuesta presentada por Paraguay en 1999.

Canadá:  Consideró  el párrafo 1 del artículo V  como un derecho, mientras que el párrafo 2 debe  consolidar el efecto de la intención. En este sentido, tal vez valdría la pena establecer una distancia entre lo cultural y el exterminio físico.

Ecuador:  Apoyó la propuesta de incluir el término “forzosa” en el título.

Brasil: Consideró que la propuesta brasileña es más incluyente que la del representante indígena Littlechild, puesto que en la última solamente los Estados estarían responsabilizados y no los individuos.  Agregó la posibilidad de aprovechar los términos expresados en la propuesta presentada por Paraguay en 1999.

La Presidencia: solicitó la preparación de un texto único que recoja las propuestas de Brasil y del representante  indígena.

Representantes Indígenas

Aucan Huilcaman, representante indígena de Chile:  En el artículo V no se debió incluir “forzosa” pues existen otras formas de asimilación que no son expresivas pero existen.

Marcelo Califuquir, representante indígena de Chile:  Apoyó la posición de Huilcaman y se refirió a la situación de Chile en donde considera ciertas situaciones que tal vez podrían ser consideradas como asimilación.

Miriam Miranda, representante indígena de Honduras:  Solicitó que el término exterminio sea incluido en el párrafo 2.

Mirna Cunningham representante indígena de Nicaragua:  Propuso una nueva formulación respecto al artículo V:

“Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo e individual a mantener y desarrollar sus identidades y características distintivas, incluyendo el derecho a identificarse como indígenas y ser reconocidos como tales.


En consecuencia, tienen, inter alia, el derecho colectivo e individual a no ser sometidos a etnocidio o genocidio cultural, incluyendo la prevención y reparación por:

a) Cualquier acción que tenga como objetivo o efecto de despojarles de su integridad como pueblos distintivos, o de sus valores culturales o identidades étnicas;

b) Cualquier acción que tenga como objetivo o efecto despojarles de sus tierras, territorios y recursos naturales;

c) Cualquier forma de desplazamiento que tenga como objetivo o efecto violar cualquiera de sus derechos;

d) Cualquier forma de asimilación o integración a otras culturas o formas de vida impuestas a ellos por medidas legislativas, administrativas o de otro tipo;

e) Cualquier forma de propaganda dirigida en contra de los mismos.”

En cuanto al artículo VI, apoyó los principios y el lenguaje; asimismo constató la necesidad de protecciones especiales de los derechos indígenas con el fin de asegurar su existencia.  Se requiere de garantías especiales para remediar las discriminaciones históricas.  Consecuentemente propuso que el texto se modifique de la siguiente manera. El título debe llamarse: “medidas especiales contra la discriminación”.  Y el articulado debe leerse:

“Los Estados tomarán medidas incluyendo la aplicación de sanciones civiles y criminales para asegurar que los pueblos indígenas no sufran actos de discriminación.

Los pueblos indígenas tienen el derecho a las medidas especiales contra la discriminación, que puedan tener que instituirse para gozar plenamente de los derechos humanos reconocidos nacional e internacionalmente.

Se prestara atención particular a la discriminación  contra la mujer y la niñez indígenas.

Los pueblos indígenas tienen derecho a participar plenamente a dar su consentimiento para el diseño e implementación de tales medidas especiales”.

Serafín Thaayrohyadí Bermúdez, representante indígena de México:  Propuso que se incorpore al título del artículo VI “ xenofobia y racismo.”

Estados Unidos:  Agradeció el esfuerzo en los avances.  En relación al artículo VI, propuso que se combinen algunos textos incluidos las propuestas formuladas en el 1999, con  miras a consolidar textos. 

Jueves 5 de abril de 2001 (sesión de la mañana)

El presidente: Se disculpó por el retraso en el inicio de la sesión manifestando que se debió a una reunión con los Estados Miembros para responder a algunas inquietudes y transmitió el mensaje de los Estados sobre el carácter positivo de la discusión.  Enseguida ofreció la palabra a los representantes indígenas para discutir sobre el artículo V y VI.

Representantes indígenas

Broklyng Rivera, representante indígena de Nicaragua: .  Agradeció a la presidencia el diálogo fructífero.  En cuanto a los artículos V y VI, apoyó la propuesta del NCAI que haya leído la Dra. Mirna Cunningham en el día de ayer.

Marcial Colín, representante indígena de Chile:  Consideró importante clarificar la presencia indígena en el seno de este evento, la cual debe servir a informar mejor sobre algunos temas.  No estuvo de acuerdo con la calificación “forzosa” en el artículo V, puesto que existen muchas formas de asimilación que no son necesariamente forzosas.  En consecuencia, sugirió que se mantenga el texto original sin calificación.

Eduardo Nieva, representante indígena de Argentina: Solicitó que se avance en las garantías especiales para que se garantice realmente el pleno ejercicio de todos los derechos.  La asimilación era considerada como una causa de etnocidio y no de exterminio.

Terry Jenis, Indian Law Resource Center: Consideró que la discusión en torno a los artículos V y VI ha dado lugar a un intercambio muy positivo, evoca la necesidad de constatar que los derechos ahí mencionados tratan de realidades importantes, finalmente remarca el interés de los Estados de luchar contra la discriminación.  En este contexto, señaló su inquietud sobre las nociones de genocidio y etnocidio cultural, puesto que se trata de elementos vinculados con estos dos artículos, al igual que la noción de cultura, tierra, transferencia de población, asimilación, etc.

Los Estados

Guatemala:  Respecto al artículo V, sostuvo necesario mantener tanto el título como los párrafos 1 y 2  en su versión original, porque en la historia reciente de los países se han dado muchas formas de asimilación.

Chile:  Respecto al tema de la asimilación, consideró que cada país evolúa en función de la relación histórica entre los Estados y sus pueblos indígenas.  En la legislación chilena se está reconociendo el derecho de los pueblos indígenas.  La ley propone un compromiso de terminar con la asimilación. En este contexto, sugiere que el artículo V sea lo más breve posible y redactado de manera positiva sin profundizar los aspectos negativos.  Finalmente, hizo una aclaración sobre el estado avanzado de la legislación que protege contra la asimilación en la Isla de Pascua, ejemplo que fuera citado y criticado el día anterior por el representante mapuche.

Panamá:  Apoyó lo expresado por Guatemala en favor de mantener el texto original del título y del párrafo 1, pero desea modificar el párrafo 2 por el siguiente texto:

“Los Estados no adoptarán, apoyarán o favorecerán política alguna de asimilación que implique posibilidad alguna de destrucción de la cultura de un pueblo indígena”.

Brasil:  Consideró que el texto presentado en el día de ayer con relación al artículo V (2) impide políticas que signifiquen la asimilación iniciada por los distintos sectores de la sociedad.  Apoyó la intervención de Chile sobre el sentido positivo que debe tener el párrafo 1.

Venezuela:  Hay que identificar la importancia y el deber del Estado de proteger los pueblos indígenas, para lo cual propone que el párrafo 2 sea dividido en dos partes:

“Los Estados en conjunción con toda la sociedad enfrentarán cualquier intento exógeno que implique cualquier posibilidad de asimilación artificial o determine el exterminio de las culturas indígenas”.

México:  Para evitar bloquear algunas garantías fundamentales, se debe distinguir entre la necesidad de protección en contra la asimilación y su aislamiento.

Nicaragua:  Considerando la importancia de la globalización hay que ser conscientes de sus aportes positivos.  La televisión debe ser considerada como un instrumento en la difusión de las ideas. 

Colombia:  Tal como se indicó en el día de ayer se debe incluir en el título “asimilación forzosa”.  En cuanto al numeral 1, adoptó la propuesta de Chile, mientras que en el numeral 2, adoptó el aporte de Paraguay.

Brasil:  Si bien coincidió con la delegación de Nicaragua respecto al desarrollo tecnológico de nuestros días, expresó su oposición respecto a la idea que la televisión sea una fuente de asimilación artificial.

Canadá:  Apoyó los dichos del delegado de Brasil, pues se debe garantizar contra todo intento de asimilación.

Chile:  Consideró que hay elementos que han sido resueltos y que no deben ser cuestionados.  Se debería concordar en el lenguaje común de integración con el respeto de la diferencia cultural y la especificidad.   

Nota de la presidencia. Al término de la sesión, la delegación de los Estados Unidos hizo circular una nueva versión del artículo V (1) (2), la cual ha sido incorporada a la versión final del Proyecto de Declaración.  Esta  propuesta se lee de la siguiente manera: 

“1.
Los pueblos indígenas tienen el derecho de mantener, expresar y desarrollar libremente todos los aspectos de su identidad cultural.

2.
Los Estados no respaldarán ni adoptarán ninguna política de asimilación involuntaria de los pueblos indígenas, destrucción de sus culturas o erradicación como entidades definidas”.

Jueves 5 de abril de 2001 (sesión de la tarde)

Tal como se había explicado el primer día, el Presidente dispuso del comienzo de la sesión para permitir al Jefe de las Primeras Naciones del Canadá, Matthew Coon Come hacer una presentación sobre el desarrollo de la Cumbre Indígena de las Américas.

Matthew Coon Come, Jefe de las Primeras Naciones, Canadá,  agradeció la invitación al evento y dio lectura a las Conclusiones de la Cumbre Indígena de las Américas  realizada entre el 28 y el 31 de marzo de 2001 en la ciudad de Ottawa, Canadá.  Informó que las conclusiones ahí adoptadas fueron el trabajo de los representantes indígenas del hemisferio y serán presentadas por el Primer Ministro de Canadá en la Cumbre de la Américas que tendrá lugar en la ciudad de Québec, Canadá.

La Presidencia:  agradeció la presentación al Jefe Matthew Coon Come y comunicó que el documento presentado será incluido en el Informe del Presidente. (véase Anexo V). Acto seguido se abrió la sesión formal y se continuó la discusión sobre el análisis del artículo V (2).  

Cabe remarcar que hubo una tentativa fracasada por unir varias versiones en torno al párrafo 2 por lo cual el presidente decidió respetar la integridad de las propuestas presentadas individualmente.

Canadá:  Prefirió mantener el texto del párrafo 2 artículo V pero introduciendo la siguiente expresión después de la palabra política “que tenga como efecto intencionado”.  En consecuencia, el texto debe leerse:

“Los Estados no deberán emprender, apoyar o favorecer ninguna política la asimilación [artificial o] forzosa de los pueblos indígenas [destrucción de una cultura o la posibilidad de exterminación de cualquier pueblo indígena.].  Asimismo, se propuso que el concepto de genocidio sea incluido en una sección diferente y propone el siguiente lenguaje: “Los pueblos indígenas tienen derecho a no estar sujetos a ningún tipo de genocidio tal y como lo define el derecho internacional”.

México:  Propuso que se precise el texto agregando una alusión al patrimonio cultural.

Nota de la Presidencia.  Tanto Canadá como Estados Unidos sometieron un texto escrito con sus propuestas respectivas sobre el artículo VI.  

La propuesta de Estados Unidos debe leerse:

“Los Estados deberán adoptar medidas para que todo indígena pueda ejercer plena y eficazmente todos sus derechos humanos y libertades fundamentales sin ningún tipo de discriminación. Se alienta a los Estados a que adopten “medidas especiales” que tengan por objeto el mejoramiento inmediato, eficaz y continuado de las condiciones económicas y sociales de los indígenas. Los pueblos indígenas tienen derecho a participar plenamente en la prescripción y ejercicio de dichas garantías. Todos los derechos y libertades aquí mencionados se garantizan por igual a las mujeres, hombres y niños indígenas. Los Estados reconocen que la violencia basada en características  inmutables impide y debilita el ejercicio de esos derechos”. 

La propuesta de Canadá debe leerse: 

1.
“Los pueblos indígenas tienen derecho a estar protegidos contra la discriminación. Se alienta a los Estados a que adopten medidas especiales contra la discriminación, en la medida que sea necesario para el pleno goce de los derechos humanos internacional y nacionalmente reconocidos, y adoptar todas las medidas necesarias para que las mujeres, hombres y niños indígenas puedan ejercer sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y espirituales.

2.
Los pueblos indígenas deberán ser consultados en la prescripción de dicha protección.”


Sección Tercera:  Desarrollo Cultural

Los Estados

Panamá:  Encontró que el artículo era limitativo, puesto que la referencia al patrimonio histórico y arqueológico no es suficiente.  Propuso la siguiente redacción: 


1.
“Los pueblos indígenas tienen derecho a su identidad cultural, la cual está íntimamente ligada a su cosmovisión y sabiduría ancestral y a su relación espiritual con la naturaleza para la supervivencia y continuidad hacia el futuro.

2.
Los Estados reconocen y respetan las formas de vida social, económica y política, costumbres, tradiciones, formas de organización social, institucionales, prácticas, creencias, valores, cosmovisión, arte, danza, música e idiomas”.

Estados Unidos:  Solicitó  que se retirara el párrafo 1 del artículo VII de la propuesta formulada en 1999 y se mantuviera el original entre corchetes. Explicó que la relación de los Estados Unidos con sus pueblos indígenas se  basaba en el respeto por el papel de éstos como gobiernos que habían existido antes de la llegada de los europeos. La identidad indígena emana de la tierra, el territorio, sus miembros, la familia y las relaciones comunitarias.  En suma, la preservación cultural depende de muchos elementos.

Colombia:  Propuso la siguiente redacción al párrafo 1 del artículo VII:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a su integridad  cultural o al desarrollo de la misma que son importantes para su supervivencia y para la identidad de sus miembros”.

En cuanto al párrafo 2, consideró que se debe eliminar; mientras que se acepta la redacción de la propuesta inicial del párrafo 3.

Brasil:  En relación a la redacción original del párrafo 2 del artículo VII, constató que el tema de la restitución debe ser analizado detenidamente.  Señaló importante establecer el uso de titularidad del patrimonio y definir el tipo de patrimonio aludido.  Propuso que se elimine todo lo que está en corchetes y que la frase culmine en indemnización.  De esta manera la propuesta quedaría:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a restitución respecto a la propiedad integrante de dicho patrimonio de la que fueran despojados, o cuando ello no fuera posible, a la indemnización”.

En consecuencia, aceptó que se haga alusión al derecho interno y no al derecho internacional, puesto que no existe ninguna práctica en este sentido.  Con esta propuesta Brasil se desentiende de la eliminación de este párrafo propuesta en 1999.

Chile:  En el artículo VII (1) sugirió ver reflejada una visión más contemporánea de los distintos pueblos, debido al momento que se está viviendo en relación con los elementos positivos que provee la diversidad.  Este párrafo debería leerse:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a su integridad cultural, su patrimonio histórico, arqueológico y arquitectónico que son importantes tanto para su supervivencia  como para la identidad de sus miembros, y para el enriquecimiento de sus propios Estados”.

En cuanto al párrafo 3 del artículo VII,  consideró que no es necesario hacer alusión a las vestimentas puesto que los Estados reconocen y respetan las formas de vida indígena, sus costumbres, tradiciones y formas de organización, todos estos elementos siendo más amplios que el de la vestimenta.  Además propuso cambiar lengua por idioma.  Entonces este párrafo debería leerse:

“Los Estados reconocen y (respetan) las formas de vida indígena, sus costumbres, tradiciones, formas de organización social, instituciones, prácticas, creencias, valores, cosmovisiones y idioma”.

México:  En respuesta a la eliminación del párrafo 2 de Brasil del año 1999, se propuso favorecer la referencia a los derechos internos y no al derecho internacional.  Se debe especificar que los indígenas tienen derecho al goce de sus patrimonios por ellos mismos.  Para lo cual propuso mantener la propuesta presentada por México en 1999 con la siguiente adición: “ello con base en las disposiciones internas de los Estados”.  El párrafo 2 del artículo VII debería leerse:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a la propiedad de su patrimonio y cuando fueran despojados de éste, a la restitución, ello con base en las disposiciones internas de los Estados”.

Venezuela:  Estimó que la propuesta mexicana impone límites de tiempo y abre la puerta  a ambigüedades. En este sentido, se inclinó por la propuesta de Brasil.  Los Estados han recibido un legado histórico, puesto que no han sido los Estados nacionales los responsables de las destrucciones de los pueblos indígenas.  En consecuencia, decidió que se guarde el original del párrafo 2.  Insistió sobre la importancia de las legislaciones nacionales.

Perú:  Mas que proponer formas de redacción, hizo una referencia a los conceptos formulados por las tres delegaciones anteriores.  En relación con el párrafo 1,  consideró que los pueblos tienen derecho a su identidad congruente con las disposiciones del derecho internacional.  Encontró razón a la posición chilena en contra de una visión pasadista, sin embargo no creyó necesario introducir más elementos descriptivos tales como la alusión a la arquitectura, puesto que al enumerar se corre el peligro de dejar elementos olvidados.  En definitiva propuso usar un lenguaje general que cubra todos los aspectos.

En cuanto al artículo VII (2), constató con Brasil que no existe discrepancia a la indemnización, solamente se trata de evitar una referencia al derecho internacional.  Sin embargo, no se debería imponer tal obstáculo, puesto que en ciertas ocasiones las referencias al derecho internacional pueden ser positivas.

Con relación al párrafo 3, se consideró que la redacción es correcta y que no debería eliminarse  la referencia a las vestimentas.  En este sentido, solicitó respetuosamente la anuencia del delegado chileno para dejar la dicha referencia debido a las importantes implicaciones de las  vestimentas.  

En cuanto a la intervención de la delegación de Venezuela, creyó necesario mantenerse en el análisis jurídico y no histórico, puesto que en muchas sociedades de las Américas el mayor despoje tuvo lugar durante la república y no durante la colonia.  Consecuentemente,  consideró que el manejo del tiempo del párrafo 2 es adecuado.

Argentina:  Apoyó la propuesta de Brasil respecto al artículo VII (2).

Panamá:  Propuso un nuevo lenguaje.  El párrafo 1 del artículo VII debe leer:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a su identidad cultural, la cual está íntimamente ligada a su cosmovisión y sabiduría ancestral y a su relación espiritual con la naturaleza para la supervivencia y continuidad hacia el futuro”.

Asimismo, propuso que en el párrafo 3 del artículo VII se inserten los elementos relativos a la música y la danza y coincide con Chile en la inclusión del término “idiomas”.

Canadá:  Reconoció los principios que soportan este artículo. En relación con el par. 2 artículo VII, está de acuerdo con Venezuela respecto a los actos futuros, mientras que reconoce que los actos pasados deben permitir la facilitación de la restitución.  En definitiva, se debe contar con dos partes  en el párrafo 2, tal como lo expresa  la siguiente propuesta: 

“1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a procurar su desarrollo cultural y el derecho a disfrutar de su cultura, los cuales son importantes tanto para su supervivencia como para la identidad de sus miembros.

2.
Los Estados deberán hacer todos los esfuerzos posibles para facilitar, de conformidad con la ley interna y el derecho internacional, la devolución a los pueblos indígenas de toda propiedad cultural de la cual han sido injustamente despojados. [Cuando esto no sea posible, los pueblos indígenas tienen derecho a compensación sobre una base no menos favorable que la norma reconocida por el derecho internacional.]

Los pueblos indígenas tienen el derecho a recurrir a procesos jurídicos para la devolución de su propiedad cultural de la que se les ha despojado infringiendo la ley.

3.
Los Estados deberán respetar las formas de vida, costumbres, tradiciones, formas de organización social, económica y política, instituciones, prácticas, creencias y valores, vestimenta y lenguajes de los pueblos indígenas”.

La Presidencia: Obtuvo de la delegación de Chile el consentimiento a mantener el término “vestimentas”, en aras de alcanzar un consenso, lo cual se agradece.

Paraguay:  Introdujo los términos “usos y costumbres” a la descripción del artículo VII (3), lo cual fue apoyado expresamente por Ecuador, Panamá, Perú y Guatemala. 

Panamá:  Sugirió cambiar “vestimentas” por “vestuarios”, debido a que el primero tiene un carácter peyorativo.

Estados Unidos:  En aras de llegar a un consenso sugiere combinar la propuesta realizada en 1999 con el primer párrafo tal que fue modificado por los Estados.

La Presidencia: Constató que existía un aparente consenso en torno al artículo VII (3).  Cabe remarcar que al término de la sesión, Canadá introdujo por escrito un nuevo párrafo.

Representantes Indígenas

Marcial Colín, representante indígena de Chile:  Clarificó algunos elementos: 

Artículo VII (1), coincidió en que el derecho de los pueblos a la integridad cultural es imperativo tanto para supervivencia o sobre vivencia.

Artículo VII (2), criticó la propuesta de eliminarlo.

Artículo VII (3), no presenta problemas para nadie.

Marcelo Calfuquir, representante indígena de Chile:  Indicó que para mantener el espíritu del párrafo 1 en relación a la supervivencia se debe mantener el párrafo 2 del artículo VII.

Willie Littlechild, International Organization of Indigenous Resource Center:  Constató que el artículo VII (3) no debería posar problemas, puesto que se ha incorporado en varias legislaciones internas.  Remarcó la importancia de la vestimenta en la vida cotidiana de los pueblos indígenas y la necesidad de distinguir entre vestuario y vestimenta.  En breve, exhorta a dejar el articulado original eliminando los corchetes, sin embargo se debe eliminar la expresión “usos” del párrafo 3.

Serafín Thaayrohyadí Bermúdez, representante indígena de México:  En la ausencia de una referencia a la libre determinación se debería incluir una obligación al respeto del patrimonio histórico. En lo que concierne a la restitución consideró que el derecho internacional debe velar por su respeto, con el objeto de evitar situaciones de discriminación.

Miriam Miranda, representante indígena de Honduras: Estimó importante la relación de la cultura con la naturaleza y el medio ambiente.  En Honduras, para construir una casa de las ceremonias se requiere el uso de una hoja especial, pero se les persigue puesto que la legislación ambiental protege tales hojas, lo cual dificulta las relaciones entre el pueblo indígena, el resto de la sociedad y el Estado. 

Tarcila Rivera, representante indígena de Perú: Propuso la inclusión de la siguiente cita en el artículo VII (1):

“Los pueblos indígenas tienen derecho a su integridad cultural, a su patrimonio vivo y sus centros ceremoniales que son importantes para su permanencia con identidad y dignidad de sus miembros”

Margarita Gutiérrez,  representante indígena de México:  La arqueología es algo muerto por lo cual debe excluirse toda referencia a esto.  En el artículo VII (2), se debe hacer referencia a las normas internacionales en lo que respecta a la restitución.

Paulo Celso Oliveira Pancararu, representante indígena de Brasil:  En el artículo VII (3), se debe mantener la referencia a las normas internacionales, puesto que las legislaciones nacionales son algunas veces incapaces de resolver los problemas ligados a la restitución.  Cuenta la experiencia vivida en las organizaciones indígenas de la amazonía respecto a una exposición con artefactos de los pueblos indígenas brasileños que fue celebrada en Manaus por organizadores extranjeros.  Los objetos que pertenecían a personas que habían fallecido fueron imposibles de restituir a su herederos, puesto que la legislación nacional no preveía tal figura. 

Apoyó una modificación menor del texto del párrafo 1 del artículo VII, cuyo redacción es la siguiente:

“ Los pueblos indígenas tienen derecho a su identidad cultural y a su patrimonio histórico y arqueológico”.

En cuanto al párrafo 2, se propuso que se modifique para rezar como sigue:

“Los pueblos indígenas tienen el derecho a la restitución respecto a la propiedad de la cual han sido despojados.”

Finalmente, el párrafo 3 debe leerse:

“Los Estados reconocerán y respetarán las modalidades indígenas de vida, costumbres, formas de organización social, económica y política, instituciones, prácticas, creencias y valores, usanza de vestimenta e idiomas”.

La Presidencia: Constató la existencia de una aproximación entre la opinión de los delegados de gobierno y los representantes de los pueblos indígenas y se comprometió a presentar una versión en limpio del artículo VII.  Explicó que el ejercicio que se pretende con la limpieza de los artículos es un proceso de acercamiento de las posiciones entre los delegados y los representantes de los pueblos indígenas más que una aceptación del texto.  Finalmente, invitó a una conferencia de prensa al medio día a los delegados de la OEA y a los representantes indígenas.

Viernes 6 de abril de 2001 (sesión de la mañana)

Argentina:  Solicitó a la presidencia incorporar un documento que contenga las especificaciones en la Sección Primera, artículo I (1) y (2), del Proyecto de Declaración.

Venezuela:  Manifestó que con el propósito de que se alcancen avances significativos en el ejercicio de consideración del “Proyecto de Declaración Americana de los Derechos de los Pueblos Indígenas”, que se llevó a efecto en la reunión especial del Grupo de Trabajo, y en cumplimiento de la resolución AG/RES. 1708 (XXX-O), propuso a la Presidencia destacar la necesidad de iniciar una fase preliminar de construcción de una terminología básica que oriente las deliberaciones de los representantes de los Estados, y facilite la consideración de las reivindicaciones indígenas expresadas por los invitados en la Sesión Especial.

La Presidencia: Tomó nota de las propuestas presentadas y solicitó proceder al análisis del artículo VII (3) que había sido comenzado en el día de ayer.  Indicando que durante la sesión del 3 de abril se había tomado el acuerdo de no entrar a la discusion de la Sesión Primera por el momento.

Honduras:  Sugirió a EEUU cambiar el tiempo del verbo en la segunda parte del artículo VII (2) para que se lea en futuro (deberá) y no en condicional (debería), lo cual fue aceptado por EEUU.

El Presidente:  Solicitó a EEUU si los términos “lenguas” y “dialectos” de la segunda parte del artículo VII (2) puede ser reemplazado por “idiomas”, y así mantener la uniformidad con la primera parte y se obtuvo la anuencia de EEUU.

Panamá:  Estuvo de acuerdo con la propuesta del presidente de sustituir “lengua y dialecto” por “idiomas”.  Enseguida, solicitó a Canadá si sería posible incorporar en la primera parte del artículo VII (2) “organización social, económica y política”.  Finalmente, solicita limpiar el texto de los paréntesis.

Colombia:  Acogió las propuesta consensuada en relación con el párrafo 3 del artículo VII y dejó constancia de la posición de su delegación en relación a los párrafos 1 y 2 del artículo VII.  Solicitó que se deje plasmado en el informe de la Presidencia la propuesta de la delegación de Colombia de eliminar el párrafo 2.

Perú:  Solicitó a Canadá y EEUU  definir una redacción que incorpore todos los elementos positivos mencionados.

EEUU:  Aceptó el cambio de “lenguas y dialectos” por “ idiomas”.

Canadá:  Aceptó el lenguaje del primer párrafo, sin embargo hay una pregunta sobre la definición de la expresión “reconocen”, para la cual solicitó se deje entre corchetes.  

Ecuador:   Sugirió que se incorpore la palabra “ancestrales” después del término “idiomas” al final del párrafo 1 del artículo VII.

Panamá:  Trató de responder a la pregunta de Canadá sobre el significado de la expresión “reconocer” e instó a los representantes indígenas a ayudar en dicha explicación.  Sin embargo, comprendió que los corchetes solicitados de Canadá se deben mantener para respectar el orden constitucional de ese país, a pesar de la posición de Colombia a favor de su eliminación.

Honduras:  Sugirió que se cambie el orden para reubicar la palabra “cosmovisiones” al comienzo del texto.

La Presidencia:  Agradeció la colaboración y se adoptó el siguiente texto consensuado sobre el artículo VII (3):

“Los Estados [reconocerán]* y respetarán las formas de la vida indígena, cosmovisiones, usos y costumbres tradiciones, formas de organización social, económica y política, instituciones, prácticas, creencias, valores, vestuario, arte, danza, música e idiomas indígenas (Chile, Panamá, Ecuador, Perú, Guatemala y Colombia). *Canadá solicita poner entre corchetes el término “reconocerán”.

Los Estados deberán respetar y tomar las medidas necesarias para proteger a los pueblos contra la discriminación basada en las formas de vida, costumbres, tradiciones, formas de organización social, vestuario, idiomas y otras prácticas culturales indígenas.”
EEUU:  Solicitó que se anexe en el Informe Final, sus propuestas escritas sobre este y otros artículos.

Venezuela:  Reiteró la preocupación de su delegación sobre la necesidad de incorporar su propuesta relativa a la discusión del artículo en materia de definiciones.  

La Presidencia: Tomó nota de los agradecimientos expuestos por diferentes delegaciones con relación a la positiva participación  de los representantes indígenas y los delegados de la OEA, la Secretaría General y la presidencia.

5.
Sesión de Clausura

Esta sesión contó con la presencia del Secretario General Adjunto, Embajador Luigi Einaudi.  La Presidencia informó a la sala  que la reunión preliminar con los representantes de los Gobiernos que se había previsto antes de la sesión de clausura  debió  cancelarse por razones  de tiempo.  La Presidencia luego, señaló que su Informe Final aún se encontraba en una versión preliminar razón por la cual se permitía dar una breve explicación del contenido de los diferentes capítulos que lo compondrán, tomando como base el índice del Informe.  En cuanto al Proyecto de Declaración informó que en su versión revisado 3 se incorporarán todas las propuestas recibidas relativas a los artículos II, III, IV, V, VI y VII. En cuanto a los artículos que no se han discutido y de las cuales hay propuestas, la Presidencia indicó que quedarán incluidos en el Adendum II de este informe.  La Presidencia recalcó que únicamente se discutió formalmente la Sección Segunda y Tercera del Proyecto de Declaración y no la Sección Primera, recordando que en la segunda sesión de trabajo se había acordado pasar directamente a la Sección Segunda. Enseguida, dio lectura a las conclusiones y recomendaciones preliminares de la Sesión Especial, las cuales se encuentran insertas en este informe bajo el numeral 6.


Luego de la presentación de la Presidencia, hizo uso de la palabra el Secretario General Adjunto, Embajador Luigi Einaudi, quien expresó su gratitud y complacencia por poder compartir con el Grupo de Trabajo la sesión de clausura.  Expresó su pesar por no haber podido participar en las deliberaciones por encontrarse en una misión en el exterior.  Agradeció a la Presidencia por su trabajo y rindió homenaje a todos los representantes por haber participado en una serie de discusiones formales e informales sobre un tema tan importante en el hemisferio. Hizo referencia a  los temas que se habían discutido en las reuniones, con la plena participación de todos y en ese sentido mencionó  el paso importante que se había logrado al cambiar en el título del Proyecto de Declaración  la palabra “población” por “pueblo”.  Finalmente, señaló que en los diálogos que se sostuvieron se han avanzado en la preparación de una Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas, que no sólo reflejará las ideas de los representantes de los gobiernos, sino también las ideas de los pueblos indígenas del hemisferio.

Varias delegaciones  hicieron uso de la palabra para agradecer a la Presidencia por haber convocado a esta Sesión Especial, la cual abrió un espacio de diálogo abierto y franco y de mutuo respeto entre los representantes de los Estados Miembros y los representantes de los pueblos indígenas. Felicitaron al Presidente por los debates realizados durante la semana. Igualmente expresaron su apoyo a las recomendaciones presentadas por la Presidencia, en particular sobre el establecimiento de un Fondo Voluntario de Financiamiento que facilitará la asistencia de los pueblos indígenas a futuras  reuniones y así  garantizar una mayor representatividad. Coincidieron en la necesidad de extender el mandato del Grupo de Trabajo hasta que se logre un instrumento interamericano sobre los derechos de los pueblos indígenas.  Asimismo, se enfatizó la importancia de tener un conocimiento más homogéneo del tema  indígena y en ese sentido se recomendó hacer un taller técnico, con expertos nacionales, que podría coadyuvar a avanzar más rápidamente en este tema. De la misma manera, se agradeció a los representantes de los pueblos indígenas por su participación y su aporte a un diálogo positivo y constructivo y se les deseó un feliz retorno a sus países. Las delegaciones concluyeron en que se han logrado avances significativos y agradecieron a todos los que cooperaron en el logro de este evento catalogado de histórico. En particular expresaron su apreciación al doctor Osvaldo Kreimer, Abogado de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, quien desde el inicio de esta Declaración ha jugado un rol importante y sobre todo en los avances que se han logrado hasta ahora y le felicitaron por su enorme dedicación al tema. Cabe destacar que la Delegación de México solicitó que constara en actas de esta sesión el compromiso de su Gobierno con la negociación y conclusión de esta Declaración y la renovación del mandato de este Grupo, durante el tiempo que sea necesario para llegar a una Declaración que satisfaga ambas partes; reiterando su apoyo al establecimiento del Fondo Voluntario al que su Gobierno tratará de hacer una contribución.

El Presidente por su parte agradeció a los Estados Miembros por la flexibilidad demostrada durante el diálogo.  Igualmente expresó su complacencia que en el marco de la Organización se haya alcanzado una fórmula en que participaron en el diálogo representantes de los pueblos indígenas. Expresó la esperanza que esta confianza que aquí se ha empezado a construir pueda seguir creciendo a efectos de ir fortaleciendo el proceso de consulta en cuanto a la posible adopción en el futuro de una declaración.  Finalmente, agradeció a sus colegas de la Misión de Guatemala, Alma Gladys Cordero, Carla Aguilar, Elsa Samayoa y al personal técnico que le estaba acompañando y que contribuyeron al éxito de la realización de este evento: Kelly McBride, de la Oficina del Secretario General, los doctores Osvaldo Kreimer e Isabel Madariaga de la CIDH y Alfredo Forti (Asesor independiente).  Igualmente, expresó su agradecimiento al Asesor Jurídico del Departamento de Derecho Internacional de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, doctor Luis Toro por su valioso apoyo y asesoría durante las reuniones preparatorias y en esta Sesión Especial, y a Henriette Lachmising, Secretaria de Comisión,  quien con su paciencia y dedicación ha contribuido en la elaboración de los diferentes documentos.  Agradeció y felicitó a los intérpretes por su colaboración y su tiempo, y resaltó su profesionalismo al seguir ofreciendo sus servicios más allá del tiempo estipulado.

Finalmente, ofreció el uso de la palabra a los representantes de los pueblos indígenas quienes luego del canto tradicional ceremonial de sus pueblos expresaron su satisfacción y agradecimiento por participar en este evento.  Manifestaron sus felicitaciones  a la Presidencia  por la buena y equilibrada conducción  de los trabajos y por el diálogo positivo y franco al cual se llegó. Igualmente, reconocieron a los Representantes de los Estados Miembros por haber puesto todo su empeño, su compromiso y sus conocimientos en esta Sesión  Especial para escuchar la voz de los representantes de los pueblos indígenas. Coincidieron en que hubo avances claros en la declaración y en el diálogo y expresaron la esperanza que se mantenga esta nueva relación entre los representantes de los gobiernos y los pueblos indígenas y entre ellos mismos, que es lo que ha permitido avanzar en los consensos.  En ese sentido, se expresó la esperanza de que se establezca mecanismos de consulta práctica. Aplaudieron la recomendación de establecer un Fondo Voluntario, pues esto facilitaría una mayor participación de los pueblos indígenas. Asimismo, agradecieron a la Secretaría General de la OEA por todas las facilidades que han brindado para la realización de los trabajos. De la misma manera expresaron su agradecimiento a las instancias que facilitaron financieramente su presencia en particular al Gobierno del Canadá.  Solicitaron a los representantes de los Estados apoyar las recomendaciones presentadas por la Presidencia y expresaron la esperanza que cristalicen las mismas en el sentido que esta declaración  muy pronto sea una realidad.  Finalmente, recomendaron que el Embajador Ochaeta continúe en la presidencia del Grupo de Trabajo. 

6. Conclusiones y Recomendaciones

Conclusiones Generales

1. Se tuvo a lo largo de la reunión un diálogo abierto, franco y de muto respeto entre los delegados de los Estados Miembros y los representantes de Pueblos Indígenas.  Si bien es cierto la metodología
/ limitó un diálogo mas directo, el ejercicio realizado fue positivo y valioso.  

2. La Presidencia desea reconocer la participación de los representantes de los Estados Miembros, en esa Sesión Especial que tuvo la particularidad de contar con la presencia y activa participación de representantes de pueblos indígenas de las Américas.  Este hecho en si mismo constituye un tangible avance en el proceso de diálogo y acercamiento, entre pueblos indígenas  y gobiernos, bajo el paraguas institucional de la OEA, en pos de concretar el Proyecto de Declaración.

3. La representación de los pueblos indígenas fue cuantitativa y cualitativamente destacada.   Se observó desde el inicio de la Sesión Especial la existencia de planteamientos y posiciones comunes de fondo, con algunos matices de forma.  La participación fue activa y de calidad técnica, lo que denotó un manejo del tema jurídico y un conocimiento de los puntos abordados.

4. La Presidencia considera, en base a algunas intervenciones de representantes de pueblos indígenas, que existe una carencia de difusión y divulgación del contenido del proyecto de declaración y del procedimiento de consulta hasta hoy realizado, entre éstos.  Esta situación limita la posibilidad de los aportes y el avance de las discusiones.

5. Se señala como importantes aportes al trabajo desarrollado en la Sesión Especial, la celebración del Cónclave Hemisférico de Representantes de Pueblos Indígenas de las Américas, Guatemala y la Cumbre Indígena de las Américas, Ottawa, Canadá.   Ambas reuniones permitieron un encuentro entre los representantes indígenas del hemisferio que les propició la reflexión sobre el proceso de discusión y el contenido del Proyecto de Declaración. 

6. En la representación de las delegaciones gubernamentales, la Presidencia observó que persiste la existencia de diferencias de fondo en el manejo de los temas y en las posiciones, lo que se refleja en la diversidad de propuestas.  Igualmente se denotó que existen diferentes niveles en el manejo técnico de los temas.  En tal sentido, será necesario reflexionar sobre un proceso más dinámico para la discusión entre los Estados Miembros.  Algunas delegaciones se presentaron con un equipo técnico especialista, lo cuál elevó el nivel de las discusiones.  Otras delegaciones incluyeron a representantes indígenas, lo cuál refleja los avances en sus políticas de inclusión y comunicación.

7. La Presidencia desea especialmente reconocer la participación de representantes indígenas dentro de las siguiente delegaciones gubernamentales: Former Chief, Penabscot Nation,  James Sappier, Estados Unidos; Senador Francisco Rojas Bieri, Colombia; Senador Enrique Montesuma, Panamá; Marcos Huaiquilaf Gómez, Chile; Luis Eduardo Maldonado Ruíz, Ecuador y Vilmar Guaraní, Brasil.

8. La Presidencia notó con especial preocupación la irregularidad de la participación de algunas delegaciones gubernamentales durante las sesiones de trabajo.  En especial, llamó la atención de la Presidencia la poca asistencia de delegaciones gubernamentales durante el Diálogo Informal de la Sesión Especial, sobre todo porque este preveía fortalecer las medidas de confianza entre Estados Miembros y representantes de pueblos indígenas.

9. La limitante financiera, tanto a través de lo asignado en el fondo regular de la organización, como la imposibilidad de obtener fondos externos para apoyar la mayor participación de representantes indígenas durante la Sesión Especial constituye un factor que obstaculiza llevar con eficiencia un proceso de consulta, amplio y participativo entre el Sistema Interamericano y los pueblos indígenas.

10. El tiempo transcurrido entre la primera Sesión Especial del grupo de trabajo y la segunda, ha permitido lograr avances sustantivos en la discusión de algunos temas.  En este sentido, se resalta la adopción de la utilización del término “pueblo” en el Proyecto de Declaración.  Sin embargo, el período entre noviembre de 1999 y abril de 2001, sin actividades de consulta y seguimiento ha debilitado el impulso y los niveles de consenso emergentes que se alcanzaron en su inicio.

11. Con preocupación se estableció la falta de participación de algunos de los órganos especializados del Sistema que están llamados a acompañar el proceso de discusión del Proyecto de Declaración.  No se contó con una representación formal durante la Sesión Especial del Comité Jurídico Interamericano ni del Instituto Indígenista Interamericano.

12.
El rol de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) es valorado por la Presidencia como positivo. Esta no solo ha acompañado permanentemente el proceso, sino que ha contribuido en la redacción de documentos que han facilitado el debate y ha participado a través de especialistas, activamente en el mismo.

Recomendaciones

1. Extender el mandato asignado al Grupo de Trabajo encargado de elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas dada la importancia del tema, los logros alcanzados y las expectativas generadas.  Que a tal efecto, el Grupo de Trabajo se constituya en una Comisión Especial del Consejo Permanente de la OEA, hasta materializar la adopción de la Declaración.

2. Fortalecer los mecanismos de participación para los representantes de Pueblos Indígenas en las discusiones relativas al Proyecto de Declaración, tomando en consideración las recomendaciones realizadas por los mismos en: la Declaración del Cónclave Hemisférico de Representantes de Pueblos Indígenas de las Américas, Guatemala; las Recomendaciones de la Cumbre Indígena de las Américas, Ottawa, y las realizadas durante la Sesión Informal de la Sesión Especial del Grupo de Trabajo, Washington, D.C.

3. Fomentar al interno de los Estados Miembros y en el seno de la Organización, la realización de reuniones nacionales y regionales de información, consulta y acercamiento con los representantes de pueblos indígenas, a fin de difundir el contenido del Proyecto de Declaración y lograr acercamientos preliminares.

4. Mantener mecanismos de seguimiento fluidos y permanentes sobre la difusión y consulta del Proyecto de Declaración, utilizando medios alternativos como video conferencias y el uso del sistema del Internet.

5. Exhortar a los países a participar activa y constantemente en los trabajos del Grupo/Comisión y, en la medida de sus posibilidades financieras y de recursos humanos, asignar a especialistas en los temas para la discusión del contenido del Proyecto de Declaración.

6. Crear un Fondo Voluntario, en el seno de la OEA, que permita canalizar recursos financieros que faciliten la participación de los representantes de pueblos indígenas en las discusiones del Proyecto de Declaración.

7. Instar a los órganos especializados del Sistema, en especial a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), el Comité Jurídico Interamericano (CJI) y el Instituto Indígenista Interamericano (III), que continúen apoyando las labores del Grupo de Trabajo de forma permanente y activa.  

8. Respecto al papel del Instituto Indígenista Interamericano (III), la Presidencia considera que este debería ser la instancia natural para llevarse a cabo la consulta permanente con los representantes de los pueblos indígenas sobre el Proyecto de Declaración, para lo cual resulta imperativo proceder a su reforma y restructuración.

IV.
Anexos

Anexo I


CONSEJO PERMANENTE DE LA
OEA/Ser.K/XVI


ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
GT/DADIN/doc.1/99 rev. 3



5 abril 2001


COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS
Original: español


Grupo de Trabajo encargado de elaborar el


Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos


de los Pueblos Indígenas

PROYECTO DE DECLARACIÓN AMERICANA SOBRE LOS DERECHOS 

DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

(Considerado durante las sesiones del 2 al 6 de abril de 2001,
incorporando las observaciones y propuestas efectuadas por las delegaciones
y los  representantes de los pueblos indígenas)

(Documento presentado por la Presidencia, 6 de abril de 2001)

NOTA EXPLICATIVA

La Asamblea General, mediante resolución AG/RES. 1708 (XXX-O/00), solicitó al Consejo Permanente que renueve el mandato al Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos para que continúe la consideración del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y celebre, por lo menos,  una segunda reunión antes del trigésimo primer periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General.

El Consejo Permanente, en cumplimiento con dicha resolución, en sesión celebrada el  13 de agosto de 2000, encomendó a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), extender el mandato al Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.  El Grupo de Trabajo fue instalado en la sesión del 9 de septiembre de 2001, y se encargó su presidencia al Embajador Ronalth Ochaeta Argueta, Representante Permanente de Guatemala.

El Grupo de Trabajo acordó celebrar una Sesión Especial los días 2 al 6 de abril de 2001, con el propósito de discutir el contenido del proyecto de Declaración entre los Estados Miembros y representantes de pueblos indígenas del hemisferio, con vistas a dar cumplimiento a la Resolución AG/RES. 1708 y permitir los avances en la discusión del Proyecto de Declaración y la consideración de su posible adopción por parte de los Estados Miembros. 

Como documento de base para la discusión en la Sesión especial se usó el documento GT/DADIN/doc.1/99 rev. 2.

Cabe destacar que durante las deliberaciones, dado lo complejo del tema, se pudo discutir formalmente solo la Sección Segunda y Tercera del Proyecto de Declaración.  La Sección Primera no fue discutido, ya que en la primera sesión de trabajo se tomó la decisión de no hacerlo por el momento.  Por tanto, el presente documento recoge las  propuestas de las delegaciones y de los representantes de los pueblos indígenas relativas a la Sección Segunda y Tercera;  artículos II, III, IV, V, VI, y VII.  

Los artículos que no se han discutido y de las cuales hay propuestas de enmienda están incluidos en el Addendum II al Informe del Presidente.

PROYECTO DE DECLARACIÓN AMERICANA SOBRE
LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS


Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (en adelante los Estados),

[RECONOCIENDO que los derechos de los pueblos indígenas constituyen un aspecto fundamental y de trascendencia histórica para el presente y el futuro de las Américas]

1.
Las instituciones indígenas y el fortalecimiento nacional
[Reconociendo que los pueblos indígenas forman parte integral de la población de las Américas y que sus valores y culturas están vinculados indisolublemente a la identidad tanto de los países en que habitan como de la región en su conjunto.] [Recordando que los pueblos indígenas de las Américas constituyen un segmento distinto de la sociedad y desempeñan una función especial en la definición de la identidad nacional, el fortalecimiento de las instituciones del Estado y el logro de la unidad nacional basada en principios democráticos.] [Recordando que los pueblos indígenas de las Américas constituyen sociedades preexistentes, distintivas e integrales y tienen derecho a ser parte de la identidad nacional de los países en que habitan]

[Reconociendo la inmensa contribución de los pueblos indígenas al desarrollo y pluralidad de nuestras sociedades y reiterando nuestro compromiso con su bienestar económico y social, así como la obligación de respetar sus derechos y su identidad cultural.

[Recordando que los pueblos indígenas de las Américas son iguales a todos los demás ciudadanos en lo que respecta a dignidad y derechos;]

[Afirmando que los pueblos indígenas son iguales a todos los demás pueblos en cuanto a dignidad y derecho y reconociendo al mismo tiempo el derecho a ser diferente, a considerarse diferente y a ser respetado como tales.]

[Recordando, asimismo, que la presencia de sociedades indígenas enriquece el patrimonio cultural y la identidad nacional de los Estados americanos, y contribuye a la vitalidad intelectual, artística, social y económica de las Américas;]

Recordando además, que algunas de las concepciones e instituciones democráticas consagradas en las Constituciones de los Estados americanos tienen origen en instituciones de los pueblos indígenas, y que muchos de sus actuales sistemas participativos de decisión y de autoridad contribuyen al perfeccionamiento de las democracias en las Américas. 

[Recordando, además, los importantes aportes que las [sociedades indígenas] pueblos han hecho al desarrollo de muchos de los conceptos políticos y principios democráticos adoptados por los Estados americanos]

[Reconociendo que las [sociedades indígenas] pueblos desempeñan una función vital y constante en el fortalecimiento institucional de los Estados americanos y en el logro de la unidad nacional de acuerdo con principios democráticos;]

[Recordando la necesidad de [desarrollar] [fortalecer] marcos jurídicos [y políticas] nacionales para consolidar la pluriculturalidad [la multietnicidad y el multilingüismo] de nuestras sociedades.]

2.
La erradicación de la pobreza y derecho al desarrollo
(Existe una propuesta para pasar estas sección a la parte operativa)

Preocupados por la frecuente privación que sufren los indígenas dentro y fuera de sus comunidades en lo que se refiere a sus derechos humanos y libertades fundamentales; así como del despojo a sus pueblos y comunidades de sus tierras, territorios y recursos;  privándoles así de ejercer, en particular, su derecho al desarrollo de acuerdo a sus propias tradiciones, necesidades e intereses.

Reconociendo el severo empobrecimiento que sufren los pueblos indígenas en diversas regiones del Hemisferio y que sus condiciones de vida llegan a ser deplorables;

Y recordando que en la Declaración de Principios de la Cumbre de las Américas, en diciembre de 1994, los Jefes de Estado y de Gobierno declararon que en consideración a la Década Mundial del Pueblo Indígena, enfocarán sus energías a mejorar el ejercicio de los derechos democráticos y el acceso a servicios sociales para los pueblos indígenas y sus comunidades.

3.
La cultura indígena y la ecología
*(Existe una propuesta para pasar esta sección a la parte operativa)

Reconociendo el respeto al medio ambiente por las culturas de los pueblos indígenas de las Américas, así como la relación especial que éstos tienen con él, y con las tierras, recursos y territorios que habitan.

4.
La convivencia, el respeto y la no discriminación
Reiterando la responsabilidad de todos los Estados para combatir  el racismo y todas las formas de discriminación racial con vistas a su eliminación. [ACORDADO AD REFERENDUM]

5.
El [territorio] [territorio cultural] [hábitat] y la supervivencia indígena  

*(Existe una propuesta para pasar esta sección a la parte operativa) 

**(Existe una propuesta para eliminar el subtítulo o eliminar o sustituir la palabra territorio)

Reconociendo que para muchos pueblos indígenas sus diversas formas tradicionales del uso y control de sus tierras y otros recursos, son condición necesaria para su desarrollo y bienestar individual y colectivo; [ACORDADO AD REFERENDUM]

Reconociendo que para muchas culturas indígenas sus formas tradicionales colectivas de control y uso de tierras, territorios, recursos, aguas y zonas costeras son condición necesaria para su supervivencia, organización social, desarrollo, bienestar individual y colectivo [que difieren de las seguidas por otros miembros de la población] [y que dichas formas de control [y dominio] [pueden ser] [son] variadas, idiosincráticas y no necesariamente coincidentes con los sistemas protegidos por las legislaciones comunes de los Estados en que ellos habitan.] 

Reconociendo, además, la importancia que tiene para la humanidad la preservación de las culturas indígenas americanas, las cuales pueden incluir formas colectivas tradicionales de propiedad de la tierra, organización social y prácticas religiosas que difieren de las seguidas por otros miembros de la población;

6.
Los instrumentos de derechos humanos y otros avances en el derecho internacional
Reconociendo la preeminencia y aplicabilidad a los Estados y pueblos de las Américas de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos sobre derechos humanos del derecho interamericano e internacional; y

[Reconociendo la [aplicabilidad/relevancia] a toda América de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y, cuando [hubieren sido debidamente ratificados/sea apropiado], otros instrumentos internacionales de derechos humanos, incluida la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 

Reiterado la universalidad, indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos y libertades fundamentales reconocidos por la comunidad internacional. [ACORDADO AD REFERENDUM] 

7.
Los avances jurídicos nacionales y las realidades nacionales diferentes

[Teniendo en cuenta la diversidad de situaciones nacionales y los distintos grados de incidencia de la presencia de comunidades indígenas en los Estados, así como los avances nacionales constitucionales, legislativos y jurisprudenciales alcanzados en las Américas para afianzar los derechos e instituciones de los pueblos indígenas, para consolidar la pluriculturalidad, la multietnicidad y el multilingüismo de nuestras sociedades   [APROBADO AD REFERENDUM]

8.
La situación de los pueblos indígenas y la situación propia de cada país
Habida cuenta de lo expresado en el párrafo anterior, la presente Declaración deberá interpretarse y aplicarse en armonía y respeto con los ordenamientos legales vigentes en los Estados Miembros y sus compromisos internacionales. 


Teniendo en cuenta que la presente Declaración deberá ser congruente con los ordenamientos legales vigentes en los Estados miembros y sus compromisos internacionales. 
*Nota:  Las propuestas siguientes no pertenecen al encabezado número 8.

[Reconociendo que los pueblos indígenas y sus sociedades desempeñan una función vital en [el desarrollo sostenible y que sus conocimientos y prácticas tradicionales deben ser respetados] 

Instando a los Estados a reconocer la identidad, la cultura y los intereses de los pueblos indígenas y sus comunidades, y a facilitar su participación efectiva en la consecución de un desarrollo sostenible  [ACORDADO AD REFERENDUM]

Recordando el compromiso adoptado por los Jefes de Estado y de Gobierno en la Declaración de Principios de la Primera Cumbre de las Américas, celebrada en diciembre de 1994, en Miami, la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible de Santa Cruz de la Sierra, en diciembre de 1996, y reafirmado en el Plan de Acción de la Segunda Cumbre de las Américas celebrada en abril de 1998, en Santiago, Chile.  

Deseosos de promover y fortalecer la cooperación internacional para la promoción del desarrollo económico, cultural y social de los pueblos indígenas.  [ACORDADO AD REFERENDUM] 

Reconociendo la seria pobreza en que viven muchos pueblos indígenas en muchas partes de las Américas y los compromisos adoptados por los Jefes de Estado y de Gobierno en la Cumbre de las Américas de 1994, de concentrar sus esfuerzos a fin de promover el ejercicio de los derechos democráticos y el acceso a los servicios sociales por los pueblos indígenas y sus sociedades.  

DECLARAN:

SECCIÓN PRIMERA

DEFINICIONES

Para efectos de esta Declaración se entiende: (Guatemala)
Artículo I.
Por “pueblos indígenas”
/, se entiende el conjunto de personas que, dentro del Estado nacional, conservan rasgos fundamentales distintivos de una cultura anterior a la colonización europea como el idioma; sistemas normativos; usos y costumbres; instituciones sociales, económicas, culturales y políticas; y cuyos miembros se consideran a sí mismos como integrantes de dicha cultura indígena. (Presidencia)

Por “pueblos indígenas”, se entienden las colectividades sociales y culturales que, dentro del Estado nacional, conservan rasgos fundamentales distintivos de una cultura anterior a la formación y constitución de los Estados-nación como el idioma; sistemas normativos; instituciones sociales, económicas, culturales y políticas o parte de ellas; y cuyos miembros se autoadscriben y son reconocidos como  integrantes de dicha cultura indígena. (México). 


La utilización del término “pueblos” en esta Declaración no deberá interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a otros derechos que puedan atribuirse a dicho término en el derecho internacional.  (Brasil)


“Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo e individual a mantener y desarrollar sus identidades y características específicas, incluyendo el derecho a identificarse a sí mismos como indígenas y a ser reconocidos como tales”. (National Congress of American Indians)

Artículo II. 

a)
Por “libre determinación”
/, se entiende la capacidad de los pueblos indígenas de ejercer sus formas de organización política, económica, social y cultural en un marco de autonomía o de autogobierno compatible con la unidad nacional del Estado. (Presidencia)

a)
Por “libre determinación”, se entiende la capacidad de los pueblos indígenas de desarrollar y ejercer libremente sus formas de organización política, económica, social y cultural en un marco de autonomía o de autogobierno compatible con la estructura organizativa de cada Estado.  (Brasil)

a)
Por “libre determinación”, se entiende el derecho de los pueblos indígenas de desarrollar libremente y ejercer sus formas de organización política, económica, social y cultural, y de garantizar el acceso a la jurisdicción del Estado, en un marco de autonomía y autogobierno compatible con la unidad nacional y con la organización jurídica de los Estados. (México).
“Los pueblos indígenas tienen  derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho  determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural.” (National Congress of American Indians”)
b)
Este marco de autonomía o de autogobierno tiene su expresión jurídica en los ámbitos y niveles en que, de conformidad con las legislaciones nacionales, los pueblos indígenas ejercen sus formas de organización política, económica, social y cultural (Presidencia).
Artículo III.
Por “territorio”
/, se entiende la totalidad del habitat, incluyendo las tierras, en el que están asentados los pueblos indígenas o del que gozan de algún modo, con las modalidades que establezcan las legislaciones nacionales.
Por “tierras”, se entiende la totalidad del habitat, en el que están asentados los pueblos indígenas o del que gozan de algún modo, con las modalidades que establezcan las legislaciones nacionales. (Perú, Argentina)
“Lands” are understood to mean those areas of land which indigenous peoples may own or have exclusive use of.  (Canada)

“Territories” are understood to be those areas which indigenous peoples do not own and do not have exclusive use of, but where they may conduct their traditional lifestyles, in accordance with domestic law or agreement. (Canada)

Artículo IV
/
Ninguna de estas definiciones se interpretará en el sentido que pueda conferirles el derecho internacional general. (Presidencia) 

SECCIÓN SEGUNDA.  DERECHOS HUMANOS

Artículo II.
Plena vigencia de los derechos humanos [“Derechos humanos fundamentales de los pueblos indígenas”. México)] [Plena vigencia de los derechos humanos “individuales y colectivos”. Perú] [Derechos humanos básicos de los pueblos indígenas (Mirna Cunnigham, Victoria Wright)].
1.
Los pueblos indígenas tienen derecho al goce pleno y efectivo de los derechos humanos y libertades fundamentales reconocidas en la Carta de la OEA, [la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos] y otros instrumentos internacionales de derechos humanos; y nada en esta Declaración puede ser interpretado en el sentido de limitar, restringir o negar en manera alguna esos derechos, o en el sentido de autorizar acción alguna que no esté de acuerdo con los principios del derecho internacional, incluyendo el de los derechos humanos (Chile y Ecuador proponen guardar este párrafo; México considera que debería haber una referencia al Convenio 169 de la OIT).

1.
Los  individuos indígenas tienen derecho al goce pleno y efectivo de los derechos humanos y libertades fundamentales reconocidas en la Carta de la OEA, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y, donde hubieren sido debidamente ratificados, otros instrumentos internacionales de derechos humanos, entre ellos la Convención Americana sobre Derechos Humanos;  nada en esta Declaración deberá ser interpretado en el sentido de limitar, restringir o negar en manera esos derechos, ni tampoco en el sentido de autorizar acción alguna que sea contraria a los instrumentos correspondientes del derecho internacional, incluida la legislación relativa a los derechos humanos.  (USA)

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho al goce pleno y efectivo de los derechos humanos y libertades fundamentales reconocidas en la Carta de la OEA, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales así como los derechos indígenas fundamentales; y nada en esta Declaración puede ser interpretado en el sentido de limitar, restringir o negar en manera alguna esos derechos, o en el sentido de autorizar acción alguna que no esté de acuerdo con los principios del derecho internacional, incluyendo el de los derechos humanos (Panamá). 

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho al goce pleno y efectivo de los derechos humanos y libertades fundamentales y la oportunidad de ejercerlos efectivamente reconocidas en la Carta de la OEA, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Convención sobre la Diversidad Biológica, la Agenda 21 de las Naciones Unidas, la Declaración de Río de Janeiro y otros instrumentos internacionales de derechos humanos; y nada en esta Declaración puede ser interpretado en el sentido de limitar, restringir o negar en manera alguna esos derechos, o en el sentido de autorizar acción alguna que no esté de acuerdo con los principios del derecho internacional, incluyendo el de los derechos humanos (Mirna Cunnigham y Victoria Wright).


2.
Los pueblos indígenas tienen los derechos colectivos que son indispensables para el pleno goce de los derechos humanos individuales de sus miembros.  En este sentido los Estados reconocen el derecho de los pueblos indígenas inter alia a su actuar colectivo; su (organización social, política y económica;)  (al reconocimiento de sus sistemas normativos;) a sus propias culturas; de profesar y practicar sus creencias espirituales y de usar sus lenguas.


[2.
“Los pueblos indígenas tienen derechos colectivos que son indispensables para su continuada existencia, bienestar y desarrollo como pueblos, y para el goce de los derechos individuales de sus miembros.  En consecuencia, los Estados reconocerán, respetarán y protegerán los derechos fundamentales, civiles, políticos, económicos, sociales, espirituales y culturales de los pueblos indígenas, e, inter alia, los derechos colectivos a las tierras, territorios, recursos y el derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación” (Mirna Cunnigham y Victoria Wright)].


3.
Los Estados garantizarán  el pleno goce de sus derechos a todos los pueblos indígenas, y con arreglo a sus disposiciones constitucionales, adoptarán las medidas legislativas y de otro carácter, que fueran necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en esta Declaración, (de acuerdo a sus usos y costumbres) (Ecuador, Colombia, Chile, México y Venezuela prefieren mantener la referencia a las disposiciones constitucionales; Canadá, y Estados Unidos prefieren evitar tal referencia).


[3.
Los Estados garantizarán  el pleno goce de sus derechos a todos los pueblos indígenas, y con arreglo a su sistema interno, adoptarán las medidas legislativas y de otro índole, que fueran necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en esta Declaración (de acuerdo a sus usos y costumbres). (Panamá)]


[3.
“En consecuencia, los Estados reconocerán los derechos fundamentales sociales, económicos, políticos y culturales [y espirituales] de los pueblos indígenas, y en particular, el derecho colectivo a las tierras, territorios y recursos, y su derecho a la libre determinación”. (Marcelo Calfuquir solicitó mantener la propuesta del National Congress of American Indians de 1999”; Willie Littlechild solicitó incluir la palabra “espirituales”].


[3.
Los Estados garantizarán  el pleno goce de sus derechos a todos los pueblos indígenas, y con arreglo a sus disposiciones constitucionales, adoptarán las medidas legislativas y de otro carácter, que fueran necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en esta Declaración (Héctor Huertas)].

[3.
“Los Estados garantizarán a los pueblos indígenas el pleno ejercicio de todos sus derechos y aprobarán, con la participación y el consentimiento informado de los pueblos indígenas y de acuerdo a sus procedimientos constitucionales, las medidas legislativas y de otro tipo que sean necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en esta Declaración”. (Mirna Cunnigham y Victoria Wright)].

4. Definición del término libre determinación

[4.
Los pueblos indígenas tienen, como todos los pueblos, derecho de libre determinación, y en virtud del mismo, a establecer libremente su condición política y a proveer a su desarrollo económico, social y cultural].

Este derecho se realiza al interior de los Estados, y para ello debe concertarse los niveles de descentralización y autonomía que aseguren su desarrollo político, económico, social y cultural como pueblos.

Para hacer posible la realización del derecho de libre determinación de los pueblos, los Estados  deben contar con un ordenamiento político-jurídico que permita el establecimiento concertado de los niveles adecuados de descentralización y autonomía.

Cuando sea necesario, se deberán promover las reformas constitucionales, legales y administrativas que aseguren, al interior de los Estados, la efectiva realización del derecho de la libre determinación de los pueblos. (Guatemala)].

[4.
Los pueblos indígenas tienen el derecho de libre determinación interna. En virtud de ese derecho, pueden negociar su condición política en el marco del Estado-nación existente y tienen la libertad de procurar su desarrollo económico, social y cultural. Los pueblos indígenas, en el ejercicio de su derecho de libre determinación interna, tienen el derecho interno a la autonomía o autogobierno en asuntos relativos a cuestiones locales, incluida la determinación de membresía, cultura, idioma, religión, educación, información, medios de comunicación, salud, vivienda, empleo, bienestar social, mantenimiento de la seguridad de la comunidad, relaciones familiares, actividades económicas, gestión de tierras y recursos, medio ambiente e ingreso por no miembros, así como medios y arbitrios para financiar estas funciones autónomas.  (Estados Unidos )].


[4.
“Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo e individual a mantener y desarrollar sus identidades y características particulares, así como el derecho a identificarse a sí mismos como indígenas y a ser reconocidos como tales.  Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación.  En virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social, espiritual y cultural”. (Mirna Cunnigham y Victoria Wright)]*Cabe anotar que la señora Wright solicitó que esta definición fuese incluida después del párrafo 2.

Artículo III.
Derecho a pertenecer a los pueblos indígenas
Los individuos y comunidades indígenas tienen derecho a pertenecer a los pueblos indígenas, de acuerdo con las tradiciones y costumbres de los pueblos respectivos. 

Los individuos y comunidades indígenas tienen derecho a pertenecer a los pueblos indígenas, de acuerdo con las tradiciones y costumbres de los pueblos respectivos. Los Estados deben reconocer la autoridad de los pueblos indígenas de ejercer autonomía para determinar la integración, de manera congruente con los derechos humanos internacionales  (Estados Unidos).

Las personas y comunidades indígenas tienen derecho a pertenecer a los pueblos indígenas precolombinos de los cuales descienden de acuerdo con usos y costumbres (Colombia).
Los Estados deberán asegurar el respeto del derecho a la auto identificación como indígena en forma individual o colectiva, conforme a las instituciones propias de cada pueblo indígena (Perú)

Los individuos y comunidades indígenas que se autodefinen como nacionalidades de raíces ancestrales tienen derecho a pertenecer a los pueblos indígenas, de acuerdo con las tradiciones y costumbres de los pueblos respectivos (Ecuador).

Los pueblos indígenas de acuerdo con sus normas jurídicas, costumbres indígenas tienen el derecho y la autoridad para determinar su propia membresía y de acuerdo a ello definirán la pertenencia de los individuos y comunidades (Panamá)

Los pueblos indígenas de acuerdo con sus normas jurídicas, costumbres y tradiciones tienen el derecho y la autoridad para determinar su propia membresía (Mirna Cunnigham).

Los pueblos e individuos indígenas tienen el derecho a pertenecer a una comunidad o nación indígena de acuerdo con las tradiciones y costumbres de la comunidad o nación pertinente.  Ninguna desventaja podrá surgir del ejercicio de tal derecho (Willie Littlechild).

Artículo IV.
Personalidad jurídica
Los pueblos indígenas tienen derecho a que los Estados dentro de sus sistemas legales, les reconozcan plena personalidad jurídica. 

Los Estados reconocerán a los pueblos indígenas su personalidad jurídica, respetando sus formas de organización, instancias de decisión, autoridades tradicionales y formas de gobierno propio, de acuerdo a la administración de justicia en el marco del derecho indígena (Panamá apoyado por Guatemala)

Los Estados reconocerán la existencia de los pueblos y comunidades indígenas su organización social, política y económica, sus culturas, usos y costumbres, idiomas y religiones de acuerdo a las particularidades de cada legislación. (Venezuela)
Los Estados deberían proporcionar los mecanismos necesarios para reconocer la personalidad jurídica (legal status) de los pueblos indígenas, permitiendo así que tales sociedades actúen con carácter de organización, o en otras formas igualmente efectivas conforme a las leyes del Estado. (USA)
Los Estados asegurarán, sujeto a las particularidades de cada legislación nacional, el otorgamiento de personalidad jurídica a los pueblos, comunidades y organizaciones indígenas.  (Esta propuesta de Brasil, Chile y Argentina de 1999 recibió apoyo de Chile y Argentina).
Artículo V.
Rechazo a la asimilación [forzosa y coercitiva (México, Chile, EEUU, Colombia y Ecuador)].  *La delegación de Guatemala desea que el título se mantenga sin calificativo y el resto del artículo tal como se había presentado en el documento original.


1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, expresar y desarrollar libremente su identidad cultural en todos sus aspectos, libre de todo intento de asimilación.

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, expresar y desarrollar libremente su identidad cultural en todos sus aspectos (Chile apoyado por Colombia).

1.
Los pueblos indígenas tienen el derecho de mantener, expresar y desarrollar libremente todos los aspectos de su identidad cultural. (Estados Unidos).

1.
“Los Estados no adoptarán ninguna medida que fuerce a los pueblos indígenas a asimilarse y no respaldarán ninguna teoría, ni utilizarán ninguna práctica, que denote discriminación, destrucción de una cultura o la posibilidad de exterminación o que limite la composición de los pueblos en cuestión” (Willie Littlechild)
1.
“Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo e individual a mantener y desarrollar sus identidades y características distintivas, incluyendo el derecho a identificarse como indígenas y ser reconocidos como tales. (Mirna Cunnigham).


2.
Los Estados no (adoptarán, apoyarán o favorecerán)  (deberían adoptar, apoyar o favorecer) política alguna de asimilación artificial o forzosa, de destrucción de (su) (una) cultura, o que implique posibilidad alguna de exterminio de un [Pueblo] indígena (y su patrimonio). 

2.
Los Estados no deberán emprender, apoyar o favorecer ninguna política que tenga como efecto intencionado la asimilación [artificial o] forzosa de los pueblos indígenas. [,destrucción de una cultura o la posibilidad de exterminación de cualquier pueblo indígena.] (Canadá).  La delegación del Canadá propone que se incorpore un artículo separado en el texto para abordar la cuestión del genocidio.  Se propone el siguiente lenguaje: “Los pueblos indígenas tienen derecho a no estar sujetos a ningún tipo de genocidio tal y como lo define el derecho internacional” (Canadá).

2.
Los Estados no respaldarán ni adoptarán ninguna política de asimilación involuntaria de los pueblos indígenas, destrucción de sus culturas o erradicación como entidades definidas (Estados Unidos)

2
Los Estados no adoptarán, apoyarán o favorecerán política alguna de asimilación que implique posibilidad alguna de destrucción de la cultura de un pueblo indígena (Panamá).

2.
“Los Estados garantizarán a los pueblos en contra de cualquier política, medidas o actos que impliquen la asimilación artificial y forzosa de una cultura o que implique posibilidad alguna de exterminio de un pueblo” .  (Brasil)
2.
Los Estados rechazan todo intento de asimilación artificial o forzosa y la destrucción de una cultura autóctona y garantizarán el goce efectivo del derecho enunciado precedentemente. Esta propuesta de Paraguay de 1999 recibió apoyo de Colombia,Chile.

2.
Los Estados en conjunción con toda la sociedad enfrentarán cualquier intento exógeno que implique cualquier posibilidad de asimilación artificial o determine el exterminio de las culturas indígenas  (Venezuela).
2.
En consecuencia, tienen, inter alia, el derecho colectivo e individual a no ser sometidos a etnocidio o genocidio cultural, incluyendo la prevención y reparación por:

a) Cualquier acción que tenga como objetivo o efecto de despojarles de su integridad como pueblos distintivos, o de sus valores culturales o identidades étnicas;

b) Cualquier acción que tenga como objetivo o efecto despojarles de sus tierras, territorios y recursos naturales;

c) Cualquier forma de desplazamiento que tenga como objetivo o efecto violar cualquiera de sus derechos;

d) Cualquier forma de asimilación o integración a otras culturas o formas de vida impuestas a ellos por medidas legislativas, administrativas o de otro tipo;

e) Cualquier forma de propaganda dirigida en contra de los mismos” 

(Mirna Cunnigham).

Artículo VI.
Garantías especiales contra la discriminación [medidas especiales contra la discriminación (Mirna Cunnigham)] [Garantías especiales contra la discriminación, xenofia y racismo] (Serafín Thaayrohyadí Bermúdez)

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a (garantías especiales)  (ejercer las garantías previstas en la legislación interna) contra la discriminación que puedan ser requeridas para el pleno goce de los derechos humanos reconocidos internacional y nacionalmente, así como a las medidas necesarias para permitir a las mujeres, hombres y niños indígenas ejercer (sin discriminación), derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y (sus cosmovisiones) (religiosos) (espirituales).  Los Estados reconocen que la violencia ejercida sobre las personas por razones de (raza, credo) género o edad (o filiación política o religiosa) impide y anula el ejercicio de esos derechos.  


1.
Cuando las circunstancias así lo requieran, los Estados deberían tomar medidas para permitir que los indígenas ejerzan plena y efectivamente todos sus derechos humanos y libertades fundamentales sin discriminación alguna.  Se alienta a los Estados a adoptar “medidas especiales” dirigidas al mejoramiento inmediato, eficaz y constante de las condiciones económicas y sociales de los indígenas.  (USA)

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a estar protegidos contra la discriminación. Se alienta a los Estados a que adopten medidas especiales contra la discriminación, en la medida que sea necesario para el pleno goce de los derechos humanos internacional y nacionalmente reconocidos, y adoptar todas las medidas necesarias para que las mujeres, hombres y niños indígenas puedan ejercer sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y espirituales (Canadá).

2.
Los pueblos indígenas tiene derecho a participar plenamente en la determinación (y ejercicio) de esas garantías.


2.
Todos los derechos y libertades aquí contempladas se garantizan por igual a mujeres y hombres indígenas.  Los Estados reconocen que la violencia basada en el género impide y menoscaba el ejercicio de esos derechos. (USA)

2.
Los pueblos indígenas deberán ser consultados en la prescripción de dicha protección (Canadá).

2.
“Los Estados tomarán medidas incluyendo la aplicación de sanciones civiles y criminales para asegurar que los pueblos indígenas no sufran actos de discriminación.

Los pueblos indígenas tienen el derecho a las medidas especiales contra la discriminación, que puedan tener que instituirse para gozar plenamente de los derechos humanos reconocidos nacional e internacionalmente.

Se prestara atención particular a la discriminación  contra la mujer y la niñez indígenas.

Los pueblos indígenas tienen derecho a participar plenamente a dar su consentimiento para el diseño e implementación de tales medidas especiales”. (Mirna Cunnigham).

SECCIÓN TERCERA.  DESARROLLO CULTURAL


Artículo VII.
Derecho a la integridad cultural

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a su integridad cultural, [y la de su patrimonio histórico y arqueológico,] que son importantes tanto para su (continuidad social) (supervivencia)  como para la identidad de sus miembros.

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a procurar su desarrollo cultural y el derecho a disfrutar de su cultura, los cuales son importantes tanto para su supervivencia como para la identidad de sus miembros (Canadá)

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a su integridad cultural, su patrimonio histórico, arqueológico y arquitectónico que son importantes tanto para su supervivencia  como para la identidad de sus miembros, y para el enriquecimiento de sus propios Estados (Chile).
1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a su identidad cultural, la cual está íntimamente ligada a su cosmovisión y sabiduría ancestral y a su relación espiritual con la naturaleza para la supervivencia y continuidad hacia el futuro (Panamá).

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho a su integridad  cultural o al desarrollo de la misma que son importantes pera su supervivencia y para la identidad de sus miembros (Colombia)

1.
“Los pueblos indígenas tienen derecho a su integridad cultural, a su patrimonio vivo y sus centros ceremoniales que son importantes para su permanencia con identidad y dignidad de sus miembros” (Tarcila Rivera)

1.
“Los pueblos indígenas tienen derecho a su identidad cultural, a su patrimonio histórico y arqueológico” (Paulo Celso Oliveira)


[2.
Los pueblos indígenas tienen derecho a restitución respecto a la propiedad integrante de dicho patrimonio de la que fueran despojados, [o cuando ello no fuera posible, a la indemnización sobre bases no menos favorables que el estándar del derecho internacional.]] *Venezuela prefiere mantenerlo.

2.
Los Estados deberán hacer todos los esfuerzos posibles para facilitar, de conformidad con la ley interna y el derecho internacional, la devolución a los pueblos indígenas de toda propiedad cultural de la cual han sido injustamente despojados. [Cuando esto no sea posible, los pueblos indígenas tienen derecho a compensación sobre una base no menos favorable que la norma reconocida por el derecho internacional.]  Los pueblos indígenas tienen el derecho a recurrir a procesos jurídicos para la devolución de su propiedad cultural de la que se les ha despojado infringiendo la ley (Canadá)

2.
Los pueblos indígenas tienen derecho a restitución respecto a la propiedad integrante de dicho patrimonio de la que fueran despojados, o cuando ello no fuera posible, a la indemnización (Brasil con el apoyo de Argentina)

Colombia propone la eliminación del inciso 2.

2.
Los Estados reconocen y respetan las formas de vida social, económica y política, costumbres, tradiciones, formas de organización social, institucionales, prácticas, creencias, valores, cosmovisión, arte, danza, música e idiomas (Panamá).

2.
Los pueblos indígenas tienen derecho a la propiedad de su patrimonio y cuando fueran despojados de éste, a la restitución, ello con base en las disposiciones internas de los Estados  (México).

2.
Los Estados deberían brindar un sistema legal efectivo para la protección de la cultura indígena, incluidos, cuando correspondan, los mecanismos para la repatriación de propiedad cultural. (USA).

2.
“Los pueblos indígenas tienen el derecho a la restitución respecto a la propiedad de la cual han sido despojados” (Paulo Celso Oliveira). 


3.
Los Estados [reconocerán] y (respetarán) las formas de vida indígena, cosmovisiones, sus costumbres, usos y costumbres, tradiciones, formas de organización social, económica y política, instituciones, prácticas, creencias, valores, vestuario, arte, danza, música e idiomas (Chile, Panamá, Ecuador, Perú, Guatemala y Colombia)*Canadá solicita poner entre corchetes el término reconocerán.
Los Estados deberían tomar las medidas necesarias para impedir la discriminación basada en las formas de vida, costumbres, tradiciones, formas de organización social, vestidos, idiomas y otras practicas culturales indígenas (versión de la propuesta de USA de 1999 reformada y correspondiente a la segunda parte de este párrafo 3).
3.
“Los Estados reconocerán y respetarán las modalidades indígenas de vida, costumbres, formas de organización social, económica y política, instituciones, prácticas, creencias y valores, usanza de vestimenta e idiomas” (Paulo Celso Oliveira).

Artículo VIII.
(Concepciones lógicas y lenguaje) (Derechos lingüísticos)

1.
Los pueblos indígenas tienen el derecho a sus lenguas, filosofía y (cosmovisión) [concepciones lógicas] como componente de la cultura nacional y universal, y como tales los Estados deberán reconocerlos, respetarlos y promoverlos, (en consulta con los pueblos interesados.)

1.
Los Estados reconocen que las lenguas, la filosofía y las concepciones indígenas son un componente de la cultura nacional y universal y, como tales, los Estados deberían respetarlos y, cuando corresponda, facilitar su diseminación.  (USA)

“Los pueblos y los individuos indígenas tienen el derecho a conservar y practicar su lengua, filosofía y sus concepciones lógicas como una expresión necesaria de su propia cultura.  Los Estados deberán adoptar las medidas apropiadas para salvaguardar el ejercicio de este derecho.” (Indian Law Resource Center)
“Los pueblos indígenas tienen el derecho a revitalizar, utilizar, desarrollar y transmitir a generaciones futuras su historia, lengua, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escritura y literatura, y de designar y retener sus propios nombres para comunidades, lugares y personas”.  (Natural Congress of American Indians)

2.
Los Estados tomarán medidas para promover [y asegurar] que sean transmitidos programas en lengua indígena por las radios y teleemisoras de las regiones de alta presencia indígena, y para apoyar la creación de radioemisoras y otros medios de comunicación indígenas.

2.
A fin de fomentar la diversidad de voces y opiniones, los Estados deberían tomar las medidas necesarias dentro de sus sistemas nacionales, en donde sea posible, a fin de facilitar las transmisiones por radio y televisión en las lenguas indígenas en regiones con grandes pueblos indígenas, así como para promover el establecimiento de radioemisoras indígenas y otros medios de difusión.(USA)
2.
Los Estados tomarán medidas para promover y asegurar que las lenguas indígenas sean utilizadas por los radios y teleemisoras de las regiones de alta presencia indígena, apoyando la creación de medios de comunicación indígena.  (México)

“Donde haya una alta presencia indígena, los Estados adoptarán las medidas necesarias para asegurar la transmisión de programas de radio y televisión en las correspondientes lenguas indígenas.   Además, el Estado apoyará la creación de estaciones de radio y otros medios de comunicación indígenas.” (Indian Law Resource Center)

3.
Los Estados tomarán medidas efectivas para que los miembros de los pueblos indígenas puedan comprender y ser comprendidos con respecto a las normas y en los procedimientos administrativos, legales y políticos.  En las áreas de predominio lingüístico indígena, los Estados realizarán los esfuerzos necesarios para que dichos lenguajes se establezcan como idiomas oficiales, [y para que se les otorgue allí el mismo status de los idiomas oficiales no-indígenas].

3.
Los Estados deberían adoptar medidas para permitir que los pueblos indígenas puedan comprender y ser comprendidos cuando se trate de leyes y procedimientos administrativos, jurídicos y políticos. (USA)
3.
Los Estados tomarán medidas efectivas para que los pueblos indígenas tengan acceso a la jurisdicción del Estado en sus propias lenguas.  (México)


4.
Los pueblos indígenas tienen derecho a usar sus nombres indígenas, y a que los Estados los reconozcan.

Artículo IX.
Educación

1.
(Tomando en consideración las normas mínimas establecidas por la autoridad estatal competente, (en los países donde sean vigentes los currícula nacionales,) para la educación nacional,) Los pueblos indígenas tendrán el derecho a: a) definir y aplicar sus propios programas, instituciones e instalaciones educacionales; b) preparar y aplicar sus propios planes, programas, currículos y materiales de enseñanza; y c) a formar, capacitar y acreditar a sus docentes y administradores, (en consulta con las autoridades competentes del Estado y de acuerdo con las normas y leyes pertinentes en materia de educación).  [Los Estados deben tomar las medidas para asegurar que esos sistemas garanticen igualdad de oportunidades educativas y docentes para la población en general y complementariedad con los sistemas educativos nacionales.]


1.
Los Estados deberían reconocer la autoridad de las pueblos indígenas para (a) establecer y dirigir sus propios programas, instituciones e instalaciones educativas; (b) preparar y poner en práctica sus propios planes, programas, currículos y materiales de enseñanza; y (c) formar y acreditar a sus propios maestros y administradores, siempre y cuando tales programas educacionales indígenas satisfagan los requisitos estatales mínimos generalmente aplicables en el sector de la educación.  (USA)


2.
Cuando los pueblos indígenas así lo deseen, los programas educativos se efectuarán (cuando sea posible) en lenguas indígenas e incorporarán contenido indígena, y les proveerán también el entrenamiento y medios necesarios para el completo dominio de la lengua o lenguas oficiales. 


2.
El acceso no discriminatorio a la educación pública es un derecho del cual deberían poder gozar las personas de origen indígena en común con los demás ciudadanos del Estado.  La educación financiada por un Estado deberá respetar las culturas indígenas. (USA)


3.
Los Estados garantizarán que esos sistemas educacionales sean iguales en calidad, eficiencia, accesibilidad y en todo otro aspecto a los previstos para la población en general.


3.
Los Estados deberían tomar las medidas necesaria para que, siempre que sea posible, las personas de origen indígena tengan oportunidades adecuadas para aprender su lengua indígena o recibir instrucción en dicha lengua. (USA)

Propuesta de Canadá de un nuevo párrafo:


Los niños indígenas que vivan fuera de sus comunidades deben tener acceso, cuando sea posible, a educación en sus propias culturas y lenguas.


4.
Los Estados incluirán en sus sistemas educativos nacionales, contenidos que reflejen la naturaleza pluricultural de sus sociedades. 

[5.
Los Estados proveerán la asistencia financiera y de otro tipo, necesaria para la puesta en práctica de las provisiones de este Artículo, (sin menoscabo del apoyo al resto de la población).] 


5.
Los Estados deberían tomar las medidas necesarias para proporcionar los recursos requeridos con estos fines.  (USA)

Argentina propone la eliminación del párrafo 5.


Comentario:  Canadá sugiere la fusión de los párrafos 3 y 5 en un sólo párrafo, el cual terminaría con el siguiente texto:


“Los Estados [deben/deberían] adoptar medidas eficaces a fin de proporcionar recursos adecuados para estos propósitos”.

Artículo X.
Libertad espiritual y religiosa

1.
Los pueblos indígenas (tienen) (tendrán) derecho a la libertad de conciencia, de religión y práctica espiritual, [y de ejercerlas tanto en público como en privado].


1.
Los indígenas tienen derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión. (USA)

“Los pueblos e individuos indígenas tienen el derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad para cambiarse de religión o creencia, y libertad para manifestar, en público o privado, su religión o creencia en la enseñanza, práctica, oraciones y observancia.” (Indian Law Resource Center)

2.
Los Estados tomarán las medidas necesarias para prohibir los intentos de convertir forzadamente a los pueblos indígenas o imponerles creencias contra su voluntad.


2.
Este derecho deberá abarcar la libertad de profesar o de adoptar la religión o creencia que deseen, así como la libertad, individualmente o en común con otros y en público o en privado, de manifestar su religión o creencia en actos de devoción, en la observancia en las prácticas y en la enseñanza. (USA)


2.
Los pueblos indígenas tienen el derecho a conservar sus creencias o prácticas religiosas o filosóficas y a practicarlas, con la sola limitación del respeto al orden público y del goce efectivo y pleno por las personas que las integran de los derechos humanos reconocidos internacionalmente.  Los Estados deben adoptar las medidas necesarias para impedir cualquier intento de convertir forzadamente a un [pueblo/población] indígena o imponerle creencias o prácticas religiosas contra su voluntad. (CJI, con modificación de México)

Con relación al párrafo 2 propusieron reemplazar la frase “convertir forzadamente” por la frase “convertir a los pueblos indígenas sin su consentimiento libre e informado”. (Indian Law Resource Center)


3.
En colaboración con los pueblos indígenas interesados, los Estados deberán (realizar los mejores esfuerzos para) adoptar medidas efectivas para asegurar que sus sitios sagrados, inclusive sitios de sepultura, sean preservados, respetados y protegidos.  [Cuando sepulturas sagradas y reliquias hayan sido apropiadas por instituciones estatales (o entidades privadas), ellas deberán ser devueltas.]


3.
Los Estados deberían adoptar las medidas necesarias, en consulta con las pueblos indígenas en cuestión, para preservar y proteger los sitios para ellos sagrados, incluidos sus lugares de sepultura.  Los Estados deberían proporcionar un marco legal efectivo para la devolución de objetos sagrados, reliquias y restos mortales que hubieren sido sacados de sepulturas o lugares sagrados. (USA) 

“Los pueblos y los individuos indígenas tienen derecho a mantener y proteger sus propiedades culturales y religiosas, incluidos sitios sagrados, reliquias, sepulturas y los restos humanos y artículos hallados en éstas.  Esto incluye el derecho a restitución de propiedades religiosas y culturales que hayan sido apropiadas sin su consentimiento libre y fundado o en violación de sus leyes, tradiciones y costumbres.  En cooperación con los pueblos indígenas en cuestión, los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar que dichas propiedades sean preservadas, respetadas y protegidas.  Cuando hayan sido apropiadas por instituciones estatales, deberán ser devueltas”. (National Congress of American Indians)

[4.
Los Estados garantizarán el respeto del conjunto de la sociedad (y las instituciones) a la integridad de los símbolos, prácticas, ceremonias sagradas, expresiones y protocolos espirituales indígenas.]

México propone la eliminación de este párrafo.


4.
Se insta a los Estados a respetar el uso de áreas sagradas y ceremoniales y a facilitar tanto el acceso como el uso por los indígenas de aquellos lugares que se encuentren bajo la administración o control de un Estado. (USA)
Artículo XI.  Relaciones y vínculos de familia

1.
La familia es la unidad básica natural de las sociedades y debe ser respetada y protegida por el Estado.  [En consecuencia el Estado reconocerá y respetará las distintas formas indígenas de (familia) (de sistemas parentales,) matrimonio, (asignación del nombre) (nombre familiar) y de filiación.]


1.
La familia, en todas sus formas, constituye la unidad natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. (USA)


2.
Para la calificación de los mejores intereses del niño en materias relacionadas con la adopción de niños de miembros de los pueblos indígenas, y  en materias de ruptura de vínculo y otras circunstancias similares, los tribunales y otras instituciones pertinentes considerarán los puntos de vista de los pueblos, incluyendo las posiciones individuales, de la familia y de la comunidad.


2.
En conformidad con los instrumentos internacionales de derechos humanos, los Estados deberían conceder el reconocimiento debido a las instituciones, leyes y tradiciones indígenas relacionados con la familia y la integridad de las relaciones familiares. (USA)


“En todas las acciones relacionadas con los niños, el Estado tiene el deber de respetar las responsabilidades, derechos y deberes de los padres, o cuando corresponda, de los miembros de la familia ampliada o comunidad según determinen las costumbres locales”. (Indian Law Resource Center)

3.
Propuesta pendiente de México sobre la mujer indígena.
Artículo XII.
Salud y bienestar

1.
Los pueblos indígenas tendrán derecho al [reconocimiento [legal] y a la práctica de su medicina tradicional, tratamiento, farmacología, prácticas y promoción de salud [, incluyendo las de prevención y rehabilitación], (conforme a las legislaciones nacionales).

Argentina propone que no se haga referencia al reconocimiento legal de la práctica de su medicina tradicional, tratamiento, farmacología, prácticas y promoción de salud, incluyendo las de prevención y rehabilitación.


1.
Los pueblos indígenas tienen derecho al ejercicio de su medicina tradicional, terapéutica, farmacopea, concepciones prácticas y promoción de salud, en el marco de la legislación vigente y de las políticas generales de salud pública del Estado.  (México y Perú)  


1.
Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento del Estado a la práctica de su medicina tradicional, terapéutica, farmacopea, concepciones prácticas y promoción de salud.  (Venezuela)


1.
Los Estados deberían tomar las medidas necesarias para proteger la libertad de los indígenas de utilizar, mantener, desarrollar y administrar sus propios servicios de salud, siempre y cuando tales servicios cumplan con las normas establecidas por las leyes generalmente aplicables que se haya adoptado en el interés de la salud y el bienestar públicos.  Los indígenas tienen, además, el derecho a tener acceso sin discriminación alguna a los servicios de salud a la población en general. (USA)


1.
Los pueblos indígenas que conservan formas tradicionales de organización social, gobierno comunal, o usos y costumbres tradicionales en materia de familia, salud, educación, propiedad, actividades productivas o comercio, o prevención y sanción de actividades criminales, tienen el derecho a su conservación y libre ejercicio, limitado sólo por el orden público y por el derecho de las personas que las integran al goce pleno y efectivo de los derechos humanos internacionalmente reconocidos.  El Estado debe realizar todos los esfuerzos razonables, en consulta con las poblaciones interesadas, para armonizar y conciliar el efecto de esas costumbres con el régimen jurídico genera  (CJI)


Propuesta de Chile de nuevo párrafo:


Los Estados se comprometen a buscar la compatibilización, de acuerdo con las legislaciones nacionales de cada Estado, de la medicina tradicional con la medicina científica.


2.
Los pueblos indígenas tienen el derecho a la protección de (organismos vivos y) (las plantas de uso medicinal, animales y) minerales (de uso medicinal), esenciales para la vida en sus territorios tradicionales.

2.
Los Estados deberían tomar medidas razonables para proteger para que no corran peligro o puedan extinguirse las plantas de uso medicinal y los animales que son vitales para la medicina indígena(USA)

2.
Los Estados tomarán medidas para proteger plantas de uso medicinal, animales y minerales de los pueblos indígenas en sus territorios tradicionales.  (Canadá) 

3.
Los pueblos indígenas tendrán derecho a usar, mantener, desarrollar y administrar sus propios servicios de salud, (de conformidad con normas nacionales y, en los mismos términos que otros miembros de la sociedad, los individuos indígenas tendrán también acceso) (así como deberán tener acceso), sin discriminación alguna, a todas las instituciones y servicios de salud y atención médica (accesibles a la población en general).


3.
Cuando las circunstancias así lo exijan, los Estados, en consulta con los pueblos indígenas, deberían adoptar medidas para mejorar las condiciones de salud de dichas sociedades, a fin de ayudarlas a mantener su salud de acuerdo con normas nacional e internacionalmente aceptadas. (USA)

4.
Los Estados (realizarán los mayores esfuerzos para proveer) proveerán los medios necesarios para que los pueblos indígenas logren (eliminar) (mejorar) las condiciones de salud que existan en sus comunidades y que sean deficitarias respecto a estándares aceptados para la población en general.   


Propuesta de nuevo párrafo de Brasil:


Los pueblos indígenas tendrán derecho a la distribución justa y equitativa de los beneficios generados de la utilización comercial de sus conocimientos tradicionales.  (Brasil)


Propuesta de nuevo párrafo de Bolivia:


Los pueblos indígenas tienen el derecho a participar del uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables, existentes en sus territorios tradicionales. (Bolivia)

Artículo XIII.
Derecho a la protección del medioambiente

1.
(Los Estados realizarán los mayores esfuerzos para proveer a) Los pueblos indígenas (tienen derecho a) (de) un medioambiente seguro y sano, condición esencial para el goce del derecho a la vida y el bienestar colectivo, (y tendrán también derecho al uso y usufructo de sus recursos cuando no sean estratégicos para el Estado).


1.
Los Estados deberían tomar medidas razonables para asegurarse de que todas las regiones habitadas por pueblos indígenas gocen del mismo grado de protección previsto en la legislación ambiental y mediante las medidas de cumplimiento obligatorio que los demás pobladores del territorio nacional(USA)


2.
Los pueblos indígenas tienen derecho a ser informados (y consultados) de medidas  que puedan afectar su medioambiente, incluyendo información que asegure su efectiva participación en acciones y decisiones de política que puedan afectarlo.


2.
Los indígenas tienen derecho a tener acceso sin discriminación alguna a la información relativa a riesgos ambientales, así como a participar en la formulación de las normas públicas relacionadas con el medio ambiente(USA)


3.
Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar, restaurar, (aprovechar) y proteger su medioambiente, y la capacidad productiva de sus [tierras], [territorios] y recursos.


3.
Como parte del manejo de sus propias tierras, las pueblos indígenas podrán regular las condiciones ambientales conforme a las normas estatales aplicables, y podrán participar en la formulación y ejecución de los programas gubernamentales de conservación que se pongan en práctica con respecto a esas [tierras]. (USA)


4.
Los pueblos indígenas tienen derecho de participar plenamente en la formulación, planeamiento, ordenación y aplicación de programas (y políticas) gubernamentales para la conservación (y el aprovechamiento) de sus [tierras], [territorios] y recursos.


4.
Se insta a los Estados a tomar medidas para ayudar a las pueblos indígenas a preservar el medio ambiente, y deberían proporcionarles un acceso sin discriminación a los programas generalmente ofrecidos para los fines de la protección ambiental. (USA)

4.
Los Estados harán los mayores esfuerzos por eliminar en las comunidades indígenas las condiciones de salubridad que estén por debajo de las normas mínimas aceptadas internacionalmente. (Canadá) 

5.
Los pueblos indígenas tendrán derecho a asistencia de sus Estados con el propósito de proteger el medioambiente, y podrán recibir asistencia de organizaciones internacionales, (de conformidad con los trámites establecidos en las legislaciones nacionales).


6.
Los Estados prohibirán y castigarán, e impedirán en conjunto con las autoridades indígenas, la introducción, abandono, o depósito de materiales o residuos radioactivos, sustancias y residuos tóxicos, en contravención de disposiciones legales vigentes; así como la producción, introducción, tránsito, posesión o uso de armas químicas, biológicas o nucleares, en áreas indígenas, (La Presidencia propone incluir una referencia al tema de tráfico de drogas, y al paso, tenencia o tráfico de precursores químicos).

El National Congress of American Indians propuso reformar el artículo 13, párrafo 6 del proyecto de declaración modificando la expresión “en contravención de disposiciones legales” por la de “a menos que se haya obtenido el consentimiento libre y fundado de los pueblos indígenas”.


7.
Cuando el Estado declare que un territorio indígena debe ser área protegida, y en el caso de [tierras] y [territorios] [bajo reclamo potencial o actual] por pueblos indígenas, y de [tierras] sujetas a condiciones de reserva de vida natural, las áreas de conservación no deben ser sujetas a ningún desarrollo de recursos naturales sin el [consentimiento informado y] la participación (informada) de los pueblos interesados.  

“Cuando el Estado considere establecer un área protegida en un territorio indígena, o cerca del mismo, reconocido legalmente o bajo reclamo, el Estado deberá obtener el consentimiento libre y fundado de los pueblos indígenas afectados antes de autorizar o llevar a cabo dicha propuesta.  Las áreas protegidas no deberán estar sujetas al desarrollo de recursos naturales sin el consentimiento libre y fundado de los pueblos indígenas afectados. (National Congress of American Indians)


Los pueblos indígenas tienen el derecho a declarar sus territorios, en su totalidad o en parte, como áreas protegidas de propiedad de los indígenas y administradas por ellos y el Estado deberá reconocer y respetar dicha decisión.” (National Confress of American Indians)

SECCIÓN CUARTA.  DERECHOS ORGANIZATIVOS Y POLÍTICOS

Artículo XIV.
Derechos de asociación, reunión, libertad de expresión y pensamiento

1.
Los pueblos indígenas tienen los derechos de asociación, reunión y expresión de acuerdo a sus valores, usos, costumbres, tradiciones ancestrales, creencias y religiones, (de conformidad con las respectivas legislaciones nacionales) (y teniendo en cuenta los instrumentos internacionales en la materia).

En cuanto a las propuestas específicas de modificación de artículos del proyecto de declaración, el National Congress of American Indians, la Ameridian Peoples Association of Guyana and the Toledo Maya Cultural Council, y el Upper Sioux Community propusieron en relación al artículo 14 que la primera frase del párrafo 1 leyera: “pueblos e individuos indígenas”.


1.
Los indígenas tienen derecho a la libertad de asociación, reunión, opinión y expresión. (USA)

2.
Los pueblos indígenas tienen el derecho a reunirse y al uso por ellos de sus espacios sagrados y ceremoniales, así como el derecho a mantener contacto pleno y actividades comunes con sus miembros que habiten el territorio de Estados vecinos, (observando las normas estatales de control de fronteras).


2.
En los casos en los cuales una misma población indígena esté establecida en el territorio de dos o más Estados, éstos deben realizar esfuerzos razonables, sin perjuicio de su orden público, seguridad y defensa, o de las medidas necesarias para prevenir actividades criminales o ilícitas, para preservar la comunicación, la cooperación y el intercambio tradicionales entre las personas pertenecientes a la población de que se trate. (CJI)

2.
Los pueblos indígenas tienen el derecho a reunirse y al uso de sus espacios sagrados y ceremoniales, sujeto a los derechos existentes de terceros.  Además tienen el derecho de mantener y establecer contactos y relaciones y realizar actividades con sus miembros y con otros pueblos indígenas, a través de fronteras, los cuales podrán estar sujetos a las normas de inmigración y aduaneras razonables y no discriminatorias.  (Canadá)


2.
Los indígenas tienen derecho a mantener pleno contacto y a llevar a cabo actividades en común con los sectores y miembros de sus grupos éticos que habiten en el territorio de Estados vecinos, sujeto al cumplimiento sin discriminación de las leyes aduaneras y de inmigración. (USA)

“Los pueblos e individuos indígenas tienen el derecho al uso de sus espacios sagrados y ceremoniales, así como el derecho a establecer y mantener sin discriminación, contacto libre y pacífico con otros pueblos e individuos indígenas que habiten en los territorios de los Estados vecinos o a través de sus fronteras”. (National Congress of American Indians, Ameridian People Association of Guyana, Toledo Maya Cultural Council, y el Upper Sioux Community)

Artículo XV.
[Derecho al autogobierno]


1.
[Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar libremente (sus formas tradicionales de asociación comunal,) (su status político) y promover libremente su desarrollo económico, social, espiritual y cultural, y consecuentemente tienen derecho a (participar en el manejo de sus instituciones específicas) [la autonomía o autogobierno] en lo relativo a, inter-alia, cultura, religión, educación, información, medios de comunicación, salud, habitación, empleo, bienestar social, actividades económicas, administración de tierras y recursos, medio ambiente e ingreso de no-miembros; así como a determinar los recursos y medios para financiar estas funciones autónomas.]


1.
Los Estados deberían reconocer, cuando corresponda y basándose en un proceso equitativo y abierto, una amplia autonomía para que los pueblos indígenas manejen sus asuntos locales o internos, incluidos los asuntos sociales, económicos y culturales.  Se insta a los Estados a que hagan uso de los pueblos indígenas para suministrar servicios sociales y económicos a las sociedades indígenas. (USA)

“Los pueblos indígenas tienen el derecho de libre determinación.  En virtud de este derecho podrán determinar libremente su status político y procurar libremente su desarrollo económico, social, espiritual y cultural.  Como una forma específica de ejercicio de su derecho de libre determinación, tienen el derecho a la autonomía y al auto-gobierno con relación a, inter alia, la cultura, religión, educación, información, medios de comunicación, salud, vivienda, empleo, bienestar social, actividades económicas, manejo de recursos naturales y de la tierra, del medio ambiente y el ingreso de no-miembros; y para determinar las formas y medios para financiar estas funciones autónomas.” (National Congress of American Indians, Ameridian People Association of Guyana y Toledo Maya Cultural Council, y Upper Sioux Community)

*  Nota de la Presidencia: Esta cuestión (párrafo 1) depende de la suerte que tenga la sección sobre definiciones.


2.
Los pueblos indígenas tienen el derecho de participar sin discriminación, si así lo deciden, en la toma de decisiones, a todos los niveles, con relación a asuntos que puedan afectar sus derechos, vidas y destino.  Ello podrán hacerlo directamente o a través de representantes elegidos por ellos de acuerdo a sus propios procedimientos.  Tendrán también el derecho a mantener y desarrollar sus propias instituciones indígenas de decisión; y a igualdad de oportunidades para acceder y participar en todos las instituciones y foros nacionales.

2.
Los indígenas tienen derecho a participar, en condiciones de igualdad con los demás ciudadanos, en todos los foros nacionales, incluidas las elecciones locales, provinciales y nacionales.  En aquéllos casos en que una decisión o medida normativa del Estado vaya a tener un efecto directo sobre la propiedad, derechos u otros intereses indígenas, se insta a los Estados a brindar a los pueblos indígenas o a sus representantes la oportunidad de ser escuchados al respecto. (USA)

Artículo XVI.
Derecho indígena

1.
El derecho indígena deberá ser reconocido como parte [del orden jurídico y] del marco de desenvolvimiento social y económico de los Estados. 


1.
El derecho de los pueblos indígenas deberá ser reconocido como parte del orden jurídico y del marco de desenvolvimiento social, económico y el carácter plural en los Estados.  (México)


1.
El derecho indígena debería ser reconocido como parte integral de los sistemas jurídicos del Estado y como marco para el desarrollo social y económico de los pueblos indígenas. (USA)

1.
El derecho indígena deberá ser tomado en cuenta al momento de adoptar las decisiones que involucren a los pueblos indígenas.  (Argentina)


1.
El derecho de los pueblos indígenas deberá ser reconocido como parte del orden jurídico nacional y del marco de desenvolvimiento económico y social de los Estados, siempre que éstos no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional o con los derechos humanos internacionalmente reconocidos.  (Guatemala)


2.
Los pueblos indígenas tienen el derecho de mantener y reforzar sus sistemas (jurídicos) (normativos), y de aplicarlos en los asuntos internos en sus comunidades, incluyendo los sistemas relacionados con asuntos como la resolución de conflictos, en la prevención del crimen y en el mantenimiento de la paz y armonía.

2.
Los Estados, cuando corresponda, deberían tomar medidas para aumentar la capacidad de los pueblos  indígenas para preservar y fortalecer sus propios sistemas jurídicos en lo que respecta a sus asuntos internos, incluido el control de la propiedad inmueble y los recursos .naturales, la resolución de disputas dentro de los pueblos  indígenas y entre ellas, el cumplimiento de la ley, el mantenimiento de la paz y armonía internas. (USA)


“Las decisiones oficiales, disposiciones y acciones de las instituciones indígenas serán plenamente reconocidas, respetadas y observadas por las instituciones del Estado”. (National Congress of American Indians, Ameridian People Association of Guyana, Toledo Maya Cultural Council, y  Upper Sioux Community)

*  Nota:  La propuesta de Estados Unidos tiene como objeto consolidar los párrafos 2 y 3.


3.
En la jurisdicción de cada Estado, los asuntos referidos a personas indígenas o a sus intereses, serán conducidos de manera tal de proveer el derecho a los indígenas de plena representación con dignidad e igualdad  frente a la ley.  [Ello (puede incluir) (incluirá) la observancia del derecho y costumbre indígena y, de ser necesario, (en procedimientos penales,) (el uso de) (interpretación en) su lengua. Venezuela propone eliminar la segunda parte del párrafo.

Artículo XVII.
(Incorporación nacional de los sistemas legales y organizativos indígenas)  (Derecho de los pueblos indígenas de acceder a la jurisdicción del Estado) (Incorporación en las instituciones nacionales de las prácticas tradicionales de los pueblos indígenas)


1.
Los Estados facilitarán la (incorporación) (inclusión), cuando sea posible en sus estructuras (nacionales) (organizativas), de instituciones y prácticas tradicionales de las pueblos indígenas, en consulta y con el consentimiento de dichos pueblos.


1.
Los Estados deberían facilitar la inclusión dentro de sus estructuras organizativas nacionales, cuando corresponda, de las instituciones y prácticas tradicionales de los pueblos indígenas. (USA)

2.
Las instituciones relevantes de cada Estado que sirvan a los pueblos indígenas, (serán) (serían) diseñadas en consulta y con la participación de los pueblos interesados para reforzar y promover la identidad, cultura, tradiciones, organización y valores de esos pueblos.


2.
Las instituciones de cada Estado serán diseñadas o actualizadas en consulta con los pueblos indígenas, garantizando así su acceso a la jurisdicción del Estado.  (México)

2. Se insta a los Estados a que faciliten, en las regiones predominantemente indígenas, la formulación y establecimiento de instituciones que reflejen y fortalezcan la identidad, cultura y organización de esas poblaciones, a fin de promover la participación indígena. (USA)

 
Finalmente, con relación al artículo 17, señalaron que el párrafo 2 debía también asegurar que “no se podrán adoptar decisiones directamente relacionadas con sus derechos e intereses sin su libre e informado consentimiento”. (National Congress of American Indians, Ameridian People Association of Guyana y Toledo Maya Cultural Council, y el Upper Sioux Community)

SECCIÓN QUINTA.  DERECHOS SOCIALES, ECONÓMICOS Y DE PROPIEDAD

Artículo XVIII.
Formas tradicionales de propiedad [y supervivencia cultural].  Derecho a tierras y territorios 

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento legal de las modalidades y formas diversas y particulares de su posesión, dominio, y disfrute de [territorios] y propiedad, (con base al ordenamiento jurídico de cada Estado).


1.
Los Estados deberían respetar la cultura y los valores de los pueblos indígenas y las relaciones especiales que existen entre dichas sociedades y sus tierras y sus intereses en ellas, incluidos los usos tradicionales tales como el cultivo de la subsistencia. (USA)


1.
Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento legal de la posesión colectiva e individual y al control y disfrute de sus tierras, de acuerdo a lo estipulado en la legislación del Estado, así como al uso de aquéllas a los cuales hayan tenido igualmente acceso para realizar sus actividades tradicionales y de sustento.  (México; esta redacción consolidaría los párrafos 1 y 2)


2.
(De acuerdo con las legislaciones nacionales pertinentes) Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento de su propiedad y de los derechos de dominio con respecto a las tierras, territorios y recursos que han ocupado (tradicionalmente) (históricamente), así como al uso de aquéllos a los cuales hayan tenido igualmente acceso para realizar sus actividades tradicionales y de sustento.


2.
Los Estados deberían reconocer formas de propiedad social de la tierra, que reflejen sistemas indígenas de tenencia de la tierra. (USA)

2.
De acuerdo con las legislaciones nacionales específicas, los pueblos indígenas tienen el derecho permanente, exclusivo, inalienable, imprescriptible, inembargable e intransferible a la posesión, propiedad, y uso de las tierras que ocupen tradicionalmente, así como al uso de las tierras a las que tradicionalmente han tenido acceso para la realización de sus actividades tradicionales y de sustento.  (Brasil; esta redacción consolidaría los párrafos 2 y 3)


3.
i)
Sujeto a lo prescripto en 3.ii.), cuando los derechos de propiedad y uso de los pueblos indígenas surgen de derechos preexistentes a la existencia de los Estados, éstos deberán reconocer dichos títulos como permanentes, exclusivos, inalienables, imprescriptibles e inembargables. 



ii)
Dichos títulos serán sólo modificables de común acuerdo entre el Estado y el pueblo indígena respectivo con pleno conocimiento y comprensión por éstos de la naturaleza y atributos de dicha propiedad.



iii)
Nada en 3.i debe interpretarse en el sentido de limitar el derecho de los pueblos indígenas para atribuir la titularidad dentro de la comunidad de acuerdo con sus costumbres, tradiciones, usos y prácticas tradicionales; ni afectará cualquier derecho comunitario colectivo sobre los mismos. 


4.
Los pueblos indígenas tienen derecho a un marco legal efectivo de protección de sus derechos sobre recursos naturales en sus tierras, inclusive sobre la capacidad para usar, administrar, y conservar dichos recursos, y con respecto a los usos tradicionales de sus tierras, y sus intereses en tierras y recursos, como los de subsistencia.


4
Los Estados deberían proporcionar un marco legal efectivo para la protección de los derechos de los pueblos indígenas, en lo que respecta a sus recursos naturales en sus tierras, incluida su capacidad para usar, administrar y conservar tales recursos, tales como los de subsistencia. (USA)


“Sus tierras, territorios y recursos naturales, inclusive la capacidad de usarlos, administrarlos y conservarlos; y con respecto a los usos tradicionales de sus tierras, territorios y recursos, como los de subsistencia”.  (National Congress of American Indians, Upper Sioux Community, Ameridian People Association of Guyana y the Toledo Maya Cultural Council )


5.
[En caso de pertenecer al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo, o que tenga derechos sobre otros recursos existentes sobre las tierras, los Estados deberán establecer o mantener procedimientos para la participación de los pueblos interesados en determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección, planeamiento o explotación de los recursos existentes en sus tierras.  Los pueblos interesados deberán participar en los beneficios que reporten tales actividades, [[y percibir indemnización sobre bases no menos favorables que el estándar del derecho internacional], por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades. ]] Argentina propone se elimine la última parte del párrafo.  


Venezuela propone se elimine el párrafo por completo.  Brasil propone la supresión de la referencia a la indemnización sobre bases no menos favorables que el estándar del derecho internacional.


5.
En situaciones en que el Estado se reserva la propiedad de recursos minerales o del subsuelo, o bien derechos sobre otros recursos pertenecientes a las tierras en posesión de sociedades indígenas, los Estados debieran establecer procedimientos de consulta con ellas antes de emprender o autorizar cualquier programa para la explotación de tales recursos.  Cuando fuese posible, los pueblos indígenas deberían beneficiarse de estas actividades y recibir una compensación justa por cualesquiera daños sufridos como consecuencia. (USA)

 
“Los pueblos indígenas tienen el derecho a determinar y elaborar prioridades y estrategias para el desarrollo o la utilización de sus tierras, territorios y otros recursos, inclusive el derecho a pedir que los estados obtengan su consentimiento libre e informado antes de aprobar proyecto alguno que afecte sus tierras, territorios y otros recursos, en especial en lo relacionado con el desarrollo, la utilización o la explotación de recursos minerales, acuíferos u otros.  Se otorgará indemnización por toda actividad o medida de esa índole y se tomarán medidas para mitigar los impactos adversos en lo ambiental, económico, social, cultural o espiritual.” (National Congress of American Indians, Upper Sioux Community, Ameridian People Association of Guyana y the Toledo Maya Cultural Council )


6.
A menos que justificadas circunstancias excepcionales de interés público lo hagan necesario, los Estados no podrán trasladar o reubicar a pueblos indígenas, sin el consentimiento libre, genuino, público e informado de dichos pueblos; [y en todos los casos con indemnización previa y] el inmediato reemplazo por tierras adecuadas de igual o mejor calidad, e igual status jurídico; y garantizando el derecho al retorno si dejaran de existir las causas que originaron el desplazamiento. 

6.
Se insta a los Estados a evitar el traslado de sociedades indígenas.  Como regla general, debería obtenerse el consentimiento libre e informado de dichos pueblos, antes de ser trasladadas de sus tierras.  Cuando no pueda obtenerse dicho consentimiento, tales desplazamientos deberían tener lugar sólo en circunstancias excepcionales y de acuerdo con los procedimientos pertinentes que establezcan las leyes y reglamentaciones nacionales.  Cuando los pueblos indígenas hayan abandonado sus tierras, deberá brindárseles la oportunidad de volver a las mismas si dejaran de existir las causas que originaron el desplazamiento. (USA)


“Los pueblos indígenas no podrán ser sacados por la fuerza de sus tierras o territorios.  No se realizará ninguna reubicación sin el consentimiento libre e informado de los pueblos indígenas en cuestión y tras acuerdo sobre la indemnización justa y equitativa y, cuando fuere posible, con la opción de poder retornar.” (National Congress of American Indians, Upper Sioux Community, Ameridian People Association of Guyana y the Toledo Maya Cultural Council )


7.
[Los pueblos indígenas tienen derecho a la restitución de las tierras, territorios y recursos de los que han tradicionalmente sido propietarios, ocupado o usado, y que hayan sido confiscados, ocupados, usados o dañados; o de no ser posible la restitución, al derecho de indemnización sobre una base no menos favorable que el estándar de derecho internacional.]  Argentina, apoyada por Venezuela, y Brasil propone que se elimine este párrafo.


“Se les proporcionará tierras de igual valor y calidad; si esto no fuere posible, los pueblos afectados tienen el derecho a recibir indemnización en términos no menos favorables que el estándar del derecho internacional.” (National Congress of American Indians, Upper Sioux Community, Ameridian People Association of Guyana y the Toledo Maya Cultural Council )


Estados Unidos propone cuatro nuevos párrafos: (USA)


Los Estados deberían respetar la seguridad física de los pueblos indígenas.  Durante períodos de conflicto armado, los Estados podrán requerir la evacuación total o parcial de pueblos indígenas cuando la seguridad de la población o razones militares imperativas así lo exijan


Los Estados deberían proteger el derecho de los indígenas a la propiedad, desarrollo y disfrute de sus tierras, y a tener intereses en las mismas, en la misma medida que otros individuos.


Los Estados deberían proteger a los individuos indígenas y sus pueblos en lo que respecta al uso y ocupación de sus tierras.  Si sus tierras tomadas por el Estado, ello deberá ser con un propósito público y pagándose un monto equitativo.  Los Estados deberían considerar la posibilidad de llegar a un acuerdo negociado, incluida la devolución de la tierra según corresponda, cuando la ley no disponga lo contrario.


Los Estados deberían establecer multas y mecanismos de cumplimiento para proteger las tierras de individuos y pueblos indígenas contra intrusión y usos no autorizados.


8.
Los Estados tomarán medidas de todo tipo, [inclusive el uso de mecanismos de ejecución de la ley], para prevenir, impedir y sancionar en su caso, toda intrusión o uso de dichas tierras por personas ajenas no autorizadas para arrogarse posesión o uso de las mismas.  [Los Estados darán máxima prioridad a la demarcación y reconocimiento de las propiedades y áreas de uso indígena.] 

Artículo XIX.
Derechos laborales

1.
Los pueblos (y las personas) indígenas tienen derecho al pleno goce de los derechos y garantías reconocidos por la legislación laboral internacional y nacional (que hayan sido reconocidas por los Estados), y a medidas especiales, para corregir, reparar y prevenir la discriminación de que (sean objeto) (hayan sido objeto históricamente).


1.
Los indígenas tienen derecho a que no se les imponga ninguna condición discriminatoria en cuanto a trabajo, empleo, salario u otras prestaciones conexas. (USA)

Propuesta de Canadá:


Las personas indígenas gozarán de todos los derechos establecidos conforme al derecho laboral internacional y nacional aplicable.  Los Estados deben adoptar medidas inmediatas y eficaces para garantizar que los niños indígenas estén protegidos contra las peores formas de explotación laboral.


Las personas indígenas tienen el derecho de no estar sujetos a condiciones discriminatorias en materia laboral, de empleo o salarial.


2.
En la medida en que no estén protegidos eficazmente por la legislación aplicable a los trabajadores en general,  los Estados tomarán las medidas especiales que puedan ser necesarias a fin de:


a)
proteger eficazmente a trabajadores y empleados miembros de las comunidades indígenas para su contratación y condiciones de empleo justas e igualitarias;


b)
mejorar el servicio de inspección del trabajo y aplicación de normas en las regiones, empresas o actividades laborales asalariadas en las que tomen parte trabajadores o empleados indígenas;


c)
garantizar que los trabajadores indígenas:


i)
gocen de igualdad de oportunidades y de trato en todas las condiciones del empleo, en la promoción y en el ascenso; y otras condiciones estipuladas en  el derecho internacional;


ii)
gocen del derecho de asociación (para fines lícitos), derecho de dedicarse libremente  a las actividades sindicales, (para fines lícitos,) y derecho a concluir convenios colectivos con empleadores u organizaciones de trabajadores;



iii)
a que no estén sometidos a hostigamiento racial, sexual o de cualquier otro tipo;



iv)
que no estén sujetos a sistemas de contratación coercitivos, incluidas la servidumbre por deudas o toda otra forma de servidumbre, tengan éstas su origen en la ley, en la costumbre o en un arreglo individual o colectivo, que adolecerán de nulidad absoluta en todo caso;



v)
que no estén sometidos a condiciones de trabajo peligrosas para su salud y seguridad personal;

vi)
que reciban protección especial cuando presten sus servicios como trabajadores estacionales, eventuales o migrantes, así como cuando estén contratados por contratistas de mano de obra de manera que reciban los beneficios de la legislación y la práctica nacionales, los que deben ser acordes con normas internacionales de derechos humanos establecidas para esta categoría de trabajadores, y

vii)
así como que sus empleadores estén plenamente en conocimiento acerca de los derechos de los trabajadores indígenas según la legislación nacional y normas internacionales, y de los recursos y acciones de que dispongan para proteger esos derechos.


2.
Los indígenas deberían tener derecho a medidas especiales, cuando las circunstancias así lo exijan,  a fin de corregir, reparar y prevenir la discriminación de la cual puedan haber sido objeto históricamente. (USA)

Artículo XX.
Derechos de propiedad intelectual

1.
Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento y a la plena propiedad, control y la protección de su patrimonio cultural, artístico, espiritual, tecnológico y científico (y biogenético), y a la protección legal de su propiedad intelectual a través de patentes, marcas comerciales, derechos de autor y otros procedimientos establecidos en la legislación nacional [; así como medidas especiales para asegurarles estatus legal y capacidad institucional para desarrollarla, usarla, compartirla, comercializarla, y legar dicha herencia a futuras generaciones. ]  Venezuela, apoyada por México, propone eliminar la última parte. 


1.
Los indígenas tienen derecho a solicitar y a recibir, sin discriminación, la protección legal de su propiedad intelectual a través de marcas, patentes, derechos de autor y otros procedimientos según los establece la legislación nacional. (USA)


1.
Los pueblos indígenas, y las personas que las integran, tienen el derecho a beneficiarse del régimen de la propiedad intelectual en las mismas condiciones que la población en general.  Para ello, el Estado debe efectuar todos los esfuerzos razonables para proteger los derechos de propiedad intelectual de la población indígena y las personas que las integran, y evitar que terceros abusen en su propio beneficio de la falta de familiaridad de los pueblos indígenas con el régimen de la propiedad intelectual.  (CJI) 


2.
Los pueblos indígenas tienen derecho a controlar y desarrollar sus ciencias, (y) tecnologías, (y recursos genéticos) incluyendo sus recursos humanos y genéticos [en general, semillas, medicina, conocimientos de vida animal y vegetal, diseños y procedimientos originales](, de conformidad con la respectiva legislación nacional). México propone la eliminación del texto entre corchetes.


3.
Los Estados tomarán las medidas apropiadas para asegurar la participación de los pueblos indígenas en la determinación de los derechos enumerados en los párrafos 1 y 2.

Artículo XXI.
(Derecho al desarrollo)  (Desarrollo económico)

1.
Los Estados reconocen el derecho de los pueblos indígenas a decidir (de manera autónoma)  [democráticamente] respecto a los valores, objetivos, prioridades y estrategias que (orienten) (presidirán y orientarán) su desarrollo [, aún cuando los mismos sean distintos a los adoptados por el Estado nacional o por otros segmentos de la sociedad].  Los pueblos indígenas tendrán derecho sin discriminación alguna a obtener medios adecuados para su propio desarrollo. [de acuerdo a sus preferencias y valores, y de contribuir a través de sus formas propias, como sociedades distintivas, al desarrollo nacional y a la cooperación internacional]. 

1.
Los Estados deberían adoptar medidas razonables para efectuar consultas con los pueblos indígenas al considerar políticas públicas para el desarrollo económico de tierras o regiones indígenas, o programas que vayan a afectar a las condiciones de vida u otros intereses legítimos de tales sociedades. (USA)


2.
Salvo que circunstancias excepcionales así lo justifiquen en el interés público, los Estados tomarán las medidas necesarias para que las decisiones referidas a todo plan, programa o proyecto que afecte derechos o condiciones de vida de los pueblos indígenas, no sean hechas sin [el consentimiento y] (la)  participación libre e informada de dichos pueblos, a que se reconozcan sus preferencias al respecto y a que no se incluya provisión alguna que pueda tener como resultado efectos negativos para dichos pueblos. 


3.
[Los pueblos indígenas tienen derecho a restitución e indemnización sobre base no menos  favorable al estándar del derecho internacional por cualquier perjuicio, que pese a los anteriores recaudos, la ejecución de dichos planes o propuestas pueda haberles causado; y a que se adopten medidas para mitigar impactos adversos ecológicos, económicos, sociales, culturales o espirituales.]  Argentina, apoyada por Brasil, propone la eliminación de este párrafo.

[SECCIÓN SEXTA.  PROVISIONES GENERALES
México propone la eliminación de toda esta sección

[Artículo XXII.
Tratados, Actos, acuerdos y arreglos constructivos

Los pueblos indígenas tienen el derecho al reconocimiento, observancia y aplicación de los tratados, convenios y otros arreglos (vigentes) que puedan haber concluido con los Estados o sus sucesores y [actos históricos], de acuerdo a su espíritu e intención; y a que los Estados honren y respeten dichos Tratados, Actos, convenios y arreglos constructivos, así como los [derechos históricos] que emanen de ellos.  [Los conflictos y disputas que no puedan ser resueltos de otra manera serán sometidos a órganos competentes nacionales.]]


“Los pueblos indígenas tienen derecho a que los tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos concertados con los Estados o sus sucesores sean reconocidos, observados y aplicados según su espíritu y propósitos originales y a que los Estados acaten y respeten esos tratados, acuerdos y arreglos. Las controversias que no puedan arreglarse de otro modo serán sometidas a los órganos internacionales competentes por todas las partes interesadas.” (Darwin Hill, Poblaciones Indígenas)

Los Estados deberían tomar todas las medidas necesarias, conforme a su legislación interna, a fin de cumplir con las obligaciones adquiridas para con los pueblos indígenas en tratados y otros acuerdos negociados con ellas y, cuando así corresponda, establecer procedimientos para la resolución de conflictos, originados por tales tratados y acuerdos, de conformidad con  principios de igualdad y justicia.  (USA)


Los pueblos indígenas tienen derecho al reconocimiento, observancia y aplicación de los tratados, convenios y otros arreglos que puedan haber concluido con los Estados o sus sucesores, de conformidad con su espíritu e intención, y hacer que los mismos sean respetados y observados por los Estados.  (Brasil)

Artículo XXIII.


Nada en este instrumento puede ser interpretado en el sentido de excluir o limitar derechos presentes o futuros que los pueblos indígenas pueden tener o adquirir.


Nada de lo que contiene la presente Declaración podrá interpretarse como un menoscabo o eliminación de los derechos de los individuos o pueblos indígenas. (USA)

Artículo XXIV.


Los derechos reconocidos en esta Declaración constituyen el mínimo estándar para la supervivencia, dignidad y bienestar de los pueblos indígenas de las Américas. 

Artículo XXV.


Nada en esta Declaración implica otorgar derecho alguno a ignorar las fronteras de los Estados.

[Artículo XXVI.


Nada en la presente Declaración implica o puede ser interpretado como permitiendo cualquier actividad contraria a los propósitos y principios de la Organización de los Estados Americanos, incluyendo la igualdad soberana, la integridad territorial y la independencia política de los Estados.]

Brasil y México proponen la supresión del Artículo XXVI.

[Artículo XXVII.
Implementación

La Organización de los Estados Americanos y sus órganos, organismos y entidades, en particular el Instituto Indigenista Interamericano y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, deberán promover el respeto y aplicación plena de las provisiones de esta Declaración.]

Argentina, Brasil y México proponen la eliminación de este artículo.

Propuesta de Brasil de nuevo párrafo:


“La naturaleza y el alcance de las medidas que deberán ser tomadas para dar cumplimiento a la presente Declaración deberán ser determinadas con flexibilidad, teniéndose en cuenta las condiciones particulares de cada país.”

Anexo II

AG/RES. 1708 (XXX-O/00)

“Proyecto de Declaración Americana sobre los
Derechos de las Poblaciones Indígenas”

(Aprobada en la primera sesión plenaria,

celebrada el 5 de junio de 2000)


LA ASAMBLEA GENERAL,


RECORDANDO sus resoluciones AG/RES. 1022 (XIX-O/89), AG/RES. 1479 (XXVII-O/97), AG/RES. 1549 (XXVIII-O/98) y AG/RES. 1610 (XXIX-O/99);


TENIENDO EN CUENTA las Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA, aprobadas por el Consejo Permanente mediante su resolución CP/RES. 759 (1217/99); 


CONVENCIDA que la adopción de una declaración sobre los derechos de las poblaciones indígenas fortalecerá el reconocimiento, la promoción y la protección de los derechos de éstas y contribuirá al desarrollo de actividades pertinentes de la Organización de los Estados Americanos en esa esfera;


CONSIDERANDO que, en cumplimiento de la resolución AG/RES. 1610 (XXIX-O/99), el Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de las Poblaciones Indígenas, se reunió del 8 al 12 de noviembre de 1999; y


HABIENDO EXAMINADO el informe del Presidente del Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de las Poblaciones Indígenas (GT/DADIN/doc.5/99),

RESUELVE:


1.
Solicitar al Consejo Permanente que renueve el mandato al Grupo de Trabajo para que continúe la consideración del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de las Poblaciones Indígenas y celebre, por lo menos, una segunda reunión antes de su trigésimo primer período ordinario de sesiones, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto y otros recursos.


2.
Recomendar al Grupo de Trabajo que mantenga las modalidades acordadas para una adecuada participación de representantes de comunidades indígenas, en sus labores, con el propósito de que sus observaciones y sugerencias puedan ser consideradas.


3.
Solicitar al Instituto Indigenista Interamericano y al Comité Jurídico Interamericano que sigan brindando la asesoría necesaria al Grupo de Trabajo.


4.
Solicitar asimismo a la Secretaría General que dé la difusión necesaria a las labores del Grupo de Trabajo y considere las medidas necesarias para promover una participación más representativa de organizaciones de comunidades indígenas del Hemisferio en el Grupo de Trabajo. 


5.
Solicitar al Consejo Permanente que presente un informe sobre el cumplimiento de la presente resolución a la Asamblea General en su trigésimo primer período ordinario de sesiones.

Anexo III

Reunión Informal
Grupo de Trabajo Encargado de Elaborar el Proyecto
de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas

Washington, D.C., 2 de abril de 2001


La reunión informal contó con la presencia de un co-presidente designado por los pueblos indígenas en la persona del señor Aucan Huilcaman, Líder Mapuche del Consejo de Todas las Tierras, Chile.

La presidencia propone el análisis de los siguiente elementos:

· El informe del Cónclave en Guatemala y sus resultados;

· El informe de la Cumbre Indígena de las Américas;

· La agenda de trabajo de la reunión especial.

· Willie Littlechild, Canadá:


Propone que el informe de la Cumbre Indígena de las Américas se presente el jueves, cuando el Jefe de la Asamblea de las Primeras Naciones,  Matthew Coon Come esté presente.  La presidencia le solicitó que presentara un informe verbal sobre el tema, y que la presentación oficial fuera hecha durante la sesión del jueves 5 de abril al término del análisis del Proyecto de Declaración.

· Dra. Mirna Cuningham, Nicaragua:

Presenta una propuesta de agenda alternativa, la cual es sometida a la consideración de los presentes y aprobada por consenso.


La Agenda adoptada es la siguiente:

1. Los Comentarios sobre el Informe del Presidente del Grupo de Trabajo de 1999.

2. La Participación Indígena:

· Informe del Cónclave en Guatemala y sus resultados,

· La participación durante la Sesión Especial y en otros, incluyendo mecanismos de soporte financiero.

3. Agenda de la Sesión Especial: algunas inquietudes respecto al consenso y al documento de base.

· Presidencia:


Informa que el documento GT/DADIN/doc.1/99 rev. 2,  Proyecto de Declaración, , es el documento de base de esta reunión.  Luego, ofrece la palabra a las delegaciones para abordar los puntos propuestos en la Agenda, en el orden correspondiente:

1.
Comentarios sobre el Informe de la Presidencia (Reunión del Grupo de Trabajo de noviembre de 1999)

· Héctor Huertas, Panamá:


Se considera que las contribuciones y propuestas presentadas en 1999 por los representantes indígenas no fueron introducidas en su totalidad en el informe del Presidente del Grupo de Trabajo durante dicha reunión, Embajador Claude Heller.  En especial, se observa que la parte preambular del Proyecto de Declaración no fue considerada con los representantes indígenas.


Por otra parte, se constata con sorpresa la existencia de artículos de consenso, puesto que en la reunión de 1999 se planteó, que esa era una primera lectura.  Finalmente, en lo que respeta al título de la Declaración, se considera que debería hablarse de “pueblos indígenas” en lugar de “poblaciones”.

· Presidencia:

Informa que no se ha finalizado la discusión sobre el uso de un término oficial en la declaración, “pueblos” o “poblaciones”, y por ello se encuentra entre corchetes y será uno de los temas de la Sesión Especial.


También informa que existe el documento GT/DADIN/doc.9/01, que contiene las propuestas de la Declaración, las posiciones de los Estados y las posiciones de los representantes de pueblos indígenas.  Este documento se hizo para tener una visión global del tema y fue un esfuerzo de la actual presidencia y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).

· Antonio Jacaminajoy, Colombia:


Manifiesta que considera que en la Declaración se deben incluir términos que ahora no están y deben ser usados, como el término “pueblo” y el tema de la libre determinación.  Solicita también que se traslade a los Estados las conclusiones del Cónclave en Guatemala.

· Presidente:


Indica que no se puede hacer modificaciones al informe del Embajador Claude Heller, Presidente de la Reunión de 1999, pues ese no es el mandato que tiene este Grupo de Trabajo.   Informa que se presentó a los Estados el documento preliminar del Cónclave en  Guatemala, pero manifiesta que el documento de Guatemala no es un documento de la Presidencia, es un documento de los pueblos indígenas, y por eso se les solicita que lo presenten durante esta sesión.

· Willie Littlechild, Canadá:


Solicita contar con un documento que compare la propuesta original del Proyecto de Declaración, presentada en 1997 por la CIDH y la que se tiene ahora, debido a que como se presenta en el informe del Presidente de 1999, da lugar a confusiones.


En relación con la discusión entre el uso del término “pueblo” en lugar de “poblaciones” presenta una propuesta que ya ha sido analizada en otros foros.  Haciendo eco a los comentarios que vertió el  Secretario General y la Presidenta de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos respecto a la referencia al Derecho Internacional, considera que es importante retomar algunos aspectos que han sido abordados en las reuniones de la Organización de las Naciones Unidas (ONU).  Finalmente, se hace una referencia a la experiencia de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la cual usó el término “pueblos” en sus inicios para luego dar marcha atrás durante la segunda reunión, pero, ahora se está readoptando.  Eso es, sólo, a manera de ejemplo de la evolución del tema.

· Presidente:


Identifica que la propuesta original de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) utilizaba el concepto “pueblos”.  Igualmente, señala los avances de algunos países en sus constituciones y legislaciones internas.  Finalmente, hace alusión a tres documentos que consignan el término “pueblos”: las Conclusiones y Recomendaciones de la Reunión Preparatoria de la Conferencia Mundial contra el Racismo de Santiago, el Plan de Acción y el Proyecto de Declaración de la  Cumbre de Québec.  Tomando en consideración estos antecedentes y las propuestas que se han escuchado por parte de los representantes de pueblos indígenas, la Presidencia se compromete a hacer una propuesta oficial para que se cambie el título del Proyecto de Declaración y se use el término “pueblo” en lugar del de “Poblaciones”.

· Ferguson Mackay, Asesor Pueblos Indígenas:


Se refiere al Informe del Presidente del Grupo de Trabajo de 1999, señalando que efectivamente existen algunas inexactitudes en el mismo, haciendo notar las inexactitudes respecto al uso del término “poblaciones” y no “pueblos” en las intervenciones de los representantes indígenas. Señala que las propuestas de los indígenas deberían estar, en este documento bien recogidas, y eso es importante, pues son declaraciones escritas que fueron presentadas a la Secretaría.  Apoya la propuesta de utilizar el término “pueblos” en lugar de “poblaciones”.  Asimismo, solicita que las declaraciones de los indígenas sean incluidas en el Informe Final en forma oportuna, puesto que en la última reunión quedaron aisladas, mientras que las declaraciones de los gobiernos fueron presentadas en un anexo por separado.  Solicita que se haga un esfuerzo por incluir las propuestas de los gobiernos y de los indígenas en un mismo documento, para que, se pueda realizar un buen ejercicio de comparación.  Sugiere conformar un Comité de Amigos del Presidente para revisar el informe antes  de presentarlo públicamente, y así evitar algunos errores e inexactitudes mencionados.

· Presidente:


Se compromete a recoger en el Informe de esta presidencia los comentarios de los representantes de pueblos indígenas.  Hace notar que el Informe del Presidente del Grupo de Trabajo de 1999 es un texto que ha sido aprobado y que no puede ser revisado ahora.


Somete a consideración de los Estados la propuesta de crear un Comité de Amigos del Presidente (o Comisión de Estilo). 

· La delegada del Gobierno de Panamá:

Manifiesta que una igualitaria participación entre los gobiernos y los representantes indígenas es fundamental y que la base debe ser un diálogo participativo.  Sobre el uso del concepto “pueblo”, manifiesta que Panamá reconoce en la Constitución y en sus leyes ordinarias este concepto.  El mismo está ligado a la autonomía y derechos colectivos, culturales, sociales, etc., que no atentan contra las leyes de los Estados.  Es importante reconocer la diversidad en la diferencia, la participación plena de los representantes indígenas y que haya consenso con ellos. Apoya la conformación de un Comité de Amigos del Presidente.

· La delegada del Gobierno de Venezuela:

Manifiesta que la República Bolivariana de Venezuela reconoce la utilización del término “pueblos indígenas” en la Constitución, y que este concepto contiene la defensa de la soberanía e integridad del Estado.  Venezuela promoverá en el marco de esta reunión para lograr un documento consensuado que vaya mas allá de la declaración original, pues considera que  a la fecha no hay avances sustantivos consensuales entre los Estados y los representantes indígenas.  Apoya la conformación de un Comité de Amigos del Presidente.

· El delegado del Gobierno de Brasil:


Indica que Brasil apoya y ha hecho una propuesta concreta para la creación de un fondo voluntario para apoyar la participación de los representantes de pueblos indígenas.  Esta propuesta pretende facilitar la participación en el proceso de elaboración del Proyecto de Declaración, en especial de representantes indígenas de países que no desponen de recursos financieros que permitan una representación adecuada.  Informa que en la OEA Brasil presentó una propuesta de elaborar una Convención Interamericana contra la Discriminación racial y que esta, también, tendría efectos importantes sobre los pueblos indígenas.  Se distribuyó la propuesta de Brasil.

· El delegado del Gobierno de Guatemala:


Manifiesta que el uso del término “pueblo” es un punto fundamental en el que se debe avanzar en las dos declaraciones: la Organización de las Naciones Unidas y la Organización de los Estados Americanos.  Para Guatemala no existe ningún problema en utilizar el término “pueblos”, y le preocupa que se quiera utilizar una cláusula similar a la del Convenio 169 ya que limita el significado de la libre determinación.  Guatemala considera que el término “pueblo” implica la libre determinación.  Hace cita de los documentos internacionales en los cuales se destaca el uso de la libre determinación.  Asimismo, cree necesario hacer una distinción con el uso otorgado al término “pueblo” en el contexto de la descolonización; la libre determinación debe ser utilizada fuera de este contexto y entender que esta no conlleva  a la secesión.  La libre determinación debe ser vista a través de un proceso de descentralización y autonomía. La libre determinación es un derecho humano, colectivo, inherente a los pueblos y realizable de manera natural a través del proceso de autonomía y descentralización.  En definitiva, manifiesta que no debe restringirse el ejercicio de la libre determinación.  Antes de una cláusula como la del 169 podríamos buscar una cláusula positiva de la libre determinación; se debe reconocer el derecho de los pueblos a un proceso de descentralización y autonomía, regulado por una normativa que lo regula al interior de los Estados.


La Declaración debe considerarse en su justa dimensión.  No es una legislación internacional vinculante, sino un instrumento para inspirar reformas legales internacionales y/o nacionales pertinentes.  En este sentido, hay muchos ejemplos de declaraciones que dan lugar a convenciones internacionales; es así que la Declaración Universal de los Derechos Humanos dio lugar, posteriormente, a positivar estos derechos en las legislaciones internas.  Sugiere que se elimine del Proyecto de Declaración cualquier referencia o relación a los derechos nacionales de los Estados.  En breve, se insta a superar estos obstáculos y comprender el alcance y naturaleza de toda declaración, sin temor al término “pueblos” ni a los “derechos colectivos de libre determinación” y los “derechos al desarrollo”.

· Serafín Bermúdez, México:

El Proyecto de Declaración es una verdadera iniciativa para generar condiciones de paz en todo el continente, por lo cual se debe escuchar las voces y el  clamor de más de 50 millones de hermanos y hermanas, para que se pueda escribir el primer capítulo de nuestra historia.  En el caso de México ha significado muchas rebeliones, manifestaciones pacíficas y no pacíficas, para exigir respeto a los derechos fundamentales.  Aún, ahora, hay sectores que no quieren reconocer estos derechos, la libre determinación, el concepto de pueblos y el derechos a los territorios.  Presentó tres precisiones:

Considera que la discusión del documento no debe basarse exclusivamente en los discensos.  Entiende que no ha habido ningún consenso, pues no se ha contado con la participación y el consenso de los representantes indígenas.  Por ello propone que se revise todo el documento y que se inicie la discusión sobre temas de fondo tales como: el derecho a la libre determinación, pueblos, territorios y luego pasar al trabajo por capítulos.

Que se cuide la traducción al inglés/español y otros idiomas, para evitar confusiones.

El orden de la participación sugiere que no sean los indígenas los que hablen primero seguido de los Estados, pero que se trate de un diálogo entre todos. Es un derecho inalienable de libre determinación el poder opinar en todos los temas.

· El delegado del Gobierno del Canadá:


Indica que Canadá acepta y utiliza el término “pueblos indígenas”, por lo que apoya la propuesta de enmendar el título de la declaración y espera continuar estos debates en el resto de la reunión.  Está de acuerdo de que debemos ver al futuro pero, también, en que hay un imperativo de realizar algunos cambios, por tanto está de acuerdo en que el Comité de Estilo (Amigos del Presidente) revise esto antes de que sea adoptado.

· El delegado del Gobierno de México:


En México se está produciendo un debate en torno al tema de los derechos de los pueblos indígenas.  El presidente Fox presentó una propuesta al Congreso para que haga cambios, y utilice, entre otros, los conceptos de pueblos indígenas, derecho a la libre determinación y autonomía como parte del Estado mexicano.

· Margarita Gutiérrez, México:


Considera que la evolución de los temas tales como el derecho a la libre determinación o pueblos deben ser recogidas en el texto que se adopte.  Hace un llamado a los demás Estados Miembros  para que sensibilicen su posición y se avance.  Felicita a los que se pronunciaron en torno a la utilización del término “pueblos”.

· Presidente:
Explica la metodología de trabajo y el orden de la participación que había sido cuestionado anteriormente, haciendo referencia al contenido del documento GT/DADIN/doc.5/99.  Enseguida, plantea los acuerdos concretos:

· Posibilitar el Grupo de redacción (Amigos del Presidente).

· Presentar una propuesta para cambiar el título de “población” a “pueblos” y facilitar el diálogo en torno al tema de libre determinación que no aparece en el texto.

Finalmente, se presenta para la consideración la propuesta de Brasil referente a la creación de un fondo voluntario.

2.
Participación

· Marvin Chirix, Guatemala:
Da lectura al documento de conclusiones del  Cónclave en  Guatemala (el cual se anexa al informe).

· Co-presidente:

Considera que la reunión ha empezado de buena manera, pues permite a todos dialogar abiertamente en estos temas.  Se ha recogido la inquietud de retomar el concepto de pueblos indígenas y eso es importante, pues es algo que se había pedido ya que había sido recogido en el borrador original presentado por la CIDH.


Otro tema es el que recogió la delegación de Guatemala sobre aspectos que no se dialogan abiertamente debido a preocupaciones subyacentes, tal como la libre determinación.  Los conceptos de pueblos indígenas y de libre determinación estarán siempre presentes en estos foros.  Este punto de partida nos conduce al tema de la participación, al que siempre nos hemos referido.  El punto de la participación igualitaria referido por Panamá es fundamental.  Los pueblos indígenas deberán tener la oportunidad de decir como deben vivir y no se puede adoptar una declaración sin su participación.  Esto lo ha recogido el Sistema Interamericano de buena forma, a pesar de las dificultades existentes.  El Comité de Amigos del Presidente es importante, pues recogerá todas las opiniones, por difícil que esto sea.

· Héctor Huertas, Panamá:


Se refiere al tema de la participación expresado en el documento del Cónclave.  Solicita que ese documento se anexe a las conclusiones de este evento.  También que se discuta sobre los acuerdos a que se lleguen sobre participación y que esto se institucionalice dentro de las reuniones del Grupo de Trabajo.  Felicita a Brasil por la propuesta de la creación de un fondo voluntario, para lo cual solicita  que se  prevea una participación indígena con una representatividad adecuada, nacional y regional.  En cuanto al Comité de Amigos del Presidente solicita que los delegados de pueblos indígenas participen de forma igualitaria.

· La representante indígena de Honduras:


Se refiere al tema de la consulta y la representatividad.  Considera que no se debe limitar la consulta y que los Estados creen mecanismos que garanticen la más amplia participación.

· Serafín Bermúdez, México:

Frente a la preocupación referente a la participación de la juventud, solicita incluir en la Declaración el tema de los derechos de los jóvenes indígenas de las Américas.

· El delegado del Gobierno de Colombia:

Considera que los conceptos de “pueblos”, “libre determinación” y “territorio” no se pueden concebir en forma excluyente, sino como un todo y analizarlos bien.  Se ha avanzado al reconocer el uso del concepto “pueblo, y cambiar el título de “poblaciones” a “pueblos”.  La utilización del término “pueblos” no significa que debe haber una separación en los Estados, al contrario permite reconocer el propio desarrollo, la cultura y la estructura.  Es la unidad dentro de la diferencia y eso constituye una fortaleza dentro de la sociedad.

· El representante indígena de Venezuela:


Considera que la participación no debe ser en teoría, debe ser real, en vivo y en presencia y no en ausencia.  Eso es lo que se ha tratado de aplicar en el caso de la República Bolivariana, en la nueva Constitución.

· Eduardo Nieva, Argentina: 


Manifiesta su preocupación por el hecho de que algunos representantes de gobiernos no están presente.  Se sabe que no se les puede obligar y que son aquellos que se oponen a algunos alcances que ya se han discutido, incluso en la legislación interna, como es el caso de Argentina.

· Crisolo Izamara, Panamá:

No se debe separar la participación del proceso de difusión del Proyecto de Declaración.  En este proceso se hace necesario un diálogo continuo entre el gobierno y los pueblos indígenas, todo lo cual ayudará a construir relaciones interculturales con respeto a la diversidad y acabará la discriminación.  Invita a los gobiernos a apoyar la financiación de la participación de los representantes de pueblos indígenas, y así poder realizar las consultas dentro de las bases.

· Enrique Moctezuma Moreno, Panamá:

Considera que el solo hecho de reunirse, aunque no estén presentes todos los representantes de gobierno, es importante.  La OEA está, en ese sentido, cumpliendo con su cometido.  Los gobiernos de América Latina tienen una deuda histórica con los pueblos indígenas del hemisferio y algunos han ido avanzando, pero no todos.  Para avanzar se requiere de compromisos entre indígenas y gobiernos.  La participación es sinónimo de diálogo, conversación y entendimiento.  

· Mapuche, Chileno:


Retoma lo planteado por Willie Littlechild en relación a la situación jurídica y constitucional en algunos países.  Cita el ejemplo de Chile en donde no se ha ratificado el Convenio 169, pero que se discute en el Senado, todo lo cual implicará para el gobierno de Chile adoptar el concepto de “pueblo” y “libre determinación”.

· Presidente:


Informa sobre los acuerdos alcanzados: 

-
la creación de un Fondo Voluntario;

-
la constitución de un Grupo de Amigos para apoyar la redacción y se propone que esté constituido por 3 representantes indígenas (del Centro, Sur y Norte América);

-
la presentación como primer punto de la agenda de trabajo del cambio del nombre del título de la Declaración de “poblaciones” a “pueblos”.

· Antonio Jacaminajoy, Colombia:


En relación a la representación, desea que se incluyan algunas solicitudes que se hicieron en Guatemala.  De la propuesta inicial, el documento del Cónclave Indígena, dará algunas opiniones.  Señala algunas aspectos contenidos en la página 5 del documento.  Punto B, 13:  Que se habla de los Estados y no de los Gobiernos.  En el punto C, 14:  no está la propuesta sobre la consulta, y en el punto 15 lo relacionado a concertación.

· El delegado del Gobierno de Estados Unidos:


Manifiesta que este encuentro representa un  momento importante en la OEA y en la relación de ésta con los pueblos indígenas de las Américas.  Tenemos la esperanza de que este sea un Grupo de Trabajo Especial que tome medidas muy positivas en el marco de la promoción y protección de la democracia, fortalecimiento de los derechos humanos y desarrollo económico y prosperidad compartida como la base de cualquier democracia.  Espera que los Estados ausentes participen el próximo día.  Sobre los puntos de consenso, están de acuerdo con utilizar el término “pueblos”, y también quisieran apoyar la creación del Grupo de Amigos para que recoja lo que aquí se diga.  En cuanto al fondo voluntario es importante de analizar y recordar que la OEA tiene muchos fondos, pero no tiene dinero.  En consecuencia se debe analizar seriamente tal iniciativa y evitar de crear un mecanismo en que los Estados evadan su responsabilidad sobre el tema.

· Tony James, Guyana:


Llama  la atención sobre la existencia de pueblos indígenas en el Caribe y que están participando en esta reunión por lo cual se debería tomar en consideración cuando se haga toda distribución geográfica. Los Estados del Caribe representan una parte importante de los Estados Miembros de la OEA y muchos han adoptado en sus constituciones el término “pueblos”. Guyana recientemente enmendó su Constitución en consecuencia.  Instó a que adopten este término y los derechos que esto incluye.

· Alejandra Tonconi, Bolivia:


Manifiesta su preocupación frente a la ausencia de los Estados, mientras que se cuenta con una gran presencia indígena.  Insta a reconsiderar la visión de las comunidades a través de partidos políticos sino que se les considere como pueblos.  Los representantes de mi país no están aquí, reinan por su ausencia y eso es preocupante.  Desea que esto quede en memoria y se tome en cuenta.

· William Barrigón, Panamá:
Sobre el documento del Cónclave, solicita que se hagan cambios de conformidad a la ultima versión, y que ésta sea la versión que circule.

· Presidencia: 

Solicita que SICA entregue el documento final a la Presidencia para su distribución.

· Co-presidencia:
Solicita que se revise la traducción en inglés, pues es imprecisa, un ejemplo es que consigna “poblaciones” y no “pueblos”.

· Paulo Cesar de Oliveira Pankararu, Brasil:

Espera que los progresos alcanzados aquí estén contenidos en el documento final.   Brasil es un país de más de 300,000 indígenas, distribuidos geográficamente de forma diversa.  Espera que el debate en torno a una nueva legislación nacional sobre el tema se enriquezca del debate en la OEA.  Es importante hacer consultas y ampliar el debate con las comunidades indígenas, lo que ha de traducirse en mayores logros, pues al entender lo que se está aprobando se instrumentaliza lo que se consigna.

· Mirna Cuningham, Nicaragua:

Felicita la adopción del término “pueblos”.  Manifiesta que el consenso en cada uno de los artículos permitirá que haya nuevas relaciones entre los gobiernos y los pueblos indígenas.  Asimismo, propone que mañana se incluya en la agenda, empezar a tratar los temas substantivos, pues hay mucho que discutir y saluda la creación de un fondo voluntario, pero que se tome, también, en cuenta la propuesta de Perú, de que los gobiernos asuman el compromiso de financiar algunos participantes directamente.  Finalmente, advierte que en las traducciones, también, debe haber mucho cuidado, debido a los problemas con el uso de “pueblos” y “poblaciones”, para lo cual solicita a la Presidencia apoyo en este sentido.

· Willie Littlechild, Canadá:

Felicita los esfuerzos de la OEA por abrir un nuevo camino de comunicación entre los Estados y los representantes de pueblos indígenas.  En cuanto al tema de la Cumbre Indígena, como dijo el Jefe Mathew Cum, “es nuestra cumbre”, la cumbre de los indígenas de las Américas.  Asistieron a la reunión cerca de 500 representantes indígenas y pudieron tener una teleconferencia con Ginebra y esto fue muy interesante.  Expone los contenidos generales de la Declaración de la Cumbre Indígena, sin entrar en los detalles pues éstos se harán posteriormente en forma verbal y escrita.  Finalmente, manifiesta que se siente muy satisfecho por el diálogo, hoy, realizado entre los Estados.

· Ruth Peñafiel, Ecuador:

Sugiere que se agregue una nueva sección sobre los términos que se van utilizando, que se vaya haciendo una especie de glosario sobre lo que entendemos por cada concepto.

· Presidencia:

· Informa que las definiciones serán abordadas el día de mañana.

· Agradece la participación y el diálogo de altura.

· Informa que el evento está siendo cubierto por la OEA y puesto en el Web Page de la Organización.
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NOTA  EXPLICATIVA


En la sesión celebrada el 6 de febrero de 2001, el Presidente del Grupo de Trabajo encargado de elaborar el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, Embajador Ronalth Ochaeta Argueta, presentó el documento anexo para información de los miembros del Grupo de Trabajo.
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DECLARACIÓN DEL CÓNCLAVE HEMISFÉRICO DE REPRESENTANTES
DE PUEBLOS INDÍGENAS CELEBRADO EN LA CIUDAD DE GUATEMALA
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PREÁMBULO

1.
Considerando las resoluciones AG/RES. 1022 (XIX-O/89), AG/RES. 1479 (XXVII-O/97), AG/RES. 1610 (XXIX-O/99), AG/RES. 1708 (XXX-O/00)  mediante las cuales la Asamblea General resolvió la elaboración  de una Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, la creación de un Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos Consejo Permanente y el establecimiento de mecanismos que permitan una adecuada participación de representantes de los Pueblos Indígenas en las discusiones para hacer observaciones sobre el Proyecto de Declaración.

2.
Considerando las Declaraciones, Convenios y Resoluciones de otros organismos, mecanismos y documentos internacionales tales como: La Segunda Conferencia Mundial Contra el Racismo, La Agenda 21 de la Conferencia Mundial sobre el Medio Ambiente y Desarrollo en Brasil en 1992, el Convenio de Diversidad Biológica, Artículo 8 (j) y las resoluciones de la Conferencia de las partes de ese Convenio, así como, el Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo, particularmente el artículo 6, en las cuales se reconoce el derecho a la plena participación de los Pueblos indígenas en los asuntos que les afecten.

3.
Considerando los  mecanismos de participación existente en el Grupo de Trabajo Intersesional y Abierto para la elaboración de la Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU, así como los del Grupo de Trabajo Intersesional bajo el Convenio de Diversidad Biológica, los cuales, representan avances significativos para asegurar la participación adecuada, plena y efectiva de los pueblos indígenas en la adopción de instrumentos internacionales.

4.
Considerando que el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, en su Recomendación General XXIII, hace un llamado a los Estados Partes a fin de asegurar que los Pueblos Indígenas tengan el derecho de participación plena y efectiva, y que ninguna decisión directamente relacionada a sus derechos e intereses sea tomada sin su consentimiento informado.

5.
Reconociendo y apoyando las nuevas iniciativas y esfuerzos nacionales y las internacionales de la OEA para la adopción del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, así como un mejor mecanismos de participación de los Pueblos y Organizaciones Indígenas en el proceso de elaboración y adopción de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.


6.
Considerando que el presente Cónclave Hemisférico de Representantes Indígenas celebrado en Guatemala observó con preocupación que los actuales procesos de consulta impulsados por el Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la OEA, para la discusión del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, no obstante los progresos alcanzados, aun son insuficientes de acuerdo a las resoluciones de la Asamblea General, los instrumentos y procesos ya establecidos para asegurar una plena y efectiva participación de los Pueblos Indígenas.


7.
Convencidos de la necesidad existente de contribuir a una plena y efectiva participación de los Pueblos Indígenas en los procesos nacionales e internacionales de adopción de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, los participantes en este Cónclave resolvemos hacer recomendaciones al Presidente del Grupo de Trabajo, sobre la participación de los Pueblos Indígenas en el proceso de consulta, discusión  y adopción de la Declaración y al efecto adoptamos el siguiente texto:

LOS PARTICIPANTES DE PUEBLOS Y ORGANIZACIONES INDÍGENAS REUNIDOS EN ESTE CÓNCLAVE POR LO ANTERIOR:


8.
Recomendamos al Presidente del Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos Consejo, y por él encaminar a la Asamblea General de la OEA estos mecanismos para asegurar una  participación plena y efectiva de los Pueblos Indígenas en el proceso de discusión y adopción del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.

A.
AL NIVEL DEL GRUPO DE TRABAJO DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS DEL CONSEJO PERMANENTE:


9.
Que el Grupo de Trabajo adopte  medidas adecuadas en sus sesiones para revisar y asegurar nuevos procesos que aseguren la plena y efectiva participación de los Pueblos Indígenas y sus Organizaciones.


10.
Que el Grupo de Trabajo considere el ejemplo de los mecanismos de participación Indígena que se han establecido en el Grupo de Trabajo abierto e intersesional de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU que está elaborando el Proyecto de Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, considerando los siguientes elementos:

a.
Un comité de enlace de “Amigos del Presidente” que incluye la participación equitativa de representantes de los Pueblos y Organizaciones Indígenas, así como de los Estados.

b.
La discusión y diálogo abierto de los Pueblos y organizaciones Indígenas con los Estados, sin límite o condición a la participación Indígena.

c.
El requisito de consenso entre Estados y Pueblos Indígenas y sus Organizaciones antes que cualquier artículo de dicho Proyecto de Declaración sea aprobado.

d.
La participación de los Pueblos y Organizaciones Indígenas en la redacción final de todos los informes del Grupo de Trabajo, en donde se reflejen los puntos de vista y contribuciones de los Pueblos Indígenas.


11.
Recomendar la recalendarización y reprogramación  del proceso de adopción y  aprobación del Proyecto de Declaración de la OEA para permitir la realización de consultas y participación plena y efectiva de los Pueblos Indígenas y sus Organizaciones hacia la adopción de la Declaración.


12.
Recomendar la institucionalización y ampliación de la participación de los Pueblos Indígenas y sus Organizaciones ante el Grupo de Trabajo de la OEA.

B.
AL NIVEL REGIONAL:


13.
Que los Estados impulsen a nivel regional procesos de consulta y participación sobre el Proyecto de Declaración, tomando en consideración las siguientes directrices:

a.
Las consultas regionales con los Pueblos y Organizaciones Indígenas deben ampliarse y profundizarse.

b.
La realización de talleres regionales de líderes, dirigentes, expertos indígenas y no indígenas con representantes de los Estados y de la OEA a fin de aclarar puntos a la temática indígena.

C.
AL NIVEL NACIONAL:

14.
Que el Grupo de Trabajo recomiende a los Estados Miembros de la OEA realizar  consultas nacionales a través de las estructuras de los Pueblos y Organizaciones Indígenas sobre la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas tomando en cuenta las siguientes consideraciones:

a.
Que los procesos de consultas nacionales deben ser realizados de manera que incluyan:

· Información previa y plena, con la debida antelación, en su propio idioma a través de medios masivos y alternativos de difusión.

· Consulta interna de los Pueblos Indígenas.

· Concertación entre los Pueblos y Organizaciones Indígenas y los Estados a fin de permitir un diá1ogo real sobre el contenido del Proyecto de Declaración y los compromisos para la defensa de sus derechos fundamentales.

b.
Que las consultas se realicen con el acompañamiento de expertos de la OEA y de los Pueblos Indígenas en la temática.

15.
Enfatizamos que los procesos de consulta y concertación de los Pueblos Indígenas y los Estados deben ser realizados en buena fe, abiertos e informados y no solamente por invitación del Estado.  Insistimos que estos procesos deben permitir la participación Indígena, plena y efectiva tomando en consideración sus formas tradicionales de representación y consulta, así como proveer traducciones en idiomas indígenas y en las mismas se den a conocer las posiciones de otros Pueblos Indígenas sobre la Declaración.

16.
Que el informe de las conclusiones de las consultas locales y nacionales debe ser redactado con la participación de los Pueblos Indígenas y que el mismo sea público a nivel nacional y remitido al Grupo de Trabajo.

17.
Dado el hecho de la violencia dirigida contra dirigentes Indígenas en muchos países americanos, los procesos de consulta deben garantizar la seguridad de los participantes en los procesos de consultas nacionales.

18
Que los Estados en los procesos de consulta nacional deben tomar en consideración otros instrumentos y procesos internacionales ya establecidos sobre la  participación directa, plena y efectiva y  adecuada de los Pueblos Indígenas.

19.
Que los Estados que no han ratificado el Convenio 169 de la OIT, lo hagan  y los que ya lo han hecho garanticen su cumplimiento como un paso inicial de reconocimiento de los derechos de los Pueblos Indígenas, procurando en procedimientos posteriores la superación de sus deficiencias.

D.
CONSIDERANDO LA ESTRUCTURA DE PARTICIPACIÓN DE LOS PUEBLOS Y ORGANIZACIONES INDÍGENAS EN LA OEA, RECOMENDAMOS:

a.
Que en el marco de la discusión del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas el Grupo de Trabajo establezca un equipo técnico conformado por técnicos Indígenas de apoyo a los Pueblos Indígenas y sus organizaciones para formular la propuesta desde su cosmovisión y que ésta sea compartida con los Estados.

b.
Que se establezca una red de información del diálogo entre Pueblos y Organizaciones Indígenas y los Estados en torno al Proyecto de Declaración con el auspicio de la OEA.

E.
FINANCIAMIENTO:

20.
Para hacer plena y efectiva la participación de los Pueblos y Organizaciones Indígenas recomendamos:

a.
La creación de un fondo que esté abierto a contribuciones gubernamentales, y  no gubernamentales que sea administrado por el Secretario General de la OEA con asesoría de representantes de los Pueblos y Organizaciones Indígenas.

b.
El aseguramiento de fondos para las consultas nacionales por los propios gobiernos así como los procesos locales de consulta, sin perjuicio a los presupuestos ya asignados para el desarrollo social y económico de los Pueblos Indígenas en los países.

Dado en Iximulew, Guatemala, a los 26 días del mes de enero 2001.
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	�.	La metodología aprobada planteó que los representantes indígenas participaban al inicio y al final de la discusión de cada capítulo, no así en el diálogo entre los Estados.


� 	Por su parte, varios representantes de pueblos indígenas indicaron que no era oportuno que los Estados definan el concepto de “pueblos indígenas”, en la medida en que corresponde exclusivamente a dichas colectividades determinar su existencia. La auto identificación, como criterio fundamental para el reconocimiento de un pueblo indígena, no está sujeta a obligación alguna. Ningún término podía englobar las múltiples y variadas características que presentan dichas comunidades a lo largo de todo el hemisferio. En ese sentido, indicaron que no eran minorías étnicas, ni minorías raciales, ni poblaciones (esta última referida a una comunidad que no necesariamente tiene una continuidad histórica). Se definieron a sí mismos como pueblos, es decir, entidades colectivas con autonomía propia y con un lenguaje milenario, con una organización sustentada alrededor de las tierras, las aguas, los bosques y otros recursos naturales que les daba una cosmovisión propia y con una estructura social única y distinta que garantiza su continuidad.





	Los representantes de los pueblos indígenas indicaron que los desarrollos alcanzados, tanto a nivel de las legislaciones nacionales como en los trabajos que han tenido lugar en los organismos multilaterales demuestran que la discusión se ha enfocado en el contenido de los derechos de dichas colectividades, más que en el ensayo de algún tipo de definición. Expresaron que en este esfuerzo era importante mantener una referencia colectiva a sus derechos en la medida en que sus derechos individuales ya estaban consagrados en numerosos instrumentos jurídicos internacionales. Concluyeron que el término “pueblo” debía mantenerse en el proyecto de declaración, sin lo cual el estudio de los siguientes artículos carecería de sentido





� 	Los representantes de los pueblos indígenas señalaron que los términos “pueblo” y “libre determinación” no podían estar separados y que este último otorgaba un status político, así como derechos económicos, sociales y culturales a los que dichas comunidades indígenas no podían renunciar, pues era un derecho histórico del cual habían sido despojados. Indicaron asimismo que la libre determinación no era susceptible de definición por entes externos y que su definición correspondía a las colectividades. Sobre este particular se expresó que la libre determinación era un derecho de los pueblos indígenas, así como la soberanía correspondía al Estado. En ningún caso ello buscaba amenazar la integridad territorial del Estado sino que más bien coadyuvaba a fortalecer la unidad nacional. Lo que se intentaba era un reconocimiento de la existencia de dichas colectividades, poseedoras de una cosmovisión propia y distinta, en el marco de los Estados ya constituidos. No se pretende pues un derecho de secesión. Se afirmó que una real autonomía había de fundarse en bases pluralistas con el debido reconocimiento de las instituciones propias de las comunidades indígenas. Dicha autonomía era una de las formas de ejercer la libre determinación dentro de un Estado.





�.	Respecto al concepto “territorio”, los representantes de los pueblos indígenas señalaron que éste estaba íntimamente ligado a su espiritualidad, a su cultura, a su idioma, a su manera de vivir, y a su manera de relacionarse con el medio ambiente y que por lo tanto era importante mantener dicho término en el proyecto de declaración. Se indicó que la tierra, desde el punto de vista de la cultura occidental, era objeto de trabajo y un medio de lucro sometido al comercio, pero que, desde el punto de vista de los pueblos indígenas, se trataba de un elemento asociado a su propia vida y posibilidades de existencia como grupo o colectividad, en el marco de una cosmovisión integrada y en la cual se reconocen las formas tradicionales de representación política. Así, el territorio era un elemento esencial para definir los derechos en su conjunto de los pueblos indígenas y el término “tierras” era en todo caso limitativo de dicha realidad. Sin embargo, todo intento de definición de la palabra “territorio”, se expresó, impondría limitaciones a los derechos tradicionales de las comunidades indígenas por la diversidad de las relaciones territoriales que se han desarrollado al interior de dichas poblaciones.





�.	Los representantes de los pueblos indígenas también hicieron un llamado a los gobiernos para que incluyan en sus legislaciones internas los tres conceptos que habían sido materia de discusión en esta sección, a saber, “pueblos”, “territorio” y “libre determinación”, reconociendo de esta manera la diversidad de estas comunidades.


�.	El presente documento contiene las conclusiones parciales de las deliberaciones realizadas durante el Cónclave Hemisférico de Representantes de Pueblos Indígenas realizado en la Ciudad de Guatemala el 24, 25 y 26 de enero del 2001.  Las conclusiones referentes a la discusión sobre aspectos sustantivos del contenido del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de las Poblaciones Indígenas, así como el listado oficial de los participantes están en proceso de conclusión por parte del Equipo Técnico Redactor del evento.  Estos documentos serán distribuidos durante el mes de febrero del 2001.
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